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PRÓLOGO 
 
 
 
Este libro tiene su origen en dos simposios del congreso internacional “Ciencias, tecnologías 
y culturas. Diálogo entre las disciplinas del conocimiento. Mirando al futuro de América 
Latina y el Caribe”, organizado por la Universidad de Santiago de Chile y celebrado del 30 
de octubre al 2 de noviembre de 2008. En principio, en vista de la calidad de las ponencias 
del simposio “Democracia: ideas y prácticas”, se pensó en la posibilidad de editar su 
memoria. Sin embargo, cuando, conversando con Luisa Ripa, se habló de que el simposio, 
“Derechos humanos: en el cruce con la religión, la ética y la educación”, del cual ella fue la 
principal coordinadora, se sumara a nuestro esfuerzo, se consideró que se podía hacer algo 
más ambicioso de lo inicialmente previsto, no sólo en cuanto a la cantidad de los trabajos 
que esta obra podría incorporar, sino también en cuanto a su calidad, al contemplar la 
conveniencia, que después se hizo realidad, de que los trabajos presentados en los 
respectivos simposios fueran revisados por sus autores para poder ser publicados en esta 
obra. Además, cinco trabajos que no fueron expuestos en el mencionado congreso se 
incorporaron a la primera parte del libro. De esta manera, la idea de publicar una memoria 
con las ponencias de un simposio acabó dando lugar al libro que ahora presentamos al 
público, coeditado por la Universidad Autónoma del Estado de México, la Universidad 
Nacional de Quilmes (Argentina) y El Colegio Mexiquense. 
Las dos partes en que se divide el libro corresponden, grosso modo, a los dos 
simposios mencionados (si bien el título de una de ellas no es igual al del simposio que la 
originó). Se prefirió hacerlo así porque, además de su distinción temática, mantuvieron 
dinámicas relativamente independientes en la recopilación y organización de los textos, así 
como en el diálogo entre coordinadores y autores. Las secciones en que se divide cada una 
de estas dos partes no tienen que ver con las divisiones que operaron en el congreso. 
El título de la obra, Democracia y derechos humanos, no yuxtapone los temas de 
ambos simposios de manera fortuita. Si la idea de unir en una misma obra los textos de 
ambos simposios fructificó casi de inmediato, fue en buena medida por la íntima 
vinculación que guardan entre sí los conceptos (y las realidades designadas con ellos) 
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democracia y derechos humanos. Una de las principales variables que permite distinguir el 
régimen político democrático del régimen político opuesto, la dictadura, es el respeto a los 
derechos humanos, por lo menos si con este concepto nos circunscribimos, como ahora 
hago, a los derechos civiles básicos de expresión, reunión y asociación. De esta manera, se 
puede afirmar que la democracia no puede existir sin el debido respeto a los derechos 
humanos (tanto en la constitución como en el actuar cotidiano de las instituciones estatales), 
mientras que la sistemática violación a los derechos humanos constituye una manifestación 
inequívoca de dictadura, independientemente de que ésta deba ser considerada, por sus 
manifestaciones respecto a otras variables, de izquierda o de derecha. 
En cuanto al subtítulo del libro, Desafíos para la emancipación, alude a un ánimo 
compartido por muchos de sus autores (y del congreso en general): que la situación actual 
de América Latina (y del mundo en general) puede y debe mejorar sustancialmente, con la 
finalidad de que tanto la región y los países que la componen como los sectores sociales e, 
incluso, las personas ganen en libertad y autonomía. Sin duda, las formas para conseguirlo 
generan discusiones intensas, pero dicho objetivo goza de amplio consenso. 
Esta obra reúne 28 trabajos elaborados por 36 personas que trabajan en 16 
instituciones de educación superior de cinco países latinoamericanos. Por parte de Argentina 
están presentes la Universidad Nacional de Quilmes (a través del Centro de Derechos 
Humanos “Emilio Mignone”), la Universidad Nacional de Córdoba (Facultad de Filosofía y 
Humanidades) y la Universidad Católica Argentina (Facultad de Psicología y Educación). Los 
autores brasileños trabajan, también, en tres universidades: Universidade do Estado do Rio de 
Janeiro (Laboratório de Pesquisas sobre Práticas de Integralidade em Saúde), Universidade 
Federal da Grande Dourados (Faculdade de Ciências Humanas) y Universidade Presbiteriana 
Mackenzie (Centro de Ciências e Humanidades). De Chile, país anfitrión del congreso, son 
tres instituciones más: Instituto Histórico de Chile, Universidad de Concepción (Facultad de 
Humanidades y Arte) y Universidad de Valparaíso (Facultad de Derecho y Ciencias Sociales). 
Los dos autores uruguayos pertenecen a la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República. Por último, participan seis instituciones mexicanas: El Colegio Mexiquense, El 
Colegio de Michoacán (Centro de Estudios Históricos), Instituto Tecnológico y de Estudios 
Superiores de Occidente (Departamento de Estudios Sociopolíticos y Jurídicos), Universidad 
Autónoma de Tlaxcala (Centro de Investigaciones Interdisciplinarias sobre Desarrollo 
Regional), Universidad Autónoma de San Luis Potosí (Coordinación de Ciencias Sociales y 
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Humanidades) y Universidad Autónoma del Estado de México (Centro de Investigación en 
Ciencias Sociales y Humanidades y Facultad de Ciencias Políticas y Sociales). 
Se eligió el formato electrónico no sólo por resultar más barato y ecológico, sino 
también porque su producción es más rápida y porque facilita la tarea de la distribución; 
factor, este último, importante cuando los mismos autores radican en países muy distanciados 
geográficamente unos de otros. 
No me resta sino agradecer la colaboración entusiasta tanto de las dos investigadoras 
que me acompañaron en la tarea de coordinar este libro como de las instituciones que lo 
coeditan y de las personas encargadas de su confección. Una vez más se demuestra que el 
papel desempeñado por el apoyo mutuo y la cooperación (en contra de los que piensan que la 
competencia y la “ley del más fuerte” son los únicos motores de la historia) resulta 
insustituible para llevar a buen puerto buena parte de las realizaciones más encomiables del 
ser humano; en este caso, la de compartir con otras personas las reflexiones de un conjunto de 
profesores e investigadores latinoamericanos. 
FLF 
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PRESENTACIÓN 
DEMOCRACIA: IDEAS Y PRÁCTICAS 
 
 
 
La democracia es el tema en torno al cual giran los dieciocho textos incorporados a esta 
primera parte del libro, si bien entre ellos se evidencian diferencias notables enraizadas en 
dispares paradigmas teóricos (con distintas pretensiones abarcadoras y con enfoques 
disciplinarios más o menos acotados), que a su vez condicionan diversas formas de 
comprender y valorar el propio concepto de democracia (así como sus opuestos, dictadura y 
autoritarismo), los regímenes políticos realmente existentes, y las relaciones de tales 
conceptos y regímenes con otros conceptos y realidades históricas. Algunas de estas 
diferencias no son complementarias, pero otras podrían dar lugar a la búsqueda de 
perspectivas interdisciplinarias o transdisciplinarias. Como es lógico, las cuatro secciones que 
integran esta primera parte constituyen una de las varias maneras posibles de procesar la 
diversidad de los textos que la componen. 
Las dos primeras secciones se componen de ocho trabajos dedicados a reflexionar 
sobre la democracia (en general, vinculándola con temas afines) desde una perspectiva 
regional. Sin embargo, se optó por dividirlos bajo la presunción, lógicamente discutible, de 
que los planteamientos de los cuatro primeros, integrados en la sección titulada “Relaciones 
entre democracia y otros conceptos políticos”, trascienden los límites regionales, al contener 
elementos aplicables al ámbito mundial. Los otros cuatro trabajos, que componen la segunda 
sección, no sólo se vinculan por su común enfoque continental, también están unidos por su 
énfasis en los cambios (en ocasiones en ese tipo particular de cambio denominado transición) 
ocurridos en Iberoamérica en las últimas décadas. La tercera sección reúne seis trabajos 
preocupados por dos temas ineludibles para la democracia, la participación y la exclusión. En 
general, se refieren a ámbitos nacionales, aunque a veces aluden a entidades de menor 
tamaño. Por último, la cuarta sección evidencia que la democracia (en el fondo, una forma de 
interacción humana basada en el respeto) puede emplearse como concepto heurístico en 
relación con tiempos remotos y con temas muy diversos y usualmente considerados alejados 
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de la política, como las organizaciones “empresariales” de la Colonia, la música, los museos y 
las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento. 
La primera sección se abre con “Izquierdas y democracia en la Latinoamérica actual”, 
donde Francisco Lizcano Fernández trata de contribuir al debate teórico en torno a la relación 
entre democracia e izquierda en la América Latina actual (si bien sus planteamientos también 
pueden aplicarse a otras regiones del mundo). Con tal objetivo, propone tanto una definición 
global de izquierda (de la que se desprende por oposición otra de derecha) como una 
clasificación, que divide las distintas expresiones de las izquierdas latinoamericanas de las 
últimas décadas en cuatro grandes tipos: socialdemocracia, leninismo, autogestión y 
populismo de izquierda. Entre los criterios empleados para esta clasificación, los referidos a 
lo político (y, por tanto, a la democracia y al sistema político contrario, el autoritarismo) 
cobran una relevancia especial. Esta clasificación se opone a las más usuales en dos sentidos. 
Por un lado, es de carácter cuatripartito, en tanto que las más comunes dividen el universo de 
la izquierda en dos conjuntos, como centroizquierda e izquierda extrema o izquierda populista 
e izquierda moderna. Por otra parte, esta clasificación no sólo considera los gobiernos, como 
hacen la mayoría de las otras clasificaciones, sino que también toma en cuenta organizaciones 
y movimientos sociales de diverso tipo que no han accedido al poder estatal. 
Hoenir Sarthou Calzavara, en “La tensión entre democracia y derechos humanos”, 
sostiene que el concepto jurídico derechos humanos se ha independizado del concepto 
filosófico-político democracia y tiende a subsumir la democracia, a considerarla apenas un 
derecho más, desconociendo así la relación original, histórica y teleológica existente entre las 
dos nociones. Asimismo, afirma que, al ignorar la interdependencia y la tensión entre ellas (en 
particular entre la regla de la mayoría y los derechos individuales o de las minorías), se 
banaliza la democracia y se priva de fundamento teórico a los derechos humanos. Indica 
cómo, aislada de la concepción filosófico-política que le dio origen, la moderna doctrina de 
los derechos humanos adopta las nociones occidentales de “derecho” y de “humano” como 
valores universales y absolutos, lo que dificulta su relación con otras culturas y la expone a 
cumplir un papel cuestionable, como instrumento ideológico de políticas de dominación 
global. En contraste, la democracia sustancial, para la que los derechos son relativos, 
políticos, inmanentes e históricos, conserva localismos y alienta potenciales rebeldías que 
pueden conducir a ciertas formas de globalización. Eso quizá explique el intento de 
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neutralizarla políticamente, subordinándola a una concepción hipertrofiada y absoluta de los 
derechos humanos. 
En “La democracia latinoamericana entre el estado y lo político”, Paola Gramaglia, 
desde la perspectiva de Enrique Dussel, analiza el papel del Estado en las democracias 
actuales en su particular situación de crisis de representación política. Principalmente, 
reflexiona acerca de las potencialidades y dificultades que ofrece una teoría sistemática, en la 
que prima de modo fuerte la “moralidad” como sustento filosófico de una “comunidad 
política”, para indagar si se están suprimiendo las complejidades de las sociedades actuales en 
América Latina. Asimismo, Gramaglia se cuestiona sobre las formas en que los sujetos 
colectivos latinoamericanos instituyen prácticas que implican un distanciamiento de los 
modelos políticos consagrados hasta la actualidad. 
La primera sección termina con la aportación de Elena Salum Alvarado, quien sostiene 
la convicción de que, en el siglo XX, la reflexión sobre la buena sociedad nos conduce 
esencialmente al análisis de dos utopías: la democracia y el marxismo. En “El concepto de la 
democracia como eje fundamental en la obra de Atilio Borón”, recuerda que este autor ha 
señalado que una de las debilidades más serias de la teoría contemporánea radica, 
precisamente, en el visceral rechazo de la utopía, como momento imprescindible de cualquier 
reflexión sobre la buena sociedad. Esto explica la importancia que Salum otorga al concepto 
de utopía en la obra de Borón, quien habría latinoamericanizado el concepto introduciendo en 
él un fuerte contenido democrático. El trabajo de Salum analiza la producción de Borón con 
base en tres dimensiones: reinterpretación del marxismo, relación socialismo-democracia y 
percepción de la realidad latinoamericana. 
La segunda sección inicia con el texto de Yamandú Acosta, “‘Transición a la 
democracia’ desde la postransición”, quien explora la idea de transición a la democracia 
elaborada en la década de los 80 en América Latina, reflexionando sobre sus relaciones con la 
práctica de la misma en la región en esa década, poniendo en relación los ámbitos intelectual 
y político dentro del campo del poder y procurando tejer hipótesis sobre las relaciones teoría-
práctica para este caso específico. Sobre el carácter incompleto de la transición de la sociedad 
tradicional a la sociedad moderna de los cincuenta y sesenta, el fracaso de la transición del 
capitalismo al socialismo de los sesenta y setenta, Acosta interpreta el sentido y los límites 
tanto de la transición a la democracia de los ochenta como los de la vigente postransición, con 
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la idea de que la transición a la democracia ha sido protagonista importante en la 
construcción actual de hegemonía. 
Jaime Ornelas Delgado, en “Crisis de la democracia neoliberal en América Latina”, 
argumenta que, después de la euforia de la etapa de transición democrática, América Latina 
pasó a un periodo de dudas e interrogantes sobre el futuro de la democracia electoral, que 
acompañó a la imposición de la modalidad neoliberal. La culminación de la transición abrió la 
expectativa de avanzar en un proceso que llevara la ampliación democrática a todos los 
espacios sociales. Lejos de ocurrir esto, Ornelas piensa que se reforzaron instituciones y 
reglas democráticas que apuntalaron el dominio de las élites más conservadoras, provocando 
insatisfacción creciente sobre la democracia y desconfianza sobre los actores sociales que 
monopolizan un quehacer político concebido campo exclusivo de profesionales empeñados en 
conservar las instituciones y las reglas que los mantienen en el poder. 
A partir de una visión asimismo regional, Martín López Ávalos, en “Resistencia y 
derechos democráticos, una reinterpretación de los procesos políticos en América Latina en el 
siglo XX”, defiende que la historia política contemporánea de América Latina está cruzada por 
una constante: la lucha por ampliar los espacios democráticos. A partir de esta hipótesis, 
explica las dinámicas nacionales y locales que vivió Latinoamérica durante el siglo XX, 
caracterizadas, ante todo, por la revolución del derecho como articulador de estas 
aspiraciones. En este sentido, distingue dos vías, que corresponden a las circunstancias 
históricas de cada sociedad latinoamericana: la insurreccional y la electoral. Sin embargo, en 
ambos casos se aprecia una semejanza: la resistencia política como forma de lucha 
democrática contra la opresión de un régimen autoritario. 
“La democracia en la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)”, 
de Fernando Díaz Ortega, muestra cómo el tema de la democracia tiene una importancia 
progresiva en el pensamiento de la CEPAL, el cual divide en tres etapas: “industrialización 
mediante sustitución de importaciones” (1940-1970/75), “estilos del desarrollo” (1970/75-
1990) y “transformación productiva con equidad” (desde 1990 hasta la actualidad). Con este 
trabajo se cierra la segunda sección. 
Nadie soslaya la importancia de mejorar las políticas del Estado y, en particular, de 
erradicar las prácticas discrecionales y clientelares. Pero cuando esas preocupaciones no 
ocupan el primer lugar y la atención se centra sólo en los mecanismos que condicionan o 
rentabilizan el reparto de los bienes públicos, permitiendo que algunos se apropien de ellos y 
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otros se beneficien a cambio de su lealtad corrupción y clientelismo se imponen, porque 
quienes participan y reciben indirectamente algún provecho están dispuestos a coexistir 
cotidianamente con esos procedimientos que, más allá de su inmoralidad o su aparente 
solidaridad, les arrojan ayudas concretas. Esto asevera Edgar Hernández Muñoz en “El 
clientelismo en México: los usos políticos de la pobreza”, el primero de los seis trabajos que 
conforman la tercera sección. 
Norma Baca Tavira y Francisco Herrera Tapia, en “Instituciones, democratización y 
participación social en los procesos de desarrollo rural en México”, analizan la relevancia de 
las instituciones gubernamentales y de la participación democrática de los ciudadanos en el 
desarrollo rural mexicano. 
“Exclusión e inclusión social en la participación ciudadana institucionalizada y calidad 
de la democracia en el Estado de México”, de José María Aranda Sánchez, presenta un 
estudio de la exclusión y la inclusión social en la legislación de uno de los estados que 
integran la República Mexicana, considerando los principios, derechos y obligaciones de los 
ciudadanos, así como los instrumentos y procedimientos de participación de la ciudadanía, y 
en general de las instancias de representación y toma de decisiones ciudadanas. Esta reflexión 
se encuadra en la perspectiva teórica de Niklas Luhmann, en su concepción de la exclusión-
inclusión social en las sociedades estratificadas. En el caso del estado de México, el análisis 
indica una falta notoria en materia de legislación sobre participación ciudadana, así como 
sobre transparencia y acceso a la información, lo que muestra ciertas insuficiencias de la 
calidad de la democracia directamente relacionadas con la esperada ampliación de los ámbitos 
de participación. 
Con un planteamiento político-social, el siguiente trabajo, “Democracia participativa e 
efetivação do direito à saúde: quando os cidadãos vêm à cena”, de Felipe Dutra Asensi, 
Roseni Pinheiro y Cristina Danielle Pinto Lobato, presenta los resultados de una investigación 
sobre la incorporación del derecho universal a la salud en el marco jurídico-institucional 
brasileño. Ésta se realizó de 2005 a 2007 en las ciudades brasileñas de Porto Alegre, Aracaju 
y Piraí, localidades que han demostrado que, desde el diálogo y las estrategias declaradas por 
los principales actores involucrados en el proceso de la política de salud, se pueden crear 
nuevas formas para superar las diferencias entre los “derechos” y los “hechos” de los 
ciudadanos. 
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Damião Duque de Farias y Layana Karine Pimentel, en “Revista brasileira Paz e 
Terra: idéias de democracia em um contexto de ditadura (1966-1968)”, realizan una lectura 
de la mencionada publicación periódica, para evaluar las posiciones de los sacerdotes e 
intelectuales cristianos, su influencia y el diálogo con los interlocutores sociales y culturales 
de Brasil y de América Latina durante la represión dictatorial que vivió Brasil en ese periodo. 
Esta revista estuvo escrita y destinada a un público intelectual y cristiano de izquierda, 
preocupado por la democracia y la participación popular. 
Rafael Enrique Rincón, con “La idea de la democracia en la revolución bolivariana: un 
análisis desde la concepción de la libertad en Isaiah Berlin”, pretende comprender cómo es 
concebida la democracia en la revolución bolivariana liderada por el presidente venezolano 
Hugo Chávez, sin aspirar a resolver la cuestión de manera definitiva. Como primer paso, hace 
una revisión del concepto democracia participativa y protagónica, término que ya aparece en 
la Constitución Bolivariana de 1999; para después trabajar sobre la idea de libertad que nutre 
este concepto. 
La cuarta sección “Democracia y autoritarismo en ámbitos no estrictamente 
políticos” contiene los cuatro últimos trabajos de la primera parte. En “Organización 
política de la Mesta novohispana”, Guadalupe Yolanda Zamudio analiza una serie de temas 
relativos a la principal organización ganadera durante los tres siglos de historia de la Nueva 
España: su función reguladora, el desarrollo de la ganadería y, sobre todo, su funcionamiento 
político interno. Esto permite a Zamudio aseverar que en esta organización, que aglutinó a los 
principales ganaderos de esta parte fundamental del imperio español, prevalecieron los 
aspectos autoritarios sobre los democráticos. 
“Manifestaciones de discriminación en la canción popular. El caso del corrido 
mexicano”, de Rogerio Ramírez Gil, estudia la discriminación (forma de interacción con el 
otro profundamente antidemocrática) en el corrido mexicano a partir de diversos criterios: la 
ideología política, la xenofobia, la clase, la etnia, el género y la religión. Al respecto concluye 
que, en su mayoría, las manifestaciones discriminatorias de este género musical y narrativo 
están vinculadas directamente con las coyunturas históricas (como las guerras con otros países 
o intestinas) en que fueron creados los corridos, lo que evidenciaría que éstos tuvieron un 
grado de discriminación relativamente bajo. Este trabajo analiza las manifestaciones 
discriminatorias contenidas en los corridos creados entre 1810 y 1950. 
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Bertha Teresa Abraham Jalil, en “Los museos, espacios para construir la democracia”, 
propone una tipología de museos (a partir del papel que en ellos desempeñan asuntos como 
los valores y la educación), que abarca desde aquellos que siguen siendo simples repositorios 
de colecciones hasta los que se han constituido en centros de cultura donde los visitantes 
tienen oportunidad de afianzar sus valores democráticos. De esta tipología, Abraham deduce 
una serie de lineamientos encaminados a reorientar los programas museísticos hacia nuevas 
formas de funcionamiento, acordes con las sociedades que aspiran a construir un sistema 
democrático. 
Como último texto de esta primera parte, se presenta “Redalyc y la democratización 
del conocimiento”, de Eduardo Aguado López, Rosario Rogel Salazar, Gustavo Garduño 
Oropeza, María Fernanda Zúñiga Roca y Graciela Baca Zapata, donde se recupera la 
experiencia del Sistema de Información Científica Redalyc (www.redalyc.org), el cual reúne 
520 revistas y 100 mil artículos a texto completo, que en promedio son consultados 
mensualmente por dos millones investigadores, profesores y estudiantes; muestra del 
impresionante potencial de esta nueva forma de comunicación científica. 
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IZQUIERDAS Y DEMOCRACIA EN LA LATINOAMÉRICA ACTUAL 
 
 
 
Francisco Lizcano Fernández1 
 
 
Esta ponencia trata de contribuir al debate teórico en torno a la relación entre democracia e 
izquierda en la América Latina actual. Con tal objetivo, se propone tanto una definición 
global de izquierda (de la que se desprende por oposición otra de derecha) como una 
clasificación, que divide las distintas expresiones de las izquierdas latinoamericanas de las 
últimas décadas en cuatro grandes tipos: socialdemocracia, leninismo, autogestión y 
populismo de izquierda. Entre los criterios empleados para esta clasificación, los referidos a 
lo político (y, por tanto, a la democracia y al sistema político contrario, el autoritarismo) 
cobran una relevancia especial. Esta clasificación se opone en dos sentidos a las más usuales 
en la actualidad. Por un lado, es de carácter cuatripartito, en tanto que las más comunes 
dividen al universo de la izquierda únicamente en dos conjuntos, como centro-izquierda e 
izquierda extrema o socialismo (o simplemente izquierda) (LAN, 2003 y 2006; Petras, 2006a y 
2006b) o bien izquierda populista e izquierda moderna (Castañeda, 2006; The Economist, 
2006). Por otro lado, mi clasificación no sólo considera los gobiernos, como es frecuente 
hacer, sino que también pretende incluir organizaciones y movimientos sociales de diverso 
tipo que no han accedido al poder estatal. De cualquier forma, la revisión de qué es la 
izquierda política y de cuáles son sus principales tipos pareciera oportuna en el momento 
actual de América Latina, cuando los gobiernos izquierdistas de la región se han generalizado 
como nunca antes en su historia.2  
                                                 
1 Centro de Investigación en Ciencias Sociales y Humanidades (CICSyH), Universidad Autónoma del Estado de 
México (UAEM), Estado de México, México. Correo electrónico: flizcanof@uaemex.mx. 
2 En la actualidad pueden catalogarse como de izquierda, en el sentido más amplio posible de este termino (LAN, 
2006b: 4), 15 gobiernos iberoamericanos: Cristina Elisabet Fernández de Kirchner desde 2007 (su esposo Néstor 
Kirchner le antecedió en el cargo entre 2003 y 2007), Tabaré Vázquez Rosas en Uruguay desde 2005, Michelle 
Bachelet Jeria en Chile desde 2006 (sucesora del también socialista Ricardo Lagos), Fernando Armindo Lugo 
Méndez en Paraguay desde 2008 (aunque también a su antecesor Nicanor Duarte Frutos, que gobernó el país 
entre 2003 y 2008, se le ha calificado dentro del centro-izquierda), Luiz Inácio Lula da Silva en Brasil desde 
2003 (reelegido en 2006), Evo Morales Ayma en Bolivia desde 2006, Alan García Pérez en Perú desde 2006, 
Rafael Correa Delgado en Ecuador desde 2006, Hugo Rafael Chávez Frías en Venezuela desde 1999 (reelegido 
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Definición de izquierda y de derecha 
Propongo definir a la izquierda como un proyecto de sociedad (expresado, lógicamente, a 
través de personas y organizaciones) que procura incrementar el desarrollo integral de las 
grandes mayorías de la población, compuestas por los estratos sociales más numerosos 
(siempre con menos recursos materiales, poder y prestigio que las minorías más favorecidas) 
y los grupos sociales minoritarios que sufren mayor discriminación en virtud de factores 
como la etnia o las preferencias sexuales (en general en una situación peor que los anteriores).  
La derecha sería lo contrario de la izquierda: un proyecto de sociedad que defiende el 
interés de las minorías más favorecidas y atenta contra el desarrollo integral de las grandes 
mayorías de la población y los grupos sociales minoritarios que sufren mayor discriminación.  
Según la percepción sostenida en estas páginas, en la actualidad un proyecto de 
sociedad plenamente de izquierdista implica la defensa (por parte de las personas y las 
organizaciones catalogadas como izquierdistas) y la puesta en práctica (cuando tales 
organizaciones asumen el poder correspondiente) de seis objetivos: distribución de la riqueza, 
aumento del bienestar material de las grandes mayorías, incremento de la participación de las 
grandes mayorías en la toma de decisiones, aumento de los derechos civiles para las grandes 
mayorías (que implica tolerancia hacia las organizaciones y los grupos sociales diferentes), 
relaciones internacionales que propicien las cuatro características que se acaban de indicar y 
defensa del medio ambiente. Las ideologías que justifican estas acciones son, básicamente, de 
carácter moderno, fincadas en la razón y abiertas al diálogo científico. Cuando la izquierda 
rescata discursos tradicionales (como en el caso de los indígenas americanos) es porque 
favorecen los intereses de alguno de los componentes de las grandes mayorías.  
Por el contrario, un proyecto de derecha implica la defensa y, cuando tales 
organizaciones asumen el poder que se lo permite, la puesta en práctica de seis objetivos 
contrarios a los enunciados con respecto a la izquierda: incremento de la riqueza de las 
minorías más favorecidas, disminución del bienestar material de las grandes mayorías, 
disminución de la participación de las grandes mayorías en la toma de decisiones, deterioro de 
                                                                                                                                                        
en 2006), Martín Torrijos Espino en Panamá desde 2004, Óscar Arias Sánchez en Costa Rica desde 2006, José 
Daniel Ortega Saavedra en Nicaragua desde 2006, Leonel Antonio Fernández Reyna en República Dominicana 
desde 2004 (en 2008 ha comenzado su tercer mandato presidencial: el primero fue en 1996-2000), Álvaro Colom 
Caballeros en Guatemala desde 2007 y Raúl Castro Ruz en Cuba desde 2006 (su hermano Fidel fue el presidente 
del país desde 1959 hasta que, por motivos de salud, le sucedió Raúl). De esta manera, sólo habría cuatro 
gobiernos de derecha en la región: los de Colombia, El Salvador, Honduras y México. 
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los derechos civiles para las grandes mayorías, relaciones internacionales basadas en los 
intereses de las minorías más favorecidas y subordinación de los problemas ambientales a 
estos mismos intereses. La ideología derechista justifica los privilegios de los más 
favorecidos, a través, frecuentemente, de discursos e ideas seculares en los que la religión 
tiene una presencia importante.  
De las siete variables mencionadas, las cuatro primeras, así como la séptima, se 
refieren principalmente a la población que reside al interior de un Estado, en tanto que las 
otras dos, la quinta y la sexta, son de carácter internacional. En cuanto a la esfera de la 
realidad afectada, las dos primeras variables son de naturaleza socioeconómica y las dos 
siguientes, de carácter político. La sexta variable, referida a la ecología, como es lógico, sólo 
se puede aplicar en las últimas décadas. Veamos con más detenimiento cada una de estas 
variables utilizadas para distinguir la izquierda de la derecha.  
Planteada globalmente y aislada de otras de otras variables, la distribución de la 
riqueza o grado de igualdad socioeconómica plantea dudas menores en cuanto a su 
pertinencia. Ante todo, la igualdad socioeconómica ha sido considerada usualmente como el 
ideal principal de la izquierda (Bobbio, 2001). No hay discrepancias reseñables respecto a la 
pretensión de que la defensa de la igualdad socioeconómica y la distribución de la riqueza son 
de carácter izquierdista, en tanto que la defensa de la desigualdad socioeconómica y la 
concentración de la riqueza son de naturaleza derechista. Con todo, interesa hacer dos 
comentarios. Por un lado, en este sentido, como en tantos otros, la realidad no necesariamente 
coincide con el discurso; por ejemplo, en algunos regímenes izquierdistas que más hincapié 
hicieron en este sentido (como los leninistas) la igualdad socioeconómica ha sido menor que 
la pregonada por sus voceros, pues la elite gobernante, así como sus allegados, han gozado en 
realidad de más privilegios que los reconocidos oficialmente (Giddens, 1991: 364). Por otro 
lado, se pueden distinguir procedimientos más o menos efectivos de distribución de la 
riqueza; por ejemplo, los impuestos progresivos sobre la renta (que implican que paguen más 
los que más tienen y que fueron típicos del Estado de bienestar) distribuyen la riqueza más 
intensamente que los impuestos al consumo. De cualquier manera, independientemente de la 
procedencia de los impuestos, un Estado izquierdista, a través del gasto, siempre favorecerá 
en mayor medida a los que menos tienen.  
Sin embargo, el principal problema con respecto a la igualdad socioeconómica surge 
cuando se la relaciona con la segunda variable, el bienestar (también socioeconómico) de las 
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grandes mayorías. La importancia de este problema no se puede minusvalorar, pues en 
realidad la primera variable, aunque figure como ideal principal, normalmente es considerada, 
de manera más o menos explícita, como un medio para obtener la segunda. En teoría se 
supone que la distribución de la riqueza es buena porque conduce al aumento del bienestar de 
las grandes mayorías. Pocos políticos de izquierda defenderían abiertamente lo contrario: la 
bondad de una sociedad igualitaria que no implicase esa mejora socioeconómica. Como se 
dice coloquialmente, no se trata de distribuir la pobreza sino de distribuir la riqueza. El 
problema radica en que la relación entre estas dos variables socioeconómicas es mucho más 
compleja de lo que muchas veces se supone, pues no muestran una clara correlación. De una 
mayor igualdad no se deriva necesariamente mayor bienestar de las grandes mayorías, ni el 
aumento del bienestar es siempre resultado de una mayor distribución de la riqueza.  
Por tanto, para analizar cómo se han manifestado estas variables en una sociedad 
concreta, y para distinguir en qué medida un proyecto es de izquierda o de derecha, se deben 
considerar ambas variables independientemente, pues del comportamiento de una no se puede 
deducir el de la otra. Es más, si tal tarea se quiere realizar con rigor, una y otra se tendrán que 
dividir en algunos de sus elementos más importantes como el ingreso (relacionado con la 
pobreza), la educación, la salud y la vivienda, pues no todos ellos tendrán necesariamente el 
mismo comportamiento. Por ejemplo, en la Cuba castrista los avances en salud y cobertura 
educativa fueron notorios, no así los relativos al ingreso y la vivienda. En este sentido, sería 
interesante analizar con rigor los resultados de algunos de los regímenes más connotados de la 
derecha y de la izquierda en la historia latinoamericana.  
Las dos variables siguientes, de tipo político, muestran una correlación más clara. 
Ambas son características relativas al régimen político o, visto más ampliamente, al sistema 
político. En este caso, las manifestaciones pueden ser en lo fundamental de dos tipos: 
democráticas o autoritarias. Desde la perspectiva defendida en este texto, y a sabiendas de que 
este proceder no es muy frecuente, las primeras son catalogadas como izquierdistas y las 
segundas como derechistas. Por otra parte, en cierta medida estas dos variables políticas 
aluden a la distribución del poder: en los regímenes democráticos el poder está mejor 
distribuido que en los autoritarios, donde impera una desigualdad total en cuanto al poder, 
pues unos adultos lo concentran en demasía y a otros no les es permitido ejercerlo en nada 
que esté relacionado con los asuntos públicos. Al respecto, es interesante señalar que este 
aspecto de la igualdad referido al poder ha pasado inadvertido para el grueso de los leninistas, 
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que sólo se han preocupado del aspecto socioeconómico de la igualdad. No faltará quien 
piense que dicho olvido bien pudo ser tendencioso, pues de no haberse dado se habrían puesto 
de manifiesto con excesiva claridad que los deseos de igualdad eran sumamente parciales: se 
trataba de distribuir (por lo menos en el discurso) los bienes y los servicios sociales, pero 
impidiendo cualquier ejercicio del poder sobre los asuntos públicos a la gran mayoría de la 
población. 
Como en el caso de las variables socioeconómicas, para decidir en qué medida un 
proyecto es izquierdista (democrático) o derechista (autoritario) estas variables políticas se 
deben analizar a través de indicadores concretos. En cuanto a la participación de las grandes 
mayorías en la toma de decisiones, se debe considerar, por lo menos, una serie de factores 
para comprobar en qué medida las elecciones son libres, equitativas y competidas. Con 
respecto a los derechos civiles de los distintos componentes de las grandes mayorías, se 
deberá considerar en qué medida se respetan los derechos de expresión, reunión y asociación.  
La participación en la toma de decisiones por las grandes mayorías suele ir unida a la 
libertad de éstas para plantear sus demandas y a una mayor posibilidad de que éstas sean 
atendidas. La existencia de democracia implica la posibilidad de que las grandes mayorías, 
lejos de ser reprimidas (con lo que esto significa de coerción de las capacidades de las 
personas, al estar sometidas al temor o el terror), puedan expresarse y participar en la elección 
y control de los gobernantes. En relación con estas variables, los resultados de algunas 
izquierdas, como la socialdemócrata, son positivos, no así los de otras, como la leninista. Esto 
se traduciría en que, en este sentido, la socialdemocracia es más izquierdista que el leninismo.  
En tanto que el régimen político dictatorial no cumple con estas características, es 
considerado de derecha, por lo que el leninismo resultaría, en este aspecto, tan de derecha 
como cualquiera otra dictadura calificada usualmente como derechista (por ejemplo, las 
impuestas en el Cono Sur sudamericano en la década de 1970), independientemente de que 
haya diferencias respecto a las otras variables señaladas. Es decir, el leninismo es de izquierda 
en las variables socioeconómicas, pero derechista en las políticas, en tanto que la dictadura de 
Pinochet fue derechista en todos los aspectos.  
En cuanto a política exterior, la forma de distinguir izquierda y derecha no puede ser 
otra que la de detectar el tipo de vínculos que las organizaciones y el Estado de un país 
establecen con organizaciones y Estados de otros países y con los organismos internacionales. 
Sin embargo, de acuerdo con los planteamientos defendidos en este texto, los vínculos 
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estrechos con Estados y organizaciones leninistas son considerados como una característica 
que revelaría tendencias contradictorias (de izquierda y de derecha, simultáneamente), en 
tanto que la vinculación con Estados y organizaciones socialdemócratas es evaluada como 
netamente izquierdista. Por otra parte, la defensa en el terreno mundial de principios que 
favorecen a los que menos tienen también será considerada de izquierda. Con frecuencia estos 
principios son avalados por la comunidad mundial, lo que implica apegarse a la toma de 
decisiones multilateral. En la periferia, esto se traduce en autonomía frente a los intereses de 
las grandes potencias, cuando estos no se apegan a lo promovido por Naciones Unidas.  
Finalmente, consideramos que la preocupación por el equilibrio ambiental tiene 
carácter izquierdista, bajo el supuesto de que su deterioro, por lo menos a mediano plazo, 
perjudicaría más a quienes menos tienen, por la sencilla razón de que serían los que menos 
posibilidades tendrían de enfrentar los desastres naturales causados por la contaminación.  
La caracterización de izquierda política aquí defendida tiene tres implicaciones que 
conviene explicitar. Por un lado, lleva consigo una clara valoración que favorece a la 
izquierda. Dado que la clasificación manejada es dual (izquierda-derecha), en dicha opción 
política se pudiera presuponer un cierto tufo maniqueo que pretendiera dividir los proyectos 
de la sociedad en buenos y malos, de lo que se derivaría la conveniencia de eliminar el 
proyecto negativo. No es así, porque parto de que ambos tipos de proyectos tienen que 
convivir y que la derecha, la menos favorecida en mi valoración, también tiene aspectos 
positivos.  
Por otro lado, el resultado de la aplicación de esta definición a la realidad no debe ser 
sólo para distinguir a la izquierda de la derecha, sino también para establecer niveles dentro 
de cada uno de estos proyectos. Es decir, en la medida en la que un proyecto político se 
apegue más a la definición propuesta será calificado como más izquierdista, resultando de ello 
proyectos más izquierdistas y proyectos menos izquierdistas. Desde luego, esto no es nuevo. 
Este procedimiento ha sido normal dentro de la izquierda; por ejemplo, se suele aplicar 
cuando se distingue entre centro izquierda y extrema izquierda. Lo relativamente novedoso es 
el resultado de tal medición. Dado que algunas de las variables contempladas en nuestra 
definición no se han utilizado con frecuencia para distinguir a la izquierda, el resultado es 
distinto. Por ejemplo, el leninismo, en lugar de figurar como manifestación elevada de la 
izquierda, queda como una manifestación parcial de la misma, en tanto que la 
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socialdemocracia, vista con frecuencia como poco radical, resulta con la más elevada 
calificación.  
Por último, somos conscientes de que este planteamiento implica que la catalogación 
de una fuerza política puede cambiar de acuerdo con los términos de la comparación. Por 
ejemplo, el costarricense Partido Unidad Social Cristiana está más a la derecha que el también 
costarricense y socialdemócrata Partido de Liberación Nacional, pero en el aspecto político es 
más izquierdista que el castrismo. De forma parecida, se podría decir que, durante la Guerra 
Fría, la democracia cristiana de Alemania fue menos izquierdista que la socialdemocracia del 
mismo país, pero fue más izquierdista que el partido comunista soviético.  
 
 
Clasificación de las izquierdas latinoamericanas a partir de la definición anterior 
De acuerdo con las distintas manifestaciones de las variables consideradas en la definición de 
izquierda postulada en el apartado anterior (a las que se añade la del tipo de economía 
prevaleciente: privada, estatal, autogestionaria o mixta), se puede clasificar a las organizaciones 
de izquierda en Iberoamérica (y en el mundo) en cuatro tipos: socialdemocracia, autogestión, 
populismo y leninismo. Creemos que esta clasificación es pertinente en el aspecto cognitivo, 
pues permite abarcar todas las experiencias democráticas de la actualidad y dividirlas de 
acuerdo con aspectos medulares. También es útil en el terreno de la valoración, indispensable 
en política, pues permite establecer niveles de izquierdismo que llevan consigo cierta 
valoración. En este sentido, resulta que el tipo de izquierda más izquierdista es la 
socialdemocracia y el que menos, el leninismo. La socialdemocracia es el tipo más izquierdista 
porque saca puntuaciones elevadas en casi todos los aspectos considerados. En el leninismo las 
calificaciones en materia de igualdad son elevadas, en el terreno del desarrollo de las grandes 
mayorías se puede considerar intermedia (por lo menos, en algunos periodos de la historia de la 
URSS, pues en la China de Mao Zedong o en la República Popular Democrática de Corea la 
calificación de este aspecto sería muy baja), pero su calificación en lo político siempre es 
ínfima. La ubicación de la autogestión y el populismo es más discutible. No cabe duda que el 
proyecto autogestionario hace más énfasis en la igualdad que el populista, pero en materia de 
desarrollo de las grandes mayorías la comparación es imposible, pues el primero nunca ha 
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estado gobernando espacios amplios. En materia política, los procesos electorales son más 
democráticos en la autogestión, pero la tolerancia es mayor en el populismo.  
Veamos estos tipos de izquierda individualmente.  
En cuanto a la socialdemocracia, su concreción más clara es el Estado de bienestar o 
Estado social y democrático de derecho, que se expandió a partir de la crisis de 1929. Durante la 
Segunda Guerra Mundial se generalizó a todo el mundo industrializado no comunista. 
Actualmente, es el tipo de Estado que sigue rigiendo en estos países, pues la expansión de las 
políticas neoliberales no lo ha eliminado, como quizá pretendieron los defensores más extremos 
de esta ideología, sino que ha restringido su capacidad para distribuir riqueza y para mejorar los 
niveles de vida de las grandes mayorías. Más allá de sus diferencias (en unos casos la presencia 
del Estado y la igualdad socioeconómica ha sido mayor que en otros), las sociedades regidas 
por este tipo de Estado han sido las que han conjugado de la manera más plausible la igualdad, 
el desarrollo, la democracia y la preocupación ambiental. Por tanto, es la que cumple mejor con 
la definición establecida y la que, de acuerdo con ese mismo planteamiento, merece la 
calificación más alta. Este tipo de Estado distribuye la riqueza, pero también favorece la 
iniciativa privada, pues, entre otras cuestiones, genera impuestos (que distribuyen la riqueza) y 
empleos. En el Estado de bienestar no hay clientelismo, pues la política social es estatal 
(independiente de partidos políticos) y, por lo menos para los ciudadanos de los países 
correspondientes (los inmigrantes ilegales no necesariamente se benefician de ella), universal 
(esto es importante, pues el clientelismo no siempre favorece de manera individual sino grupal, 
si estás dentro de determinado grupo eres favorecido, si eres expulsado de él quedas sin 
favores), lo que excluye la posibilidad de intercambiar favores por votos.  
En relación con el leninismo, en general obtuvo éxitos en la distribución de la riqueza, 
pero su desempeño como impulsor del desarrollo fue muy desigual. El principal 
inconveniente, mostrado desde su origen, fue el autoritarismo, con sus claras manifestaciones 
en contra de las libertades civiles y los derechos políticos de las grandes mayorías. Por tanto, 
se le debe otorgar una calificación baja en su nivel de izquierdismo. También demostró, con 
el paso del tiempo, que su capacidad para generar desarrollo, incluso en los lugares donde 
más éxito tuvo al respecto, era menor que la del Estado de bienestar, debido en parte a su 
pretensión de estatizar la economía en la mayor medida posible, reprimiendo con saña no sólo 
la propiedad privada sino también la autogestionaria. En cuanto a la ecología ha estado 
siempre a la zaga de los planteamientos surgidos en el Estado de bienestar.  
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Aunque la autogestión no ha prevalecido en zonas relativamente amplias de 
Iberoamérica (ni del mundo en periodos mínimamente amplios), se puede suponer que su 
capacidad de generar riqueza es menor que el Estado de bienestar. Además, se puede afirmar 
que es menos tolerante que éste. Sin embargo, la autogestión es el proyecto de izquierda que 
sacaría las calificaciones más elevadas en relación tanto con la igualdad (al defender una 
sociedad sin clases y sin Estado) como con la participación. En cuanto a su relación con las 
otros tipos de izquierda, su gran dilema es si mantener su tradicional y radical antagonismo 
con cualquier tipo de Estado o plantearse alguna posibilidad de convivencia. Por mi parte, 
sostengo al respecto dos consideraciones. Por un lado, la segunda opción me parece que es la 
más conveniente y realista Por otro lado, por su mayor tolerancia, la socialdemicracia (y en 
segundo término el populismo) es el proyecto de izquierda dentro del que la autogestión tiene 
más posibilidades de sobrevivir e, incluso, expandirse, pese a sus obvias diferencias. De 
acuerdo con esta afirmación, la inclinación del mexicano Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional de ver al castrismo como posible aliado parece ignorar la fiereza con la que los 
leninismos de distinto signo reprimieron los movimientos autogestionarios (el propio Lenin 
protagonizó las primeras masacres en este sentido).  
El populismo es parecido a la socialdemocracia, aunque deja sin protección a 
segmentos importantes de la sociedad. En política socioeconómica se evidencia esta similitud: 
economía mixta, expansión de los servicios públicos de educación y salud (aunque de menor 
calidad y cobertura que en el Estado de bienestar), y distribución de la riqueza (también en 
menor proporción que en el Estado de bienestar). El populismo generó un Estado de bienestar 
parcial (con frecuencia el campesinado y el sector informal urbano han quedado fuera de los 
beneficios estatales) y menos intenso (los beneficiados lo fueron en menor medida que en el 
Estado de bienestar). En el aspecto político, el Estado populista cumple parcialmente con las 
normas democráticas. Al respecto uno de sus problemas más comunes es el clientelismo, que 
implica la subordinación política (rasgo autoritario al mermar la libertad del individuo) a 
cambio de favores económicos. El margen de este proceder aumenta cuanto mayor es la 
pobreza: un nivel amplio de pobreza implica muchas carencias y una institucionalización 
parcial de los servicios públicos, y en estas circunstancias el clientelismo cumple una función 
positiva (la de remediar, aunque sea parcialmente, alguna de tales carencias). Algunos 
ejemplos de prácticas típicamente populistas en Iberoamérica son los siguientes: no 
institucionalizar los favores estatales (los sandinistas nicaragüenses nunca dieron títulos de 
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propiedad a los campesinos beneficiados por la reforma agraria), permisividad o fomento de 
prácticas injustas que sólo pueden perpetuarse en situaciones de poca transparencia e 
ilegalidad (herencia del empleo en sindicatos, como el de la educación en México), expulsión 
(o amenaza de expulsión) del grupo de presión de pertenencia (en principio, sin filiación 
partidista obligatoria) por no seguir el comportamiento político exigido, así como prebendas 
no declaradas o impunidad de los líderes de estos mismos grupos de presión.  
A partir de la intensidad de la defensa de los derechos civiles, estos cuatro tipos de 
izquierda pueden aglutinarse en dos conjuntos: el intolerante y el tolerante (esta división 
también podría aplicarse a la derecha). En el escenario político, el grado de tolerancia de la 
izquierda se manifiesta ante otras organizaciones de izquierda y ante la derecha. La izquierda 
intolerante aspira a una sociedad homogénea (en el sentido de que no haya otras opciones 
políticas en competencia), mientras que la izquierda tolerante defiende la sociedad plural. Las 
izquierdas más intolerantes son, en sus versiones históricas más frecuentes, la leninista y la 
autogestionaria, pues se basan en modelos de sociedad en los que se pretende erradicar todos 
los comportamientos que no coinciden con el propio. Esto se percibe con claridad en relación 
con la propiedad de los medios de producción. De las dos izquierdas intolerantes, la que lo es 
en mayor medida es la leninista, que no sólo pretende erradicar toda propiedad no estatal (la 
única aceptada en los hechos) sino todo aquello que no coincida con los propios 
planteamientos en cualquier esfera de la vida. Por eso a esta izquierda le cuadra perfectamente 
el apelativo de totalitaria. La izquierda autogestionaria también ha tenido su dosis notable de 
intolerancia, aunque en menor grado que la leninista. Usualmente ha considerado que la única 
propiedad válida era la de los trabajadores, que cualquier forma de poder era negativa, que 
toda religión era alienadora, etcétera. Sin embargo, su intolerancia ha estado limitada por su 
propia forma de concebir el poder: cuando todas las decisiones se toman colectivamente entre 
pares no se puede llegar a los niveles de represión leninistas.  
Por el contrario, la socialdemocracia y la izquierda populista (también puede hablarse 
de un populismo de derecha) han defendido la pluralidad de la realidad. En cuanto a los tipos 
de propiedad, se sostiene la pertinencia de conjugar sus distintas expresiones (sobre todo, la 
estatal y la privada, pues respecto a la autogestionaria no han mostrado tanta sensibilidad). 
Esto se ha manifestado en planteamientos no clasistas (por lo menos, en la acepción más 
extrema del clasismo, que exigía la eliminación de una clase) y que tenían la pretensión de 
incentivar la convivencia más o menos armónica de las partes de la sociedad con distintos 
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intereses y proyectos. Esto se ha manifestado no sólo a través de la defensa de un sistema de 
partidos en competencia, sino también, en el caso de los populismos, al construir sistemas de 
partidos en los que si bien había un partido hegemónico, como el que imperó en México en la 
mayor parte del siglo XX, incluían en dicho partido casi único a una gran variedad de 
intereses, de formas de pensar y de actuar.  
Por supuesto, las autopercepciones de las izquierdas aquí catalogadas como 
intolerantes, son diferentes de las expuestas. Como suele suceder con los intolerantes, a sí 
mismos se ven como los puros, los radicales, en tanto que los tolerantes son vistos como 
tibios, moderados, débiles y convenencieros.  
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LA TENSIÓN ENTRE DEMOCRACIA Y DERECHOS HUMANOS 
 
 
 
Hoenir Sarthou Calzavara1 
 
 
Introducción 
El debate político contemporáneo está dominado por el concepto de derechos humanos. El 
discurso de los derechos, y en particular el de los derechos humanos, ha sustituido a las formas 
políticas de argumentación y de legitimación. Cada vez más, las reivindicaciones sociales y las 
decisiones políticas se fundan en derechos, individuales o colectivos, y no en argumentos de 
conveniencia social o interés general. 
Eso ha ensanchado el campo de los derechos humanos, en el que se distinguen hoy, según 
la reciente clasificación de Yamandú Acosta (Acosta, 2008: 105) no menos de cuatro 
generaciones de derechos: 1) los civiles y políticos; 2) los económicos y sociales; 3) los culturales 
(que comprenden especialmente el derecho a la diferencia); 4) los de la naturaleza (que, en 
palabras de Acosta, incluyen a los seres humanos en cuanto seres corporales naturales). Y hay 
autores que hablan de una quinta y una sexta generación de derechos. 
Curiosamente, este fenómeno coincide con un aparente auge mundial de la democracia, 
como concepción filosófica y como sistema político.  
La democracia y los derechos humanos se identifican tanto que suele mencionárselos 
indistintamente, como si fueran sinónimos. Otras veces se sustituye directamente a la palabra 
democracia por expresiones como la plena vigencia de los derechos humanos, situando así a 
la participación en las decisiones políticas apenas como un derecho humano más. 
A partir de los años 80, la doctrina de los derechos humanos ha ido independizándose del 
concepto de democracia, al que parece querer subsumir. Según Michael Ignatieff, los derechos 
humanos se han vuelto la nueva lengua franca del pensamiento moral global (Ignatieff, 2003: 
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191). En ciertos discursos asumen incluso el papel de ideología autosuficiente, con la que se 
pretende interpretar y reorganizar políticamente al mundo. 
Esa pretendida independencia e ideologización plantean problemas teóricos, para cuyo 
análisis debemos hacer previamente acuerdos terminológicos.  
 
 
Precisiones terminológicas 
Democracia y derechos humanos son términos ambiguos y polisémicos, por lo que conviene 
aclarar con qué sentido serán usados en este trabajo. 
Se usará democracia en su sentido etimológico de poder o gobierno del pueblo, 
limitándolo a la noción de soberanía popular y a la regla de las mayorías, enunciada por John 
Locke (1963: 120). Así que, salvo aclaración en contrario, la expresión democracia referirá al 
criterio por el que la soberanía y el poder de decisión en una sociedad o grupo humano son 
ejercidos por sus integrantes con base en la regla de las mayorías. Un sistema social o un grupo 
humano será considerado más o menos democrático según el mayor o menor grado en que 
sus decisiones y reglas reflejen el consenso o la voluntad mayoritaria de sus integrantes. Esta 
acepción no debe confundirse con el llamado sistema democrático, ni con la democracia 
representativa, ni con mecanismos procedimentales. Además es aplicable tanto a la comunidad 
nacional como a la internacional o a organizaciones de menor escala. 
En cuanto a derechos, se deslindarán los llamados fundamentales (equivalentes a los 
derechos humanos de primera generación, civiles y políticos, o básicos, en la 
categorización de Ronald Dworkin) de las otras generaciones de derechos. La expresión 
derechos fundamentales referirá entonces a los derechos básicos, generalmente establecidos en 
la constitución, en tanto la expresión derechos humanos referirá a todos los derechos humanos, 
al menos hasta los de cuarta generación. 
Se usará la expresión política para lo propio de la polis, y políticas públicas o 
medidas para referirse a las decisiones de gestión o administración 
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La falsedad histórica 
La pretensión de autosuficiencia de los derechos humanos respecto a la democracia es contradicha 
por el desarrollo histórico de ambos conceptos. 
Tras la antigüedad griega y romana, los primeros esbozos de reaparición de la democracia 
y las primeras exigencias de garantías individuales están ligados a la instalación de los 
parlamentos y a la creación y el cobro de impuestos.  
Waldo Ansaldi, siguiendo a Leo Kofler, sitúa esos antecedentes en los conceptos 
antiabsolutistas y garantistas, de inspiración feudal, desarrollados en la Inglaterra del siglo XIII, 
durante las luchas entre monarquía y aristocracia que concluirían con la aprobación de la Magna 
Charta Libertatum, más conocida como Carta Magna.  
La Carta Magna incluyó una disposición incompatible con el absolutismo, por la que el 
Rey quedaba obligado a obedecer las leyes del Reino al igual que el resto de los súbditos 
(Ansaldi, 1986: 2). El criterio de la supremacía de la ley por sobre las personas y las instituciones, 
recogido por Antonio Martino en Il governo delle leggi, es hoy esencial en la teoría del sistema 
democrático de gobierno (Martino, 2004: 96). Pero fue en el siglo XVII, y también en Inglaterra, 
donde nacieron algunas de las ideas que caracterizarían al pensamiento político de la Ilustración y 
a las revoluciones inspiradas en él. 
El siglo XVII inglés estuvo pautado por los enfrentamientos entre Rey y Parlamento. La 
monarquía, filosóficamente absolutista, se enfrentaba con una nueva concepción filosófico-
política: el contractualismo, basado en la cual el Parlamento exigía poder y prerrogativas, 
declarándose representante de la nación y poniendo en juego nada menos que el concepto de 
soberanía. 
La del contractualismo es una paradoja. Lanzada por Thomas Hobbes para justificar el 
poder autoritario del Rey, la teoría contractualista terminó mellando los fundamentos del 
absolutismo. Despojado de legitimación divina y fundado en la voluntad de las personas, el poder 
monárquico se volvió vulnerable, aunque Hobbes pretendiera lo contrario. Por eso Pablo Da 
Silveira lo ha llamado el peor amigo del poder absoluto (Da Silveira, 2000: 153).  
Recuerda Ansaldi que durante el siglo XVII se aprobaron en Inglaterra  la Petición de 
Derechos en 1628, el Habeas Corpus Act, en 1679, y la Bill of Rights en 1689, culminando 
el proceso de la Revolución Gloriosa de 1688, por la que el Parlamento se impuso sobre el 
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poder monárquico (Ansaldi, 1986: 3). Aunque, en forma muy inglesa, burguesía, aristocracia y 
monarquía se las arreglaran para convivir hasta nuestros días. 
Una lectura derechohumanista, de la que parece participar Ansaldi, suele olvidar que, al 
tiempo que constituían precarias garantías individuales, generalmente estamentarias, estos 
acuerdos históricos establecían principios esenciales para la concepción democrática. Así, en 1296 
el Rey Eduardo I suscribió un agregado a la Carta Magna por el que concedió a las asambleas 
corporativas (antecedentes del Parlamento) el derecho a fijar impuestos. La Bill of Rights 
estableció que sólo podrían recabarse impuestos y crearse ejércitos con autorización del 
Parlamento, al que se consideraba representante de la nación y la elección de cuyos miembros 
debía ser libre.  
Los conceptos de representación y de libre elección son sintomáticos, porque 
implican la noción contractualista de que la soberanía radica en la Nación, de quien los 
representantes reciben el poder. La Nación, sujeto plural y ambiguo, era un peligroso 
preanuncio de la idea revolucionaria y democrática de ciudadanía. 
Un siglo después, la Francia revolucionaria aprueba la Declaración de derechos del 
hombre y del ciudadano. Pese a su nombre, constan en ella los principios esenciales del sistema 
democrático. Así, la realizan Los representantes del pueblo francés constituidos en Asamblea 
nacional. El artículo tercero afirma: toda soberanía reside esencialmente en la Nación y 
ningún cuerpo, ningún individuo, puede ejercer una autoridad que no emane de ella. El artículo 
sexto establece: La ley es expresión de la voluntad general y todos los ciudadanos tienen 
derecho a contribuir a su elaboración, directamente o por medio de sus representantes. 
Detrás de esa declaración está la experiencia de dos revoluciones, la inglesa y la 
norteamericana, y una monumental obra intelectual contractualista. Están Hobbes y su impensada 
destrucción del absolutismo, Locke, con la ley de las mayorías y el derecho de resistencia a la 
opresión, Rousseau, con la voluntad general y su derrotado rechazo a la idea de representación, 
Montesquieu, con la separación de poderes y el sometimiento de los jueces a la ley, está la 
Ilustración y un pensamiento que desde hace poco más de dos siglos ha cambiado y sigue 
cambiando al mundo. 
Con criterios actuales, esos antecedentes no serían considerados democráticos. La 
democracia griega excluía a las mujeres y a los esclavos; la revolución inglesa mantuvo a la 
monarquía y a la cámara de los lores; la francesa no concedió ciudadanía plena a las mujeres ni a 
los carentes de bienes. Pero esos antecedentes incorporaron dos conceptos fundamentales: 1) que 
Hoenir Sarthou Calzavara  ☼  La tensión entre democracia... 
 
 41
la soberanía pertenece a un colectivo de iguales, aunque el colectivo pueda ser restringido; 2) que 
ese colectivo puede autogobernarse. 
La doctrina de los derechos y el feminismo condenan a esos antecedentes históricos por 
mantener situaciones de exclusión. Pero la condena puede ser injusta por anacrónica. 
La democracia implica siempre un adentro y un afuera, un ámbito donde se decide y 
un exterior (no sólo territorial) que, para bien o para mal, permanece al margen.  
Hoy se excluye de los sistemas políticos nacionales a los inmigrantes extranjeros (aunque 
las decisiones a tomarse los alcancen) y, en los hechos, a ciudadanos que carecen de los medios 
materiales y culturales para participar. Asimismo, la integración del Consejo de Seguridad de la 
ONU excluye de las grandes decisiones del sistema político internacional a muchos millones de 
personas.  
La existencia de un adentro y un afuera es inherente a cualquier sistema político. Por 
eso, un proceso histórico no puede ser juzgado por la existencia de excluidos. Es el carácter 
inclusivo, la incorporación consciente al ámbito decisorio de sujetos antes excluidos, lo que indica 
el carácter democratizador del proceso. En ese sentido, la revolución inglesa, la norteamericana y 
la francesa, así como las latinoamericanas independentistas, fueron de hondo carácter 
democratizador. 
Este paneo histórico indica que las nociones de democracia y derechos fundamentales 
crecieron juntas, de un mismo proceso revolucionario. Como concluye Habermas, es difícil e 
inútil concebirlas por separado. Conforman un sistema, y cada una de ellas, sin la otra, no tiene 
sentido (Habermas, 2005: 392). Ocurre, tal vez, que la noción de derechos es más simple e 
inocente que la de democracia. Por eso se la percibe y se la recuerda más y mejor.  
 
 
El mal gusto democrático 
La democracia es una idea peligrosa. Implica que millones de individuos no capacitados 
propongan destinos colectivos, rebatan los propuestos por otros y en definitiva decidan. 
Esto tiene un aspecto decepcionante y otro prometedor. Si se pretenden estrategias sutiles 
o apuestas a largo plazo, la democracia suele ser decepcionante. Las mayorías difícilmente tienen 
los conocimientos suficientes para ser sutiles ni la paciencia para ser visionarias. Sin embargo, 
compensan esa carencia por la multiplicación de su capacidad de propuesta. Millones de 
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individuos, sin jerarquías estamentarias que los entorpezcan, son una potencialidad prometedora. 
Es muy difícil que de esa variedad no surjan ideas y praxis brillantes. Aunque, claro, como todo 
sistema que trabaja en base a aciertos y errores, la democracia aplasta a veces cosas maravillosas e 
impulsa otras veces cosas tontas, brutales o repudiables. No siempre es fácil saber, en un primer 
momento, ante cuál de esas cosas nos encontramos. 
Esa riqueza, esa falta de sutileza, esa capacidad de desbaratar delicadezas y sustituirlas por 
mediocridades o por genialidades insospechadas, esa tendencia a promediar, esa resistencia al 
cambio y esa tendencia a cambiar por cambiar, suelen asustar a muchos espíritus razonables. Por 
eso la democracia en sentido sustancial no es una idea muy popular, aunque, como es el 
signo de los tiempos, muy poca gente se atreva a decirlo. ¿Para qué? Si se la puede limitar con el 
apellido, creer en la democracia representativa, en la democracia con plena vigencia de los 
derechos humanos, en la democracia liberal, en la democracia parlamentaria. El apellido no 
importa. Todos buscan disimular el vértigo de la incertidumbre y en particular el gusto agreste de 
la regla de las mayorías. Todos ponen vallas entre la voluntad mayoritaria y el poder. Porque la 
democracia en estado puro es un concepto esencialmente revolucionario. Como señala Claude 
Lefort, posee una lógica contrapuesta a la del capitalismo (Lefort, 1993: 146). Pero sucesivas 
imposiciones y transacciones sociales la han domesticado mediante los derechos (propiedad, 
orden), el instituto de la representación y el parlamento. Para el orden establecido, la democracia 
es natural y potencialmente revolucionaria, en tanto los derechos limitan, adjudican y estabilizan.  
Es cierto que la regla de las mayorías ha legitimado en la historia cosas terribles. ¿Eso la 
invalida? Seguramente no. Juzgar a la democracia por sus resultados conlleva una petición de 
principio. La democracia implica convenir que no existe, en términos políticos, un criterio 
absoluto de verdad. Lo socialmente verdadero, lo que debe hacerse, es lo que la mayoría quiere. 
Se dirá que los derechos, tanto fundamentales como humanos, establecen límites y parámetros 
últimos de verdad o de corrección. Pero incluso los derechos fundamentales son una 
construcción política de sucesivas mayorías, a la que por interés colectivo se acuerda dar cierta 
fijeza en el tiempo. En última instancia, ¿quién establece legítimamente los contenidos de los 
derechos sino la voluntad política de las mayorías? Por eso la democracia no puede fundarse 
filosóficamente en los derechos humanos ni quedar subsumida en ellos. Sería negar su naturaleza 
y también la procedencia histórica de los derechos. 
Desde hace tiempo, en un nuevo empuje autonomista, se maneja la idea de que los 
derechos humanos son reconocidos no creados (en general esta tesis implica cierto 
Hoenir Sarthou Calzavara  ☼  La tensión entre democracia... 
 
 43
jusnaturalismo) por la conciencia jurídica internacional o de la humanidad y se expresan en 
convenios y otros documentos internacionales, cuando no directamente en la costumbre jurídica 
internacional. 
Owen Fiss formula a esa tesis la llamada objeción democrática, señalando la ausencia, 
tras el pretendido derecho internacional de los derechos humanos, de un demos real capaz de 
legitimarlo (Fiss, s.f.: 15 y 16). Dado el carácter poco democrático de los organismos políticos 
internacionales, la objeción es difícil de levantar. 
La objeción democrática, más allá de interesantes respuestas comunitaristas, podría 
inducir a reconsiderar con interés al derecho constitucional, por ser el instrumento jurídico capaz 
de aunar un fuerte consenso o legitimidad democrática y la consagración de derechos con cierto 
margen de distancia de los avatares políticos. 
En el sistema democrático la fuente es siempre la voluntad mayoritaria. A lo sumo puede 
esperarse que la dilación en el tiempo, entre el momento de fijar los derechos fundamentales en la 
constitución  y el momento en que los mismos tengan que hacerse valer ante un conflicto, permita 
la objetividad y el distanciamiento que no existirían si esos derechos debieran definirse en el 
momento mismo del conflicto.  
Desde una perspectiva democrática, no existe otra alternativa. Cualquier parámetro moral 
o jurídico ajeno al sistema democrático no resiste la crítica de un razonamiento democrático 
radical. A la larga, siempre es la voluntad mayoritaria (política) la que impera. No hay otras reglas 
ni otros límites que los que nosotros mismos construimos. Tal vez la democracia sea la cara 
política de nuestra incertidumbre existencial.  
 
 
¿Política o derechos? 
Este trabajo parte de la base de que existe una relación potencialmente conflictiva, a la vez 
contradictoria y complementaria, entre la noción de democracia y la de derechos, tanto 
fundamentales como humanos.  
Puede ser interesante intentar una distinción más afinada entre derechos fundamentales y 
derechos humanos. Está claro que los primeros son en general más antiguos. Pero la clave no está 
en la antigüedad sino en los debates públicos que condensan unos y otros. Cuando se invoca el 
derecho a la libre expresión, sin decirlo, se están invocando siglos de historia y de discusiones. Se 
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invocan los orígenes del racionalismo, a Erasmo de Rótterdam, a Descartes, las luchas contra la 
Inquisición, las polémicas de Voltaire, la Revolución Francesa. Hay siglos de debates 
condensados en las pocas palabras de cada derecho fundamental. Por eso, cuando un interlocutor 
siente que se invoca contra él uno de esos derechos, piensa muy bien lo que va a decir a 
continuación. Los derechos son eso: condensación de siglos de vida política de la humanidad. Por 
eso, ¿podemos sin más proclamar todos los días nuevos derechos salteándonos los debates que 
deberían consagrarlos como tales? 
Sin embargo, existen varias hipótesis en que la relación entre democracia y derechos no es 
conflictiva.  
Desde luego, no es conflictiva cuando un poder democrático garantiza los derechos y 
aspiraciones de todas las personas. Tampoco lo es cuando un poder no democrático priva de sus 
derechos y aspiraciones a todas las personas. En este caso, el poder ilegítimo podrá ser objetado y 
combatido, tanto desde el punto de vista democrático como desde el de los derechos.  
Tampoco es esencialmente conflictiva, aunque lo parezca, cuando un poder democrático 
no logra garantizar los derechos y aspiraciones de la mayoría de las personas. La solución a esa 
situación es política. Algo se estará haciendo mal si la mayoría está insatisfecha. Entonces pasará 
una de dos cosas: o las políticas públicas cambiarán para satisfacer a las mayorías, o el poder 
dejará de ser democrático. 
Una situación más delicada se produce cuando un poder no democrático viola los 
derechos y aspiraciones de ciertas minorías. Si bien suele ocurrir que la violación de esos 
derechos y aspiraciones sea usada por las mayorías como un argumento contra el poder, puede 
ocurrir (de hecho ha ocurrido) que las mayorías, aun discrepando con el poder en otras temas, 
aprueben la medida discriminatoria. Pero se trata entonces de una política pública con apoyo 
mayoritario, lo que la subsume en la hipótesis que sigue.  
El conflicto el verdadero conflicto se plantea cuando un poder democrático, es decir 
mayoritario, priva de sus derechos y aspiraciones a una minoría. Este es el punto ciego de la teoría 
democrática, que hace indispensables los derechos fundamentales para no ingresar en una lógica 
de linchamiento. 
Esta situación está lejos de ser un caso de laboratorio. La lógica del linchamiento fue 
aplicada (con fuerte apoyo popular) por el régimen nazi contra varias minorías raciales y políticas. 
Después fue aplicada por muchas democracias latinoamericanas en los años 80, al salir de las 
dictaduras militares.  
Hoenir Sarthou Calzavara  ☼  La tensión entre democracia... 
 
 45
El problema se planteó cuando, tras arduas negociaciones con dirigentes políticos, los 
regímenes militares accedieron a convocar a elecciones y a entregar el gobierno. En el curso de 
las negociaciones, con o sin razón, los militares parecen haber entendido que, si entregaban el 
gobierno, no serían juzgados ni castigados por los crímenes cometidos en dictadura. Luego, 
instalado el sistema democrático, las víctimas o sus familiares denunciaron judicialmente a los 
militares, que se negaron a ir a juicio amenazando con rupturas institucionales. Eso creó 
verdaderos dilemas institucionales a gobiernos débiles y con poca legitimidad. Dilemas que se 
resolvieron mediante leyes que dispusieron la impunidad militar. Obediencia debida y 
Caducidad de la pretensión punitiva del Estado fueron eufemismos para la decisión mayoritaria 
de ignorar derechos fundamentales de una minoría. El caso de Uruguay es paradigmático. A 
mediados de los 80, la Ley de caducidad de la pretensión punitiva del Estado consagró la 
impunidad de los militares responsables de crímenes. Fue sometida a referéndum y resultó 
confirmada por un 60% de los votos. Aunque se aprobó y se sometió a referéndum en condiciones 
ilegítimas, bajo presión militar y amenaza de ruptura institucional, hasta el día de hoy esa ley 
niega derechos fundamentales de unos pocos cientos o a lo sumo miles de personas. El actual 
gobierno, pese a su alta popularidad y a que muchos de sus dirigentes fueron encarcelados y 
torturados durante la dictadura, se niega a anularla. Algunos familiares de las víctimas promueven 
una reforma constitucional para anular la ley y lograr el esclarecimiento de la muerte de sus 
parientes y la ubicación de sus restos.  
¿Qué solución tiene un caso de este tipo? ¿Qué debe primar? ¿Un pronunciamiento 
supuestamente democrático, o los derechos fundamentales? ¿Qué ocurre cuando la mayoría de 
una comunidad considera que su seguridad o su comodidad son más importantes que los derechos 
fundamentales de unos pocos ciudadanos? 
Este caso es sólo un ejemplo. Hay otros. En las cárceles uruguayas se violan 
sistemáticamente los derechos fundamentales, la situación en los hospitales psiquiátricos públicos, 
en muchos centros de internación para menores de edad y en los asilos de ancianos es terrible, sin 
embargo, la situación de esas minorías (delincuentes, dementes, menores abandonados, ancianos 
pobres) no genera indignación ni políticas públicas consecuentes con su corrección. Generan, sí, 
normas declarativas que reiteran, con la terminología de moda, lo que está escrito en la 
Constitución desde hace cien años. Por ejemplo: En ningún caso se permitirá que las cárceles 
sirvan para mortificar, y sí solo para asegurar a los procesados y penados, persiguiendo su 
reeducación, la aptitud para el trabajo y la profilaxis del delito (art. 26). 
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El problema se plantea cuando las mayorías no están dispuestas a hacer respetar los 
derechos fundamentales de ciertas minorías. Ahí la regla de las mayorías no ofrece respuesta y 
surge la lógica de los linchamientos: una mayoría dispuesta a hacerle pagar a una minoría 
indefensa el precio del miedo, la comodidad o la codicia colectivas.  
¿Existe alguna solución? 
La docrina de los derechos humanos ha buscado una salida en el derecho internacional de 
los derechos humanos y en el jus cogens. En teoría, los tratados internacionales que establecen 
o reconocen derechos humanos deberían ser aplicables directamente como derecho interno 
de cada país. Sin embargo, con el derecho internacional ocurre lo que con algunas normas 
declarativas de derecho interno. No tienen fuerza. No pesan en la conciencia política y jurídica de 
la población. Cuando una comunidad está resuelta a ignorar su constitución y a perjudicar a sus 
compatriotas y vecinos, ¿por qué habría de detenerse ante un convenio firmado por algún 
diplomático desconocido en una ciudad remota? Es un problema del derecho internacional actual. 
Como señala Owen Fiss, carece de legitimidad democrática. Es desconocido y poco sentido por la 
población. Algo cambió con las cortes y comisiones internacionales de justicia, pero el cambio es 
más bien a nivel de los gobiernos, que temen la condena internacional. A nivel popular, evitar la 
lógica de los linchamientos requiere instrumentos jurídicos más directos y sentidos, más 
participativamente democráticos. Por eso el papel de la constitución es clave y tal vez debería ser 
estudiado y revalorizado. 
La receta es vieja: derechos fundamentales claros, establecidos de antemano y por 
decisión mayoritaria para garantía de las minorías. Con un poco de suerte, esos derechos pueden 
establecerse bajo una especie de velo de ignorancia rawlsiano, por el hecho de que, a veces, con 
el transcurso del tiempo, no puede saberse a quién le tocará desempeñar el papel de minoría y 
tener que invocar la garantía constitucional. Paradójicamente, la democracia, como sistema 
político, necesita un corazón o núcleo relativamente no democrático, en el sentido de no sometido 
a la voluntad circunstancial de las mayorías. Eso y un sistema judicial firme e independiente del 
poder es lo único que puede interponerse ante los linchamientos.  
Para Ronald Dworkin, los derechos son límites a la voluntad política de la sociedad. Dicho 
con sus palabras: triunfos políticos en manos de los individuos, que tienen derechos cuando 
por alguna razón, una meta colectiva no es justificación suficiente para negarles lo que, en cuanto 
individuos, desean tener o  hacer, o cuando no justifica suficientemente que se les imponga alguna 
pérdida o perjuicio (Dworkin, 2002: 37). Para Dworkin, el derecho no puede ser neutral: Debe 
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enunciar, en su mayor parte, la opinión que tiene la mayoría de lo que es el bien común. La 
institución de los derechos es, por consiguiente, crucial, porque representa la promesa que la 
mayoría le hace a las minorías de que la dignidad y la igualdad de éstas serán respetadas 
(Dworkin, 2002: 303).  
Esta concepción del derecho como garantía contramayoritaria, cara a la tradición 
constitucional norteamericana,  nos resulta a los latinoamericanos a la vez atractiva y extraña, 
dado que en nuestros países la tradición del sistema jurídico y del judicial suele no ser tan clara ni 
tan independiente del poder político.  
El problema último del sistema democrático está en que, cuando las mayorías están 
decididas a no respetar un derecho, todas las normas pueden ser olvidadas, derogadas o 
incumplidas. Eso nos pone frente a frente, otra vez, ante la potencial peligrosidad de la 
democracia, cuyos límites últimos son siempre políticos y, en definitiva, culturales.  
En síntesis, la existencia misma de la democracia como sistema político descansa en la 
decisión colectiva y anticipada de sustraer convencionalmente a la voluntad de futuras y aleatorias 
mayorías un área de la vida en común: los derechos fundamentales, sin los cuales no son posibles 
ni la vida individual ni la democracia como sistema. 
El origen de ese núcleo relativamente no democrático ha dado pie a uno de los debates 
jurídicos más encarnizados del siglo XX. ¿Existen esos derechos en alguna voluntad divina, o en la 
razón humana, o en la naturaleza de las cosas, antes y con independencia de ser recogidos por el 
texto constitucional? ¿O existen porque un acuerdo político (consensual o mayoritario) decidió 
incluirlos en la constitución y se comprometió a no modificarlos salvo por un procedimiento 
excepcional?  
En otras palabras, ¿los jefes nazis juzgados en Nuremberg eran culpables de crímenes 
contra la humanidad no previstos en ningún código, o sencillamente fueron juzgados conforme al 
derecho de los vencedores? Ese es el asunto que jusnaturalismo y positivismo jurídico no han 
terminado nunca de debatir. 
¿Es tan terrible asumir que la democracia y sus derechos operan siempre dentro de ciertos 
límites -territoriales, culturales, sociales, políticos- y que fuera de ellos sólo cabe el mutuo respeto, 
la indiferencia, o la guerra y sus consecuencias? ¿Este relativismo jurídico tiene respuestas para 
un mundo puesto en peligro por el desarrollo científico, técnico y económico? El tema forma 
parte sin duda de la provocadora interrogante que Yamandú Acosta abre bajo el nombre de 
crítica de la razón democráctica (Acosta, 2008: 242). 
Democracia: ideas y prácticas 
 48
Democracia, emancipación y derechos 
Hasta aquí se ha evitado darle al término democracia cualquier connotación positiva a priori. La 
idea de que la democracia implica un clima de racionalidad, buenos modales, respeto, buen gusto, 
cultura (un clima familiar y grato para las capas medias, en suma) es, además de irreal, muy poco 
democrática. Apenas una versión descafeinada de la democracia real. Puede ser el clima en el que 
nos gustaría vivir a muchos de quienes escribimos sobre democracia, pero por cierto no es el que 
resultaría de la expresión democrática de la mayor parte de la población latinoamericana. 
Expresión que, si se produjera, difícilmente se parecería al fascinante debate público racional en 
procura de consensos del que nos habla Habermas.  
¿No vivimos en sociedades democráticas, entonces? 
Si democracia es emitir el voto para elegir un gobierno, podrá decirse que existe en varios 
países latinoamericanos. Pero, si por democracia entendemos instituciones inteligibles, hechas a la 
medida de las personas que deben regirse por ellas, si aspiramos a la participación real en las 
decisiones colectivas, habrá que concluir que vivimos bajo una fachada democrática, 
sustancialmente muy poco democrática. 
Cabe preguntarse cómo ha incidido el ensanchamiento del concepto de derechos humanos 
en los procesos políticos de América Latina. 
Los derechos implican una limitación de la política. Es correcto que así sea, pero donde se 
proclama la existencia de un derecho absoluto cesan el debate y la negociación. Su invocación 
hace innecesario demostrar la conveniencia social o el interés general de lo que se reclama. Es un 
derecho fundamental o humano, y punto.  
El hiperdesarrollo de los derechos humanos ha causado cambios profundos en la praxis de 
los movimientos emancipatorios latinoamericanos. Hasta principios de los años 70 del siglo 
pasado, esos movimientos (esencialmente organizaciones sindicales y estudiantiles) se inspiraban 
en la tradición marxista. Las reivindicaciones obreras y universitarias se inscribían en una causa 
histórica mayor, la revolución proletaria y la construcción del socialismo, por lo que no eran un 
fin en sí mismas sino un jalón en la lucha por el socialismo, que, ya fuera por vanguardización 
leninista o por hegemonía gramsciana, comprendía a toda la humanidad. 
Las dictaduras impidieron percibir en Latinoamérica la caída de los grandes relatos, que 
arrastraría también al sueño revolucionario. A mediados de los años 80, el discurso de los 
derechos humanos ingresó con fuerza en Latinoamérica, al principio ligado a la denuncia de los 
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crímenes cometidos por los regímenes militares, pero rápidamente pasó a alentar a organizaciones 
feministas, movimientos de lucha por la igualdad racial o sexual y organizaciones ecologistas. Los 
escenarios de luchas políticas y sociales se vieron invadidos por declaraciones de derechos y por 
las ONG que financiaban y asesoraban a los diversos movimientos sociales portadores de derechos.   
Sería interesante determinar cuánto ha incidido la doctrina de los derechos humanos en el 
desarrollo de reflejos corporativistas en las organizaciones sociales. Es que, mientras que el 
discurso político debe demostrar que sus reivindicaciones son socialmente convenientes, el 
discurso de los derechos es autosuficiente, se cierra en sí mismo y se demuestra por sí mismo. Los 
derechos  una vez considerados tales no se discuten, ni se demuestran, ni se negocian. Se 
reclaman o, directamente, se ejercen.  
¿Pueden los movimientos emancipatorios seguir proclamando nuevas generaciones de 
derechos humanos y nuevos derechos sectoriales, de las mujeres, los homosexuales, los pacientes 
con tal enfermedad, del medio ambiente? ¿Qué margen quedará para un proyecto emancipatorio 
común y para la política, entendida como debate, contienda y negociación de ideas e intereses con 
aspiraciones de generalidad, si cada vez más áreas de la vida social están obturadas por 
declaraciones de derechos absolutos?  
 
 
Adentro y afuera 
Como vimos, la democracia implica siempre un adentro y un afuera. Adentro están los 
seres humanos, los ciudadanos del país, los socios del club, los miembros del grupo. Afuera, 
para empezar, está todo lo no humano (la democracia y el derecho recién comienzan a pensar 
en ciertos hibridos, por usar términos de Bruno Latour) (Latour, 2007: 84), afuera están también 
los extranjeros, los extraños, los no socios, los no incluidos.  
Dediquemos una mirada al afuera de nuestras democracias, empezando por admitir 
una idea cardinal: a quien no participa en el debate y en la decisión democrática, no deberían 
imponérsele las conclusiones. 
Esta idea levanta resistencias en muchos demócratas de buen gusto, sobre todo si el tema 
son los derechos humanos. Es decir, nadie piensa en cobrarles impuestos a la renta o en procesar 
por atentado al pudor a los aborígenes australianos que andan desnudos y beben agua de una 
cáscara de huevo enterrada. Pero, si se trata del uso obligatorio del velo para una mujer 
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musulmana, la cosa cambia. Y ni hablar si se trata de la ablación del clítoris a una niña africana, o 
de inmolarse convertido en bomba humana en la guerra santa, o de presenciar impertérrito 
como mueren niños de hambre pensando que están purgando algún karma de encarnaciones 
pasadas. 
Planteados estos asuntos (he hecho esta experiencia en realidad, con gente a la que aprecio 
y respeto), muchos demócratas de buen gusto, personas de amplio criterio y con formación 
terciaria, manifestaron con desagrado que la pregunta traspasaba sus límites. Porque un límite 
tiene que haber, dijeron. ¡No me embromes, a la pobre chiquilina le amputan el clítoris, la 
mutilan sexualmente para toda la vida, qué horror!, casi gritó una amiga que tiene título de 
postgrado. Intenté decirle que la ciencia occidental trepanó cráneos y amputó millones de 
amígdalas sin necesidad, pero ella no quiso oír. 
Aunque en el curso del experimento evité demostrarlo, también me causan escalofríos 
ciertas costumbres y convicciones ajenas. Pero eso sólo prueba que integro la misma cultura que 
mis interlocutores.  
¿Los derechos humanos tienen validez universal, como pretenden sus entusiastas? Si es 
así, ¿quién establece sus contenidos? ¿No es sospechoso que las declaraciones universales se 
parezcan tanto a la cosmovisión europea?  
En cada cultura hay costumbres y valores que repugnan a las otras culturas pero que 
cuentan con honda y tal vez democrática aceptación en su propio ámbito de influencia. ¿Qué nos 
autoriza a suponer que la escala de valores y la estética occidental pueden ser medida universal? 
¿No estaremos condenados por nuestra cultura a desconocer ciertas sublimidades de la meditación 
oriental? ¿Por qué está mal obligar a las mujeres musulmanas a usar velo en el desierto y no lo 
está obligar a las occidentales a usar soutien en la playa? ¿Nuestra cultura, con su 
contaminación industrial, sus armas y religiones castradoras, no causa mutilaciones espirituales y 
físicas tan graves como la ablación del clítoris? ¿Qué grado de diferencia estamos dispuestos a 
respetar? ¿El que no nos moleste, el que sólo sea pintoresco, el que no nos cuestione? 
Queda, para terminar, un tema enorme. ¿Puede obligarse a una cultura a adoptar la 
democracia?  Hay otras formas de organización (teocráticas, racionalistas, etc.) ontológicamente 
tan válidas y tan discutibles como la democracia. Paradójicamente, puede haber consenso en vivir 
sin democracia. ¿Qué hacer ante eso? 
Estas preguntas serían teóricas si no estuvieran en curso proyectos de dominación global, 
para los que, como señala Zygmunt Bauman en La sociedad sitiada, las autonomías locales 
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pueden ser un obstáculo. Todo sería teórico e inocente si los derechos humanos y las formas 
democráticas no se usaran para legitimar invasiones, intervenciones y agresiones. Conocido ese 
dato, cabe preguntarse qué papel real juegan nuestras grandes ideas. 
Alain Badiou, por ejemplo, aun siendo europeo, niega que la idea de hombre (ser 
humano), escindido en víctima y benefactor humanitario, manejada por la ideología de los 
derechos humanos, dé cuenta de la radical e inmortal singularidad del fenómeno humano 
(Badiou, 1994). 
El hecho de que una cultura esté afuera de nuestro sistema democrático y de nuestros 
derechos humanos, de que no comparta nuestra visión del mundo ni nuestra concepción de lo 
humano, ¿justifica negarle el derecho a autodeterminarse? ¿Debemos imponerle nuestras 
convicciones democráticas y nuestra idea de lo humano y de sus derechos?  
¿La democracia no es esencialmente incertidumbre y diversidad en debate? 
 
 
Conclusión 
El desarrollo de sucesivas generaciones de derechos humanos hasta abarcar casi todas las áreas de 
la vida social, su invocación como línea argumental casi excluyente en las luchas y debates 
sociales y políticos, y cierta pretensión de autosuficiencia ideológica respecto de la concepción 
política democrática, son las preocupaciones que motivaron este trabajo.  
Si la política (en el sentido de propio de la polis) es el campo de la creación y 
confrontación ideológico-filosófica, del debate racional-instrumental y de la negociación material, 
y si los derechos, en el sentido fuerte de la expresión, son un límite a la política en general y a la 
política democrática en particular, la colonización de la política por los derechos humanos puede 
ser un factor de empobrecimiento, de irracionalización y de estancamiento de la vida social.  
Al mismo tiempo, la idea de que los derechos humanos (categoría jurídica y política de las 
sociedades occidentales, capitalistas y desarrolladas) pueden o deben ser elevados a categoría 
jurídica y política universal, además de ser potencialmente funcional a proyectos de dominación 
global, contiene una carga de intolerancia y de violencia de la que todavía no somos plenamente 
conscientes.  
Si esas preocupaciones y esas inquietantes posibilidades hubieran quedado medianamente 
expresadas, las pretensiones de este trabajo estarían cumplidas. 
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LA DEMOCRACIA LATINOAMERICANA 
ENTRE EL ESTADO Y LO POLÍTICO 
 
 
 
Paola Gramaglia1 
 
 
Es cierto que nuestra condición latinoamericana no nos libera de lo que David Harvey 
denomina condición posmoderna, en cuanto participamos de los efectos de la acumulación 
flexible del capital, la fragmentación y dispersión de la producción económica, la hegemonía del 
sistema financiero, la rotación extrema de la mano de obra, la exclusión social económica y 
política (Harvey, 1996). Todo esto como un innegable cambio en los modos de ser de los 
humanos, cuestión que desde Latinoamérica, nos determina ser parte de un mundo globalizado.  
Desde otras perspectivas críticas, o si se quiere más radicalizadas, sostienen con 
algunas diferencias en la determinación de la periodización de la modernidad pero coinciden 
en señalar la importancia de afirmar una historia concebida en tiempos largos. En los cuales 
las determinaciones periódicas de occidental, modernidad y renacimiento son reinterpretadas 
en una historia mundial, descentrando la historia de lo europeo. Los países centrales 
proclaman la posmodernidad como un acabamiento de su propio tiempo histórico mientras en 
los países de la periferia rediscutimos los términos de validez de la misma modernidad.2 
Para algunos de estos autores, la mundialización es un fenómeno tan antiguo como la 
humanidad. Sin embargo, en las antiguas sociedades esta ofrecía realmente oportunidades para las 
regiones menos avanzadas de alcanzar a las demás. Por el contrario la mundialización moderna, 
asociada necesariamente al capitalismo, es polarizante por naturaleza afirma Amin, es decir que la 
lógica de expansión mundial del capitalismo produce en sí misma una desigualdad creciente entre 
los socios del sistema (Amin, 2008). 
                                                 
1 Facultad de Filosofía y Humanidades, Universidad Nacional de Córdoba, Córdoba, Argentina. Correo 
electrónico: paologramaglia@yahoo.com.ar. 
2 Se podría mencionar a varios autores que han trabajado en esta dirección, tales como Arrighi (1994), Bairoch 
(1994), Braudel (1979), Wallerstein (1989), Enrique Dussel (1994), Gunther Frank (1978). Samir Amin es 
actualmente director del Foro del Tercer Mundo, una asociación internacional con sede en Dakar, formada por 
intelectuales de África, Asia y América Latina, y destinada a fortalecer los esfuerzos intelectuales y los lazos 
entre los países del Tercer Mundo. 
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Acosta es bien preciso al distinguir el fenómeno de la globalización con el globalismo, el 
cual somete la perspectiva del fenómeno a una interpretación reductiva de los efectos 
abrumadores del capitalismo económico. La lectura del globalismo totaliza la globalización 
económica, especialmente porque reduce todos los niveles de la globalización a la misma, y 
fundamentalmente, porque niega la política. La lectura del anti-globalismo no desconoce la 
relevancia de la globalización económica, pero no acepta su totalización (Acosta, 2005: 31). 
En otros espacios teóricos, el objeto social de las investigaciones en las últimas décadas 
emerge especialmente en la producción sociológica y antropológica la cuestión de la diferencia 
como el modo de explicación de grupos culturales al interior de las sociedades actuales. 
Considero fructífero para los análisis de Latinoamérica concebir las dislocaciones de sentido en 
las cuales las diferencias son posibles de comprender desde aspectos en los que se juegan, tanto 
los modos relacionales en los que se constituyen como las disciplinas que los toman como objeto. 
Cuidando de no caer en viejos culturalismos que sólo nos permiten pensar en términos estáticos y 
disciplinadores precisamente las diferencias que se pretende investigar. 
No es, sin embargo, en la faceta egoísta identitaria cuando se despliega uno de los modos 
de la configuración social, la que me interesa analizar en este trabajo. Sino más bien, en la 
comprensión de la democracia en su dimensión política-utópica a través de la reconstrucción del 
sentido que le imprime la particular cultura latinoamericana (Mihailovic, 2003: 225). 
En esta dirección indago las posibilidades filosóficas de lo político en relación a la 
actualización de los debates acerca de la emancipación latinoamericana posteriores tanto al 
desencanto revolucionario de los setenta como al encanto eticizante de la década de los noventa 
para señalar las dificultades con las que nos encontramos al concebir una ontologización de la 
política (Gramaglia, 2003). 
Principalmente examino la propuesta de Enrique Dussel en la definición de lo político, 
cuando determina los procedimientos que constituirían: por un lado, la institucionalización del 
poder de modo casi exclusivo en la forma Estado y, por otro, una responsabilidad de los 
mediadores políticos como los define el autor, comprometiendo acciones de tipo elitista de 
aquellos representantes, virtuosos. Teniendo principalmente estos dos tópidos reflexiono acerca 
de las potencialidades y dificultades que ofrece una teoría sistemática en la que prima de modo 
fuerte la moralidad como sustento filosófico de una comunidad política para indagar si de 
esta forma no se está suprimiendo las complejidades de las sociedades actuales en América 
Latina. Soslayando en alguna medida el autor la posibilidad de la contingencia de lo político.  
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Uno podría afirmar, sin temor a equivocarse, que en las décadas del sesenta y del setenta, 
particularmente en Argentina y Latinoamérica la idea de democracia estaba asociada casi 
exclusivamente a la tradición liberal de pensamiento. Esta potente determinación ideológica la 
convertía en una idea inviable para su ejecución o siquiera para imaginarla. El interés político-
teórico acerca de la democracia se desdibujaba al competir con un horizonte político más vasto y 
prometedor como el de la revolución. 
El cambio manifiestamente más importante que aspiraban los sectores revolucionarios de 
la sociedad se sostenía como viable por dos razones: la creencia de tal cambio en la cercanía del 
tiempo y la magnitud en la transformación radical de las estructuras fundamentales de la sociedad 
(Gramaglia, 1996). 
En las décadas siguientes, las democracias pos-dictatoriales, como las define Acosta 
(2005: 235), se re-construyen y se emprende la tarea de la deliberación acerca de las 
potencialidades de la democracia, pero ahora en otros términos. Las dos pretensiones que ofrecía 
la idea de revolución no se consumaron, razón por la que en el marco de las democracias pos-
dictatoriales resulta relevante considerar una redefinición de los términos implicados en la 
categoría de emancipación.  
Si comprendemos que la acción de los sujetos políticos no procura postular como 
necesario un momento teleológico de resolución de los antagonismos, ni postular previamente a 
un sujeto social que sea el encargado de cumplir el mandato de liberación definitiva, los supuestos 
resultan irrelevantes para la afirmación de la siempre ausente sutura de los antagonismos. No ya 
signados por la idea de totalidad y cierre como momento único y final de resolución de los 
antagonismos sino en la construcción constante de lo político a través de la presencia siempre 
contingente de los mismos. ... sólo hay emancipación si no hay auto-determinación última, si la 
brecha entre necesidad y libertad nunca es finalmente salvada. El nombre de esta asimetría puede 
ser llamado dependiendo de la dimensión que querramos enfatizar ya sea democracia, poder 
o hegemonía (Laclau, 2001: 195).  
La crítica a la emancipación como totalidad me facilita considerar las dislocaciones o 
rupturas de sentido, que implica un desplazamiento teórico-práctico de los postulados de la 
modernidad y determina la configuración de un nuevo horizonte de comprensión (Laclau, 1996: 
17, 29) (Gramaglia, 2003: 78). 
La relación entre significado y signo, al mantener el principio fundamental de la 
diferencia, por un lado, y admitir la conformación de un horizonte siempre contingente como 
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contenido de lo político, por el otro, consigue un equilibrio entre los postulados de totalidad y 
cierre que caracterizaron a la modernidad y la propuesta nihilista de la pura dispersión y diferencia 
que caracterizaron a la posmodernidad en tanto logra. 
De esta manera sostengo en el sentido discursivo de Laclau que los sujetos sociales de 
cualquier tipo devengan en una determinación previa o articulen un significado predeterminado 
que la configuración política no haya establecido. La consideración de lo político se encuentra 
basada en el principio de la diferencia tanto como momento de legitimación teórica en tanto teoría 
del discurso como categoría política, pues ya no precisa afirmarse en la idea de un sujeto 
autofundado, idea que persiste en la univocidad ontológica que se le asigna a la clase obrera, a la 
víctima o a algún sujeto previo como sujeto colectivo de la emancipación (Laclau, 1996: 34). 
La democracia liberal en su sentido reductivo a las formalidades procedimentales ha sido 
una idea poco fructífera en NuestrAmérica. No sólo ha recibido críticas desde lo teórico, sino que 
fundamentalmente desde la praxis política ha sido erosionada, al mismo tiempo que reinventada y 
re-significada en los distintos procesos de intervención de los sujetos colectivos en nuestra 
historia. Por ello me pregunto acerca de las formas en que los sujetos colectivos latinoamericanos 
instituyen mecanismos de prácticas que implicarían un distanciamiento de los modelos políticos 
consagrados hasta la actualidad.  
En las décadas sesentas-setentas en América Latina, el problema teórico-práctico ahora 
traducido por emancipación (Gramaglia, en prensa: 78) para quienes se ubicaban en el paradigma 
del materialismo y reinterpretaban críticamente el marxismo recayó en oponer el materialismo 
histórico a la dialéctica. El problema que se nos plantea en la continuidad de aquellas batallas 
parece consistir en salirse de toda dialéctica sin caer en un posmodernismo poscolonial que 
desvirtúe o se desentienda de las capacidades de los sujetos en una perspectiva de inmanencia 
naturalizada del conflicto que nos impida comprender las complejidades actuales. En esta 
dirección, considero pertinente indagar la cuestión Estado en relación a las democracias 
latinoamericanas actuales en la particular relación de la crisis de representación política. 
Enrique Dussel, tratando de comprender los cambios políticos en América Latina, en sus 
últimos trabajos sostiene la idea de la política como la actividad que establece el deber ser de la 
comunidad y, por lo tanto, se ocupa de determinar los principios normativos de aquélla. En este 
sentido la organización de la sociedad depende primaria e íntimamente del punto de vista integral 
del bien de la comunidad y para ello necesita sostenerse en una arquitectura propedéutica-
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inclusiva-comunitarista sustentada en una unidad social basada en un consenso normativo amplio 
(Dussel, 2006: 24, 75). 
Así, la política es para Enrique Dussel una actividad que se organiza y promueve la 
producción, reproducción y aumento de la vida de sus miembros (Dussel, 2006: 24, 75). La cual, 
a su vez, define tres grandes esferas de acción de los sujetos, cuya especificidad depende del 
grado de socialidad y el tipo de acción. 
La primera de estas esferas es el escenario en el que se sustentan todas las otras y es 
definida, en algunos pasajes del texto, como la comunidad, y en otros, también como el pueblo 
(este último definido en la misma determinación moral). El segundo registro inscribe a las 
acciones de los sujetos que por su función de representación entre la comunidad y el Estado se 
caracterizan por acciones individuales. El tercero de estos planos se constituye en tanto sólo 
podrá ser política la actividad que conduzca a la institucionalidad de las acciones (Dussel, 2006: 
57). Esta tesis me obliga a pensar que, para el autor, no es posible lo político sin institucionalidad. 
El modo, entonces, de interrelación que caracteriza el proceso de las tres esferas constituye una 
organización que puede definirse en términos de una genética de la construcción. En la cual se 
constituyen los espacios de lo político haciendo depender de modo necesario al anterior del 
anterior en el cual se asienta el fundamento de realismo ontológico que constituye la normatividad 
de la política.  
Lo político, entonces, es el campo y el espacio en el que entra en juego, de modo diverso, 
la acción concreta de la materialidad social. Para el autor puede ser comprendido en tanto se 
aproxima más a la lógica de la termodinámica de la teoría de la complejidad con relaciones 
bifurcadas (o plurifurcadas) de causa-efecto no lineales, sociales, políticas (Dussel, 2006: 48). 
Esta opinión estaría de acuerdo con aquélla que señala que las profundas 
transformaciones económicas, culturales, tecnológicas y personales acaecidas desde los años 
sesenta han terminado fluidificando la realidad social en todos sus niveles, pero que ello no hace 
de los procesos y mecanismos de crítica y de resistencia social algo marginal o desaparecido 
(García Selgas, 2001). 
En este sentido, para Dussel, lo social y lo político no parecen poseer grandes distinciones 
diluyéndose, en alguna medida, la actividad social con el modo político, por lo menos en la forma 
en la que traman las operaciones que los constituyen. Con lo cual estaría comprometiendo la 
contingencia de lo político a un deslizamiento hacia una ontologización. 
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El poder de la comunidad es definido como esa potentia3 que precisa del momento de la 
potestas para su actualización, efectuada siempre a través de los representantes virtuosos. El 
despliegue de la comunidad política lo desarrolla no sólo a través de la institucionalización en la 
actividad de la potestas fundada en la relación de fraternidad sino que este compromiso debe 
aparecer también en el actor político como virtuoso. 
La comunidad posee el poder como mera potencia y necesita para concretarse de la acción 
política del sujeto. Es preciso que este movimiento se efectúe hacia la institucionalización (de la 
misma forma que el acto es energeia y la potencia dinamys), puesto que de esta manera el poder 
se manifiesta. La comunidad moralmente unida es la poseedora del poder como potentia (como 
así también de la hiperpotentia).  
En esta perspectiva, la comunidad es la actualidad del poder de la potencia que adquiere 
sentido a través de la institucionalización, en la forma Estado, es decir, en la naturalización de la 
administración estatal.4 Éste podría señalarse como el plano privilegiado que el autor define como 
política.  
Las acciones de representación del sujeto poseen el mandato de la comunidad, en este 
registro de la acción del sujeto tal como sostuvimos anteriormente es el que interviene entre 
la comunidad y el Estado. Ahora bien, la cuestión de la representación desaparece en este punto, 
al exigir la acción de espejo de los mandantes a los mandados. Con ello, el autor pretende algo 
más, ya que afirma que de no resultar esta relación necesaria de transparencia en el modo de la 
representación, conduciendo al fetichismo de la política y de esta forma desvirtúa la acción de 
los representados y deviene ilegítima. Con esta operación entrelaza cuestiones de la vida afectiva 
individuales con valores de vida en común y reduce el problema de la representación en las 
sociedades actuales a la de mantener necesariamente lazos comunitarios. En la interpretación 
que realiza Dussel, la autonomía de los actores se encuentra atrapada en una fuerte concepción 
comunitarista, que disipa la naturaleza aporética de la política, y reduce la relación amigo-
enemigo a atributos naturales o esenciales de la amistad o de la enemistad. 
La teoría dusseliana de lo político necesita de varios supuestos para poderla comprender 
de modo acabado: 
                                                 
3 Denominaremos entonces potentia, que como una red se despliega por todo el campo político siendo cada actor 
político un nodo (usando las categorías de M Castells), se desarrolla en diversos niveles y esferas, constituyendo 
así la esencia y fundamento de todo lo político. Podría decirse que lo político es el desarrollo del poder político 
en todos sus momentos, desplegando en esta forma una ontología política de lo social.  
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1) Necesita de una socialidad comunitaria que se transforme en Estado. 
2) Necesita una moralidad fraterna que sustente los lazos comunitarios. 
3) Necesita un compromiso ético de los sujetos, previo a toda acción. 
En algunos de los países latinoamericanos en la actualidad es la forma Estado la que está 
primando por sobre las otras, pero no por ello se relaciona con una comunidad homogénea, no 
necesariamente, más bien deberíamos concluir que no se trata del mismo proceso de la década del 
setenta, ni de las mismas condiciones de posibilidad en el que la totalidad implicada era Estado, 
tampoco para los sujetos lo es en los mismos términos.  
En esta dirección me interesa remarcar la importancia de comprender que en la actualidad 
el Estado aparece en algunos países como uno de los espacios públicos de lo político, pero no por 
ello el único. Que es preciso comprender que las democracias latinoamericanas post-década de los 
noventa están siendo re-inventadas. No pueden poseer las mismas características de los setenta al 
concebirse ellas mismas desde nuevos sujetos políticos como espacios de transformación. 
Cuestión fuertemente criticada desde la perspectiva de los liberacionistas al sostener la ausencia 
de representación y de capacidad política de Transformación. 
En América Latina, el dislocado modelo populista concibió un modelo político de la 
sociedad en el que las mayorías ingresaban a la escena de lo político como sujetos. Una 
construcción hegemónica al interior para determinar los límites de la colonialidad al exterior. En 
este sentido la toma del poder del Estado o el devenir Estado constituía una ventaja sustancial en 
las luchas de liberación, en tanto definidos como naciones-coloniales en relación a la dialéctica 
opresor/oprimido con la metrópoli. Es el Estado quien sostenía exclusivamente las políticas 
hegemónicas para beneficio del conjunto social. Sin embargo, en la actualidad no podríamos 
reducir la comprensión de lo político a su aspecto estático de institución, ya que perderíamos el 
aspecto dinámico de lo político que poseen de significativo las democracias latinoamericanas. El 
cual ha sido fructífero para liberarse de las ataduras que lo ligaban a la trascendentalidad 
metafísica de los esencialismos pero también del mero juego de poder en su perspectiva nihilista.  
Difiero en la apreciación que tiene Samir Amin en relación a los populismos 
latinoamericanos de los setenta que los concibe aislados de las luchas de liberación (Amin, 2008). 
Precisamente en América Latina el momento de las luchas de liberación de la década de 
los setenta pertenece en alguna medida a una reapropiación de la cuestión pública en términos de 
apropiación dislocada de lo político. Específicamente teniendo como horizonte la toma del poder 
concebida como Estado, pero ¿es provechoso seguir pensando en los mismos términos? 
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En la actualidad en determinados países-nación se construye el Estado-liberal con políticas 
populistas a través de una fuerza comunitaria5 importante. En otros, sin embargo, se construye el 
Estado-populista-socialista con una fuerza social-no comunitarista pero hegemónica importante. 
De la misma manera que en países-nación como Argentina o Chile quizás los ejemplos sean 
más claros, en cambio, lo ejecuta construyendo la institucionalidad Estado, con el apoyo de una 
ciudadanía sin lazos comunitarios hegemónica pero, contingente en su conformación social. Con 
lo cual tenemos una variada constitución de materia social y de institucionalidad sin poseer 
necesariamente lazos comunitarios o representaciones transparentes como aparenta sostener 
Dussel. En este sentido tampoco parece adecuado resolver la cuestión de la representación en el 
modo maniqueo de transparencia o fetichismo de la política.  
Creo que es posible pensar aún otras formas dislocadas de lo político como aquellos que 
no necesariamente se hallan en conflicto con el Estado, ni con el Sistema, o bien con el Sistema 
pero no con el Estado. También están aquellos que se localizan dentro del sistema pero no 
necesitan para su autonomía el conflicto con el Estado.  
El mismo Dussel también reconoce que la razón discursiva también puede concebírsela 
como una práctica hegemónica del sistema vigente; para cuidarse de no caer en la trampa nos 
propone un ponerse del lado de la víctima (Dussel, 1994). Nos hace salir del juego de la 
discursividad para proponernos que la garantía de la igualdad es apelar a nuestro sentido ético en 
relación no a un sujeto sino a la víctima. 
En otra parte del texto Hacia una filosofía política crítica, señala que su ética implica 
ponerse de parte de, es decir que definido como experto intelectual, o más bien como él 
mismo se denomina científico solidario, debe tomar partido o adoptar u optar por la 
perspectiva práctico-intersubjetiva discursiva (Dussel, 1994). Dirimir con una apelación ética 
la superación de la dialéctica opresor-oprimido al interior del campo social para garantizar la 
opción a través de los intelectuales considero que por lo menos es reducir el problema a un 
decisionismo ético individual. 
Los aportes teóricos de Enrique Dussel resultan un aporte significativo en la comprensión 
geopolítica de Latinoamérica, en tanto colaboran en la crítica a la modernidad sin embargo, el 
peso ontológico sigue estando en las concepciones del Estado y del sujeto como Otro. Las 
                                                 
5 El concepto de matrices político-sociales y matrices sociales que sostiene Antonio Garretón (2001). 
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categorías de pobre y oprimido aparentan compartir la descripción en modos pasivos de recibir la 
injusticia, haciendo peligrar la autonomía del sujeto en una naturalización de lo padecido.  
En diferentes etapas del pensamiento de Dussel, hay una constante adopción del punto de 
vista del débil, el dominado, el excluido. Ahora bien. ¿De qué manera este sujeto debilitado, 
disminuido por el sistema capitalista, la ecología, el poder hegemónico, se manifiesta como 
sujeto? ¿La cuestión de la igualdad es posible de pensarse requiriendo el pedido capacitado de los 
intelectuales a ponerse de parte de? ¿Por qué dirimir la cuestión de la igualdad en la compasión 
por el otro? 
Resulta fundamental concebir que los sujetos sociales latinoamericanos adquieran su 
condición política a través de formas de intervención pública irrumpiendo y provocando en el 
Estado-crisis. Constituyendo de esta forma mutaciones y reestructuraciones que modifican las 
coordenadas hasta ese momento vigentes sin implicar derivaciones conservadoras o progresistas. 
Estas formas de acción pública pertenecen y caracterizan a la historia política de los sujetos 
latinoamericanos como un quehacer propio de la lucha de los pueblos.  
Los efectos que produce este tipo de intervención podrían ser pensados desde la idea de 
poner en entredicho la lógica social, o lógica policial al reclamar la parte de los sin parte. En el 
texto El desacuerdo lo político se concibe como un litigio producido por un daño, el cual se 
presenta como un acontecimiento eventual (Ranciére, 1996: 132). A pesar de que el denominado 
Sistema sigue cumpliendo el rol de Opresor, los sujetos latinoamericanos, aún víctimas, no han 
dejado de dar batalla en los resquicios que el sistema inadvierte.  
La definición abierta del concepto de Otro tiene un potencial significativo para la teoría de 
lo político, al dar cuenta de un sujeto no necesariamente determinado en última instancia por lo 
económico sino por impensables determinaciones que no lo colocan por ello en la pasividad, 
más aún si desde ese sitio se instala la cuestión que nos interesa: las condiciones de posibilidad de 
un sujeto político latinoamericano. 
El Otro como pobre latinoamericano irrumpe con la crítica al sistema colonial a través de 
los proyectos políticos de transformación. En este sentido, los movimientos de liberación nacional 
que recorren el siglo XX, en especial los de las décadas del sesenta y setenta en Latinoamérica, 
instituyen en lo político la crítica a las condiciones de posibilidad de la autonomía política del 
sujeto moderno.  
La contingencia de lo político en nuestras democracias latinoamericanas lejos de 
comprenderse como una descripción neutra de los modos de ser de los sujetos, de las cosas y de 
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los acontecimientos, se podría concebir como una indeterminación propia de la acción humana, 
sin que por ello aceptemos que se trata de un modo confuso e inviable de lo social. ¿Cómo no 
intentar pensar en el dispositivo que opera en la contingencia de lo político en las democracias 
latinoamericanas aquel que nos posibilita pensarnos desde ese Otro lugar? 
Comprender lo político en formas más fértiles se entiende si se focaliza a la sociedad civil 
y sus múltiples estrategias, no pensadas en relación a la toma del poder del Estado ni como 
políticas de Estado. Más bien, revalorizando los procesos internos de construcción política en la 
sociedad civil al concebir el sentido de incompletitud, como el rasgo que define el concepto de lo 
político. Esto define una concepción de lo político dinámica y contingente, que por sí misma no 
exprese una sustancialidad sino por sus diferentes formas. De esta manera lo político se encuentra 
en la escena de la democracia si se trata del poder institucional o en la lógica de la hegemonía 
cuando se trata de comprender los movimientos que efectúan los sujetos colectivos en relación al 
poder, o en los a pesar de si se trata de sujetos autónomos.  
Se hace notoria la idea de que ya que no es necesario afirmar como característica propia, 
ni la idea de cierre, ni tampoco la totalidad que determinaba con ello una racionalidad 
teleológica que impedía la aparición política del Otro. En esta perspectiva, podríamos seguir 
garantizando al interior de los espacios sociales que es posible que Otro no pensado pueda 
irrumpir en la totalidad abierta. 
Para continuar en la tradición de la filosofía latinoamericana es necesario re-pensar los 
cambios actuales en una apuesta fuerte a las capacidades de los sujetos colectivos de construir 
espacios sociales por sí mismos. Afirmando el concepto de poder como acción que se ejerce y no 
como padecimiento que se sufre. Concebir la capacidad que vehiculiza el sujeto colectivo al 
abandonar la lectura política que lo reducía a la fórmula dicotómica opresor-oprimido, en la que el 
segundo término sólo tenía como papel la pasividad o la reacción violenta. Esta re-significación 
permite interpretar los mecanismos sociales que efectúan los sectores oprimidos, considerando 
que se trata de diferentes itinerarios en los que ponen en acción una estrategia política que es la 
que les permite mostrar la igualdad de cualquiera con cualquiera (Gramaglia, 2003: 70-71). 
En este sentido, se consigue desplazar la dialéctica a una tensión de antagonismos que 
estructuran procesos hegemónicos, los cuales posibilitan la comprensión de los asuntos políticos 
al interior de la sociedad civil como novedad, perdiendo de vista la importancia central que 
tuviera en la modernidad el Estado.  
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El esfuerzo de repensar las potencialidades del Otro tiene como efecto concebir los“a 
pesar de” que constituyen la maximización de igualdad y libertad en la construcción de las 
democracias en América latina. De lo que se trata es de poner en acto la igualdad, y esto ocurre en 
UN momento, en UN acontecimiento. El caso del levantamiento piquetero de Cutral-Có en el sur 
de Argentina en los noventa. El 1 de enero de 1994 con la aparición pública del Frente Zapatista 
de Liberación Nacional en San Cristóbal de las Casas, Chiapas, México. La movilización y lucha 
de los mineros en Bolivia. La bajada a la ciudad de Asunción de los campesinos paraguayos, 
por señalar algunos, sin olvidar los jueves de las Madres de Plaza de Mayo, el Movimiento de los 
Sin Tierra, el Movimiento de los Sin Techo, la lucha de los Mapuches por la re-invención de sus 
confines geográficos, etcétera, etcétera, etcétera. 
 
 
Comparto con la filósofa mendocina Estela Fernández la afirmación de que, sin lugar a dudas, la 
filosofía latinoamericana en general particularmente la de Dussel ha avanzado en relación al 
pensamiento europeo en la formulación de un concepto de humanidad auténticamente universal, 
que ha sido posible a partir del reconocimiento de la dimensión material de la vida como principio 
constituyente de la subjetividad humana. Ahora bien, establecido el principio de la vida de todos 
como criterio de verdad y de racionalidad: 
¿Es necesario pensar la emancipación a partir de la imagen de la condición humana como 
corporalidad lacerada y sufriente?; o, por el contrario, ¿la idea misma de emancipación supone 
una forma de subjetividad activa, capaz de romper lo instituido y de crear lo nuevo? 
Considero que el tópico en cuestión es re-pensar tanto las formas Estado como la de 
sociedad civil en los modos dislocados de lo político en Latinoamérica. Modos dislocados en 
tanto no cumplen con la transparencia de una representación de una esencia o fundamento pero, 
que sin embargo operan como dispositivos en la praxis transformando. 
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EL CONCEPTO DE DEMOCRACIA 
COMO EJE FUNDAMENTAL EN LA OBRA DE ATILIO BORÓN 
 
 
 
Elena Salum Alvarado1 
 
 
Iniciaremos este trabajo preguntándonos: ¿existe en la obra de Atilio Borón una reflexión 
sobre el concepto de democracia y cual es su importancia y aporte al debate latinoamericano? 
Nuestra respuesta es positiva, sin embargo, señalamos que su producción intelectual presenta 
dos particularidades: por una parte, una radicalización progresiva de su pensamiento; y por 
otra parte, una acentuada normatividad, que refleja una falta de propuestas de carácter 
empírico en su reflexión sobre democracia y ciudadanía. (El pensamiento de Borón será 
analizado con base en las siguientes dimensiones: desde su perspectiva para analizar la 
relación socialismo/democracia; desde su perspectiva para interpretar la realidad 
latinoamericana, y, desde su perspectiva para reinterpretar uno de los grandes temas del 
debate latinoamericano: el marxismo.)  
 
 
Desde su perspectiva para analizar la relación socialismo-democracia 
La democracia ha presentado centralidad en el pensamiento de Borón. Esto se corrobora 
en su análisis de la obra de Tocqueville (1982), la cual reinterpreta desde una perspectiva 
marxista, señalando la existencia de un desplazamiento desde el discurso teórico 
democrático liberal que se distancia del Estado hacia una búsqueda de las raíces de la 
democracia en la sociedad civil, lo que reflejaría un tránsito desde el politicismo 
juridicista hacia una línea de pensamiento de carácter societal. Esta reinterpretación de 
Tocqueville quien produce una revolución en el paradigma liberal burgués al analizar 
sistemáticamente la relación entre aspectos sustantivos y formales de la democracia 
                                                 
1 Escuela de Trabajo Social, Universidad de Valparaíso, Valparaíso, Chile. Correo electrónico: 
elena.salum@gmail.com. 
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burguesa lleva a Borón a asimilar el pensamiento de Tocqueville con el nexo dialéctico 
entre igualdad concreta y libertad formal, similar al utilizado por la crítica marxista 
respecto de la política y de la ideología burguesa. Este ejercicio lleva a dos conclusiones: 
primero, los formalismos democráticos son letra muerta si no están sustentados en una 
condición generalizada de igualdad; y segundo, es el hecho que no obstante la igualdad 
constituye un terreno propicio para el desarrollo de la libertad, esta puede generar a su vez 
una forma de despotismo inédita, que puede incluso conducir a la cancelación de las 
estrechas libertades que coexisten en el orden aristocrático.  
La justificación que subyace en el análisis de Borón sobre el pensamiento de Alexis de 
Tocqueville (1982) es que sus ideas y aportes pueden enriquecer la discusión sobre el Estado 
contemporáneo y las perspectivas que la democracia presenta, las que además presentarían un 
aire de familia con los objetos de discusión de la crítica marxista. En este contexto, la 
reinterpretación que realiza Borón rescata los siguientes aportes: primero, la constatación que 
la sociedad capitalista crea naturalmente las condiciones necesarias para el surgimiento del 
estatismo; segundo, la anticipación de Tocqueville sobre el estado benefactor, que detecta 
agudamente los problemas que se producirían un siglo más tarde; tercero, el doble carácter de 
la democracia como sustancia social y forma política que sólo en el marxismo es reconocida 
como unidad dialéctica (sustancia y forma); y cuarto, la similitud con los planteamientos 
weberianos. La conclusión a la que arriba es que las polaridades democracia 
social/democracia política; revolución social/revolución política y emancipación 
social/emancipación política son binomios que solo en la tradición marxista pueden recuperar 
su unidad, unidad que el liberalismo intenta mantener en estado de fragmentación.  
La plena realización de la libertad (entendida como democracia política) sólo es 
posible si se puede concebir una formación social en la que no existan relaciones sociales de 
explotación entre los hombres. Sólo a través de la crítica a la economía, sociedad, y la política 
burguesa (es decir, la crítica a la explotación, el fetichismo y la alineación), será posible 
soldar la unidad en un proyecto democrático que sea liberalizador y humanizador en todas las 
dimensiones de la vida social. 
Su concepto de democracia se fundamenta en una dimensión ética y bajo este prisma, 
advierte que el paradigma schumpeteriano presenta dos errores fundamentales que atentan 
contra su argumentación: en primer lugar, ignora el contenido ético y formativo de la 
democracia, omitiendo que ello es imprescindible en cualquier propuesta respecto de la 
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organización de una buena sociedad y no es solo un dispositivo administrativo o decisional; 
y en segundo lugar, ignora los procesos históricos concretos que desembocaron en la 
constitución de las denominadas democracias realmente existentes.  
Respecto del proceso de Transición democrática, una de sus preocupaciones centrales 
la situamos en la relación socialismo/democracia. Concibe la democracia como un proyecto 
inescindible que se sustenta en dos requisitos fundamentales: por una parte, un conjunto de 
reglas ciertas del juego que permita institucionalizar y resolver provisoriamente los 
antagonismos sociales y llegar a lo que denomina resultados inciertos, esto es, llegar a 
resultados no siempre ni necesariamente favorables a los intereses de la clase dominante; y 
por otra parte, al hecho de que la democracia contiene una definición de la buena sociedad, 
que dialécticamente conduce al socialismo.  
En Estado, capitalismo y democracia en América Latina (1997), señala que un 
segmento importante de la izquierda latinoamericana, adhirió a una concepción que sostenía 
que la democracia era un proyecto que se agotaba como tal en la normalización de las 
instituciones políticas. En esta perspectiva, su crítica se dirige en contra de aquellos 
intelectuales que consideraban que esta tarea de restauración de la democracia podía ser 
reducida a la creación e institucionalización del orden político, entendido éste último, como 
un sistema de reglas del juego que se limita a plantear problemas de gobernabilidad y eficacia 
administrativa, omitiendo los contenidos éticos de la democracia, y obviando los contenidos 
de los profundos antagonismos sociales. Los intelectuales que sostienen esa visión 
minimalista de la democracia son criticados por Borón, y entre éstos se encuentran Manuel 
Antonio Garretón, con su obra Reconstruir la política: transición y consolidación 
democrática en Chile (1987) y la obra colectiva de Ángel Flisfisch, Norbert Lechner y Tomás 
Moulián: Problemas de la democracia y la política democrática en América Latina (1986). 
En el contexto de los estudios de transitología, ODonnell y Schmitter (1988b y 
1988a) plantearon que siempre estaba presente la amenaza de violencia en estos procesos, y 
advertían que una vez que se realiza la adopción de la vía revolucionaria o cuando la violencia 
se difunde y se torna recurrente, las perspectivas favorables a la democracia se reducen 
drásticamente. Frente a este argumento, Borón sostiene que la visión schumpeteriana de 
ODonnell y Schmitter desnaturaliza por completo el concepto mismo de democracia y 
plantea una interrogante adicional: ¿por qué razones la abrumadora mayoría de la humanidad 
vivió la mayor parte del tiempo bajo regímenes no democráticos? Esto resulta en que la visión 
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schumpeteriana se hace acreedora de dos críticas centrales en su argumentación: en primer 
lugar, el vaciamiento ético de la democracia; y en segundo lugar, su inconsistencia en relación 
al proceso de construcción de las democracias realmente existentes. Por tanto, estas críticas 
aconsejan un rápido abandono de esta visión al momento de repensar la problemática de la 
democracia y democratización en Latinoamérica. En síntesis, ninguna elaboración teórica 
sobre transición es aceptable, si esta se realiza bajo el paradigma schumpeteriano y si no 
apunta a una democracia participativa, que destaque el rol que deben cumplir los actores 
sociales en este proceso. 
Así, la tarea del demócrata latinoamericano se proyecta más allá de la simple 
restauración de las formas políticas congruentes con los principios fundamentales del régimen 
democrático. Aparte de esta primera tarea, para Borón lo central es lograr demostrar que la 
democracia es una herramienta eficaz para asegurar la transformación social y la construcción 
de una buena sociedad. El proyecto democrático y socialista de Marx logra integrar y 
combinar a Locke con Rousseau, pero es capaz de trascenderlos lo que no implica su 
negación o supresión al unificar libertad y gobierno por consenso junto a una 
reconstrucción igualitaria de la nueva sociedad socialista. En el Búho de Minerva (2000), 
denuncia el intento de asociar liberalismo con democracia:, su idea-fuerza es que entre 
democracia y liberalismo y entre democracia y capitalismo no existe unión posible, sino que 
una disyunción exclusiva, puesto que en cada intento de coexistencia, siempre habrá uno que 
invariablemente sale dañado y en todos los casos, es la democracia la que recibe los mayores 
efectos nocivos (tesis presentada en los años cincuenta por el italiano Galvano della Volpe, en 
sus escritos sobre Rousseau).  
Otro ámbito de reflexión del autor argentino en el cual se destaca la relevancia de la 
democracia lo encontramos en el análisis de los modelos económicos. En el contexto de las 
economías con modelos neoliberales, destaca cuatro contradicciones en la relación 
democracia/mercado: en primer lugar, la democracia remite a un modelo ascendente de 
organización del poder, el cual se construye desde abajo hacia arriba, fundamentado en el 
reconocimiento de la absoluta igualdad jurídica y la plena autonomía de los sujetos 
constitutivos del demos. En segundo lugar, la democracia se sustenta en una lógica abarcativa, 
incluyente y participativa, orientada a la creación de un orden político fundado en la soberanía 
popular, aún cuando reconoce que este proceso no ha finalizado aún. En sentido opuesto, el 
mercado, se basa en la competencia, segmentación y selectividad. Si en democracia la 
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participación de uno exige y potencia la participación de otros, en el mercado esta definición 
se hace en un sentido negativo: el consumo de uno, significa el no-consumo de otro. En tercer 
lugar, la democracia está animada por un afán de justicia mientras que el mercado es 
completamente indiferente a ésta, la fuerza que lo mueve es la búsqueda de lucro, primando 
en él el rédito y no la equidad. Finalmente, plantea que la democracia posee una lógica 
expansiva originada en la igualdad establecida en la esfera política lo que impulsa al demos a 
intentar transportar su dinámica igualitaria hacia los diversos terrenos de la sociedad y la 
economía, lo que influyó en el proceso de democratización de la sociedad. Sin embargo, en la 
actualidad esto ha sufrido un proceso de involución encontrándonos frente a un proceso de 
des ciudadanización.  
Este tránsito de los criterios costo-beneficio y eficiencia desde el ámbito de la 
economía hacia los ámbitos de la ciudadanía y el Estado, implantan un nuevo orden político 
cuyo sello característico es la desigualdad y la exclusión. Es en este contexto de denuncia de 
los efectos del capitalismo, donde plantea que lejos de extinguirse, la necesidad del 
socialismo se acentúa frente a la densa oscuridad que el predominio del capitalismo ha 
extendido en las sociedades latinoamericanas. A través de la lectura de la crítica que realiza, 
es posible observar la relevancia que el autor asigna al tema de la democracia, como también 
es posible advertir la radicalización de su pensamiento a medida que avanza el tiempo.  
 
 
Desde su perspectiva para interpretar la realidad latinoamericana 
Borón analiza las transiciones en Latinoamérica y realiza un aporte al debate al 
argumentar respecto del carácter fascista de las dictaduras en la región durante la década de 
los ochenta. ODonnell, en su obra Tensiones en el Estado burocrático-autoritario y la 
cuestión de la democracia (1978), planteó su hipótesis relativa a que los regímenes 
autoritarios del Cono Sur no constituían fascismos sino autoritarismos democráticos y la única 
forma de combatirlos consistía en la unívoca invocación a la democracia. Frente a esto, Borón 
intenta relativizar la utilidad del concepto fascismo. A pesar del aire de familia que caracteriza 
a las dictaduras de nuevo cuño y al fascismo, plantea la existencia del Estado militar como 
alternativa histórica al fascismo, como la solución actual que la nueva fase de desarrollo 
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genera en la periferia, lo que refleja otra crisis económica, política e ideológica para otra 
alianza de clases dominantes en la nueva modalidad de acumulación. 
Para Borón (1977), fascismo y Estado militar corresponden a dos formas de Estado 
que surgen en diferentes momentos de la etapa imperialista del capitalismo, presentando una 
distinta configuración en las clases dominantes: en el primer caso, predominio de la burguesía 
monopólica nacional y en el segundo caso predominio del capital monopólico internacional 
en formaciones sociales periféricas. Entre ambos tipos, se encuentra la capitulación de la 
burguesía nacional ante el capital imperialista organizado en empresas trasnacionales, por 
tanto ambas formas corresponden a diferentes mecanismos de realización del capital, 
orientados ahora al mercado interno de las economías dependientes y subdesarrolladas que 
han experimentado un rápido proceso de internalización en virtud de la masiva presencia de 
trasnacionales. En la propuesta de Borón, como aporte al debate latinoamericano y como 
respuesta a ODonnell, para intentar dar cuenta de esta nueva situación en América Latina 
es posible verificar la influencia teórica de Ruy Mauro Marini (quien desde el paradigma 
marxista planteó los elementos necesarios para la construcción de una teoría marxista de la 
dependencia y analizó la forma en que se especifican las leyes del desarrollo capitalista en 
Latinoamérica). 
Su propuesta de Estado militar, plantea la importancia de evitar una visión 
mecanicista-economicista de las dictaduras, ya que a partir del análisis del fracaso económico 
de éstas se podría anunciar su caída y profetizar que llegó la hora de instaurar el socialismo. 
Frente a esta posible situación, su aporte consiste en advertir la necesidad de contar con un 
análisis concreto de la coyuntura de la lucha de clases, que impida desembocar en una 
estrategia paralizante de la clase obrera. Su preocupación por participar en este debate 
aportando su propuesta de Estado militar, se fundamenta en su preocupación por no 
subestimar al capitalismo y sus variados mecanismos de recuperación que han sorteado con 
éxito graves crisis económicas en distintos momentos históricos.  
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Desde su perspectiva para interpretar uno de los grandes temas del debate 
latinoamericano: el marxismo y su vigencia como cuerpo teórico 
Borón concibe el marxismo como una teoría que presenta una doble característica: como un 
saber que contiene la totalidad de conceptos, categorías e instrumentos teóricos y 
metodológicos suficientes para poder dar cuenta de la realidad contemporánea; y como un 
saber viviente, necesario e imprescindible para poder acceder al conocimiento de la estructura 
fundamental y las leyes de movimiento de la sociedad capitalista. 
El marxismo proporcionaría un aporte que es posible desagregar en tres dimensiones: 
una visión de totalidad; una visión de la complejidad e historicidad de lo social; y una 
perspectiva acerca de la relación teoría y praxis. La dimensión de totalidad siguiendo a 
Kosik (1967) es entendida por Borón considerando a la base y la superestructura en sus 
recíprocas relaciones, movimiento y desarrollo; y además considerando que son hombres y 
mujeres, los sujetos históricos, quienes crean en el proceso de producción y reproducción, 
tanto la base como la superestructura; construyen la realidad social, las instituciones y las 
ideas de su tiempo, y en esta creación de la realidad social, los sujetos se crean a sí mismos 
como seres históricos y sociales.  
Respecto de la visión de complejidad e historicidad de lo social que provee el 
marxismo, esta es más necesaria en situaciones como la actual, en que el clima cultural de la 
época es propenso a reduccionismos y simplificaciones de diversa naturaleza. En relación con 
la perspectiva teoría/praxis, el marxismo en una versión renovada, aporta su reflexión al 
fortalecimiento de esta relación, que constituye una empresa teórico-práctica, que no 
manipula en forma abstracta categorías y conceptos escindidos por completo del mundo real. 
Se plantea la reafirmación de la vigencia del puesto marxismo a fines del siglo XX y aboga en 
pro de un marxismo racional y abierto, que excluye ciertamente las posturas de los filósofos y 
científicos sociales tributarios de las visiones del neoliberalismo como también del nihilismo 
posmoderno, que postulan la muerte del marxismo tras la caída del Muro de Berlín.  
Respecto de la relación socialismo/democracia, su pensamiento permite reconocer dos 
influencias teóricas: en primer lugar, la de Rosa Luxemburgo, autora que recupera el valor de 
la democracia sin legitimar el capitalismo y sin desechar la utopía y el proyecto socialista, y 
en segundo lugar, la de Antonio Gramsci, quien ejerció una fuerte influencia en los autores 
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argentinos y chilenos analizados en este estudio, específicamente respecto de su reflexión 
sobre hegemonía.  
Al argumentar acerca de la vigencia del marxismo como corpus teórico, y siguiendo a 
Eric Hobsbawm, se pregunta: ¿acaso Marx será el pensador del siglo XXI? La respuesta de 
Borón es que la teoría marxista proporciona todos los elementos para hacer frente a la crisis 
actual, para lo que se requiere un marxismo renovado, pluralista y dinámico abierto a colocar 
en discusión los grandes temas de nuestro tiempo. Sin embargo al analizar la filosofía política, 
en el nuevo ethos dominante de ésta última, cualquier visión totalizadora es despreciada como 
un gran relato de carácter obsoleto o como una búsqueda ingenua de la utopía de la buena 
sociedad y donde las metas de carácter comunitario no encuentran relación alguna con el 
individualismo y afán de lucro, impuestas por el sistema neoliberal vigente. 
Podemos concluir que la centralidad de su aporte se sustenta en la capacidad de 
adaptar categorías provenientes del marxismo y reinterpretarlo desde una perspectiva 
latinoamericana para analizar su contribución y vigencia como cuerpo teórico. Es 
precisamente desde este paradigma, donde el autor realza el valor de la democracia como un 
componente ético imprescindible en la construcción de una buena sociedad y cómo desde 
un prisma estructuralista, profundiza en la obra de Alexis de Tocqueville, de la cual rescata 
elementos de valor, que son asimilables a los de la crítica marxista. Sin embargo, su obra no 
permanece solo en el análisis de categorías y conceptos foráneos, sino que estos son 
adaptados a fin de dar cuenta de la realidad de la región latinoamericana frente a temas como 
el fascismo, como asimismo respecto de los efectos del capitalismo en nuestras sociedades a 
las que denomina como dependientes.  
Puede que muchos asimilen a Borón como un autor dedicado sólo al análisis de los 
efectos económicos del capitalismo, pero esa podría ser una mirada reduccionista, sino se 
estudia la importancia que éste concede a la democracia y en la forma como llega a constatar 
que la necesidad del socialismo, como alternativa de construcción de un orden social, no ha 
muerto sino que permanece latente. 
Para finalizar, resulta imperioso efectuar un reconocimiento a la profundidad de la 
obra de Atilio Borón, a su aporte al debate de la realidad latinoamericana, como asimismo, a 
la centralidad que el concepto de democracia adquiere en su reflexión durante las ultimas tres 
décadas del siglo XX. Sin embargo, la deuda intelectual que nos arroja el análisis de su 
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producción en dicho periodo, radica esencialmente en la carencia de propuestas de carácter 
empírico para perfeccionar la democracia en la región latinoamericana. 
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“TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA” DESDE LA POSTRANSICIÓN 
 
 
 
Yamandú Acosta1 
 
 
En anteriores oportunidades he efectuado aproximaciones reflexivas, analíticas, críticas y 
normativas a las llamadas nuevas democracias (Weffort, 1993) o democracias 
posautoritarias o posdictatoriales en América Latina (Acosta, 2005 y 2008), poniendo 
progresivamente el acento en su condición de postransicionales, lo cual no desplaza la 
gravitación de las ideas y prácticas del autoritarismo o la dictadura a la de transición en la 
identificación y eventual identidad, sentido, posibilidades y límites de tales nuevas 
democracias, sino que destaca el co-protagonismo de esta idea y su implementación práctica, 
en los procesos vigentes en las mismas.  
Sin dejar de considerar la pertinencia de la paradigmática identificación de Weffort en 
la que inicialmente me he apoyado, de acuerdo con la cual el provenir del reciente derrumbe 
de las dictaduras, que conducen a la restauración de una democracia que nunca antes llegó a 
consolidarse (Weffort, 1993: 134), es lo que define a las nuevas democracias (Argentina, 
Brasil, Guatemala, Perú) por oposición a las viejas democracias entendidas como aquellas 
que antes de las dictaduras habían logrado consolidarse (Chile, Uruguay) o no habían tenido 
un paréntesis dictatorial (Costa Rica); he propuesto entender como nuevas democracias a 
las que resultan de la transición desde nuevos autoritarismos, ejemplificados empíricamente 
en los regímenes dictatoriales de la década de los setenta en el Cono Sur de América Latina 
(Uruguay, Chile y Argentina), tal vez más paradigmáticos que el antecedente de los sesenta 
para la región (Brasil).  
Estos regímenes dictatoriales, siendo obviamente autoritarios, han sido además 
totalitarios por su pretensión totalizante de intención fundacional o refundacional de sus 
respectivas sociedades, con distinto éxito en dicha pretensión, en función de una conjunción de 
razones, en relación a las cuales el tipo de transición (negociada, condicionada y por derrota, 
                                                 
1 Facultad de Derecho, Universidad de la República, Montevideo, Uruguay. Correo electrónico: 
yamacoro@adinet.com.uy. 
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respectivamente) más que una razón no ha sido tal vez sino una cara visible de un conjunto de 
razones profundas no inmediatamente perceptibles, dinamizadas por la aleatoriedad de elementos 
y procesos coyunturales propios de cada sociedad individualmente considerada. 
En esa perspectiva he entendido y sigo entendiendo que, en su condición de 
democracias posautoritarias o posdictatoriales, el autoritarismo y la dictadura sin dejar de 
pertenecer al pasado del presente democrático son omnipresentes en el mismo, determinando 
condiciones para la identidad sentidos, límites y posibilidades de tales nuevas 
democracias.  
En la misma lógica, he entendido y entiendo que la condición de postransicionales, 
por la que las transiciones, sin dejar tampoco de pertenecer al pasado del presente 
democrático son igualmente omnipresentes en el mismo, implican una sinergia con el 
autoritarismo y la dictadura, sobredeterminante de las nuevas democracias, cuya 
identificación como democracias cumple tal vez el papel de invisibilización, legitimación y 
consolidación de identidades cuyo status democrático puede, razonablemente, ser discutido. 
Un primer centro de interés en esta nueva aproximación se refiere a la caracterización 
nuevas democracias antes indicada, en relación a la paradigmática de Weffort. Según hemos 
consignado, Weffort identifica a las nuevas democracias por relación a las viejas 
democracias. Nuestra propuesta identifica a las nuevas democracias en relación a los nuevos 
autoritarismos. En la visión de Weffort la condición por la cual las nuevas democracias son 
nuevas está dada por la no consolidación de su status democrático en su historia anterior al 
paréntesis dictatorial: aquella no consolidación y no este paréntesis al que de cierta manera 
explica, es el fundamento de la adjetivación de nuevas para tales democracias.  
De acuerdo con nuestra propuesta, la condición por la cual las nuevas democracias 
son nuevas no depende del status de consolidadas o no consolidadas de las democracias 
antes del paréntesis dictatorial; depende sustantivamente de la novedad de este paréntesis en 
los términos de dictadura o autoritarismo de nuevo tipo, que lejos de ser un resabio de 
premodernidad como parecen haberlo sido las tradicionales dictaduras latinoamericanas, son 
una fuerte expresión de modernidad en razón de su pretensión fundacional o refundacional de 
un nuevo orden económico, social, cultural, político, ideológico, institucional y espiritual de 
identidad capitalista y liberal profundizada, por lo que son totalizantes y totalitarias.  
De esta manera, los casos de Chile y Uruguay, que en la lectura de Weffort 
ejemplifican no obstante las dictaduras de los setenta la condición de viejas democracias, 
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contrastando para el Cono Sur con el caso de Argentina que ilustra el de nueva democracia, 
en nuestra lectura los tres casos ilustrarían la condición de nuevas democracias. Las tres se 
construyen a través de transiciones desde dictaduras o autoritarismos de nuevo tipo, por lo 
que además no se trataría para ninguno de los tres casos de la restauración de una 
democracia, sino que aún bajo la aparente restauración institucional en el caso en que la 
misma pudiera disimular los enclaves o lógicas autoritarias subyacentes que de suyo 
configuran novedad, lo que desborda como novedad en el sentido fuerte, es la afirmación del 
espíritu de las instituciones para las cuales la voz de Dios ya no podrá ser la del pueblo como 
pretendía serlo en las décadas predictatoriales en experiencias populistas, desarrollistas, 
intervencionistas y reformistas, sino la del mercado de la mano de una ciudadanía y un 
sistema de partidos reconfigurados a su imagen y semejanza.  
Chile y Uruguay en ese orden producto de una transición fuertemente 
condicionada en el primer caso y negociada en el segundo, expresan más enfáticamente que el 
caso de Argentina que en la lectura de Weffort sería el único de nueva democracia en 
relación a las dictaduras de los setenta, la condición de nuevas democracias por la fuerte 
vigencia de las instituciones y de su espíritu, que son las instituciones y el espíritu de la 
modernidad capitalista y liberal profundizada en la posmodernidad: la sinergia entre espíritu 
e instituciones hace a la fuerza de su novedad, la que a nuestro juicio se revela 
complementariamente antientrópica en su identidad capitalista y entrópica en su identidad 
democrática en términos de democracia sustantiva. 
En nuestra lectura, la fuerte institucionalidad, por la que la lectura de Weffort las hace con 
justicia viejas democracias, resulta fortalecida por la recuperación e imposición del espíritu que 
debe animarlas a cuya fuerza contribuyen a su vez, con la que es propia de una institucionalidad 
consolidada, no obstante el quiebre dictatorial cuyo sentido último fue suspender transitoriamente 
su vigencia para volver a ponerlas en funcionamiento una vez que las amenazas a su espíritu 
hubieran sido neutralizadas y que este espíritu mismo se encontrara fortalecido, que es el del 
capitalismo totalizado, utópico en la década de los ochenta y nihilista a partir de la de los noventa, 
proceso que no puede ser reducido a la restauración de las instituciones.  
La recuperación e imposición de ese espíritu es en primer lugar producto del 
exorcismo llevado a cabo por el ejercicio del terrorismo de Estado por parte de las dictaduras, 
que de esa manera procuran legitimarse como cruzadas en nombre de una espiritualidad 
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superior frente a sociedades decadentes, que habilitaban la emergencia y ascenso de formas de 
sentir, pensar y actuar, heréticas y diabólicas.  
Dicho en breve, Chile y Uruguay, en cuanto viejas democracias son por ello nuevas 
democracias en las que el espíritu de las instituciones que hace a la novedad de las 
mismas, se ve legitimado por la fuerte institucionalidad, aparentemente solo restaurada, 
aunque de hecho transformada por la imposición y profundización de ese espíritu fundante: el 
espíritu del capitalismo que procura legitimarse en la institucionalidad democrática concebida 
y realizada dentro de su horizonte de sentido.  
Mientras tanto, Argentina, es el caso de nueva democracia en que el mismo espíritu 
de las instituciones parece no encontrar una institucionalidad y una cultura democráticas 
fuertes en cuya pretendida restauración asentar su legitimidad, por lo que frente a la 
aleatoriedad de las fuerzas, orientaciones, tensiones y conflictos de actores tradicionales y 
emergentes que procuran metas diferentes y contrapuestas, las astucias del espíritu deben 
extremarse en la perspectiva de una consolidación democrática conforme a la orientación de 
sentido de ese espíritu rector.  
Nuestro segundo centro de interés, segundo en el orden de la exposición, aunque 
central en la actual propuesta de análisis, está en la idea de transición a la democracia de la 
cual nos ocuparemos en lo que resta de este trabajo. 
Plantearlo en segundo lugar se justifica, porque la idea de transición a la democracia 
nace en la década de los ochenta en el seno de los nuevos autoritarismos como una 
alternativa a los mismos. Por ello el horizonte de dicha alternativa queda encerrado dentro de 
los límites del horizonte de sentido implementado por el poder autoritario como su aporte a la 
sociedad más allá de los límites de su ejercicio directo del mismo, por la colonización de las 
subjetividades.  
Si son correctas tanto la interpretación de Cecilia Lesgart como nuestra lectura de la 
misma, transición a la democracia parece haber sido antes una idea, una construcción 
intelectual, una innovación teórica, innovación conceptual o invención (Lesgart, 2003: 
19), que una práctica histórica efectiva.  
A nuestro juicio, expresa singularmente la tesis del marco categorial del pensamiento 
que hemos hecho nuestra desde planteos de Franz J. Hinkelammert, según la cual, este puede 
ser derivado de los procesos sociales mismos en los que permite ver promover y 
eventualmente realizar ciertas posibilidades pero no otras. Si ello es así, para el caso 
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específico de transición a la democracia y el juego de lenguaje que integra las teorías de las 
transiciones de los ochenta en el Cono Sur de América Latina, nos encontramos en el caso en 
que una producción del campo intelectual que con el protagonismo al interior del mismo de 
actores de la ciencia política y de cierta izquierda intelectual que en la década de referencia, 
sea al interior de los nuevos autoritarismos sea en el exilio como efecto de los mismos y, 
por lo tanto, igualmente comprendidos por ellos, traduce los procesos y horizontes sociales de 
sentido dados, en la formulación del marco categorial del pensamiento de la transición, que 
alcanzando los confines del campo cultural en su conjunto, se hace operativo en el campo del 
poder con específica visibilidad en el campo político, incluyendo régimen y sistema político, 
a través de las mediaciones del escenario político con sus actores, aportando como mediación 
conceptual la visualización y promoción de ciertas posibilidades así como su puesta en 
práctica, con la complementaria invisibilización y bloquemiento de otras eventuales 
posibilidades en el marco de las contingencias del presente-futuro.  
Transición a la democracia tiene así el rango de una idea-fuerza cuyo sentido es el 
pasaje de un régimen político a otro, que como efectivo proceso histórico en el contexto del 
Cono Sur de América Latina de la década de los ochenta, consiste en el pasaje de la dictadura 
a la democracia, en el que es imposible no reconocer las virtudes del régimen a que se llega 
entre las cuales la recuperación del estado de derecho, con lo que el mismo implica de 
garantías al ejercicio de las libertades y los derechos civiles y políticos, es de las 
objetivamente más importantes y subjetivamente más sensibles. Pero el inevitable 
deslumbramiento generado por estas garantías para el ejercicio de las libertades y derechos 
civiles y políticos, inexistentes todavía en la dictadura transicional como fase intermedia 
entre la dictadura y la transición, escamotea a la visión otras zonas del proyecto y el proceso 
transicional que tal vez no son accidentales sino componentes esenciales del sentido de la idea 
de transición a la democracia en el contexto, que se internalizan en el significado con tal 
fuerza que el término esperado de la transición, es decir, la democracia, es anticipado por 
la idea de transición y luego por su puesta en práctica, como lo otro respecto del 
autoritarismo y la dictadura que constituyen el punto de partida; legitimidad de la meta 
anticipada en el pensamiento y en la práctica, que se traslada a la idea y las correspondientes 
prácticas de la transición que procuran alcanzarla.  
Cuando en cambio se mira la idea de transición a la democracia y su puesta en práctica 
desde la postransición como es el caso, tal vez se devela que la pretendida meta de la 
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democracia como lo otro respecto del autoritarismo solamente ha sido alcanzado en el grado en 
que, como ya dijimos, tanto la idea como el proceso fueron reducidos al pasaje desde un régimen 
de gobierno a otro del régimen dictatorial al régimen democrático con lo que la 
democracia misma y por cierto también la dictadura fue reducida a esa condición de 
régimen de gobierno, esto es a su dimensión política, reducida a su vez esta dimensión en el 
marco de las sobredeterminaciones del politicismo institucionalista o institucionalismo politicista.  
Se ha ido así fortaleciendo una lógica institucional procedimentalista en la que el 
juego de las instituciones y los actores institucionalizados implica sistemas de contralores y 
contrapesos en que el principio de las mayorías se legitima por el respeto y garantías a las 
minorías, en lecturas en que las diferencias de situación, de condición o de intereses, 
parecieran tender a reducirse a diferencias de opinión, legitimando el supuesto 
procedimental de que todas deben ser democráticamente tomadas igualmente en cuenta desde 
que todas valen democráticamente igual.  
Esa lógica institucional procedimentalista en que la fuerza de los argumentos sumada 
al reconocimiento de todos los actores como argumentantes competentes, desplaza 
aparentemente a los argumentos de la fuerza, coloca en la escena a la democracia como lo 
otro respecto del autoritarismo y la dictadura.  
Más aún, la consolidación y profundización de esta institucionalidad y su espíritu, 
aventan la amenaza de un eventual retorno autoritario-dictatorial, que como régimen de 
gobierno parece quedar reducido a una experiencia del pasado. 
Desanclada la institucionalidad democrática de sus fundamentos estructurales, en la 
afirmación de una lógica de lo político que dejaría de tener el carácter de variable dependiente 
de las lógicas económicas y sociales, que es un aspecto relevante de las teorías de las 
transiciones de los ochenta, no obstante sus estimables aportes por la habilitación de la 
percepción, discernimiento y conceptualización de elementos, procesos y relaciones propios 
del campo de lo político que permiten entenderlo de un modo nuevo e intervenir en él con 
eficacia sobre nuevos fundamentos teóricos; el énfasis politicista resultante en las 
aproximaciones analíticas, críticas y normativas a lo político de las mismas, al definir un 
nuevo campo, a las virtudes de dicha definición bajo la apariencia del abandono de los 
fundamentos estructurales económico-sociales que la misma implica, el efecto eventualmente 
no intencional que genera es la reproducción de los mismos, en tanto el partido de la política 
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se juega en otro campo, con reglas que se pretenden propias, autónomamente construidas y 
ajenas a las del campo económico-social.  
La idea de transición a la democracia, conjuntamente con las de democracia y 
dictadura como regímenes de gobierno y, por lo tanto, la transición como pasaje del 
régimen de gobierno dictatorial al régimen de gobierno democrático, en el contexto del Cono 
Sur de América Latina de la década de los ochenta, son solidarias con la reproducción de las 
estructuras capitalistas. Transición a la democracia es una idea legitimadora y orientadora 
de la consolidación de la transición a un capitalismo profundizado, por lo que transición a la 
democracia como práctica es consolidación del capitalismo, utópico en las condiciones de 
los ochenta en relación a las promesas de la mano invisible del mercado y nihilista a partir de 
los noventa en tanto ya no promete mundos mejores sino que se anuncia como el único 
posible frente al cual no hay alternativas, reedición del capitalismo salvaje del siglo XIX en 
versión de la transición siglo XX a siglo XXI, que siendo una época de cambios, se trata 
fundamentalmente de un cambio de época.  
La idea de transición a la democracia, puesta en pensamiento y acción en la década 
de los ochenta en el Cono Sur de América Latina, es fundamento del consenso y la dirección 
cultural propias de las buenas maneras democráticas de la hegemonía que comienza a 
construirse, allí donde el orden capitalista, al sentirse fuertemente amenazado en el curso de 
los sesenta y setenta, había tenido que recurrir a las malas maneras autoritarias de la 
dominación dictatorial. Transición a la democracia como idea y como conjunto de prácticas 
que en ella se fundamentan, en su sentido y en su significado incluye reproducción de las 
estructuras capitalistas en las cuales está anclado el espíritu de las instituciones. 
En América Latina, transición en el imaginario social y en el debate teórico ha 
tenido inicialmente el sentido de transición de la sociedad tradicional a la sociedad moderna 
en las décadas de los cincuenta y los sesenta. Esta fue una transición hasta hoy incompleta 
que en el mejor de los casos implicó modernización sin modernidad, primado de la 
racionalidad instrumental sin las orientaciones de sentido y valor de la razón práctica.  
Hay un segundo sentido de transición emergente en las décadas de los sesenta y 
setenta, el de transición en la medida en que revolución y transición no sean 
incompatibles en razón de la carga rupturista de la primera y gradualista de la segunda del 
capitalismo al socialismo. Esta transición que el caso chileno ilustra puntualmente mejor 
que ningún otro ha resultado derrotada o fracasada, o tal vez ambas cosas entre las 
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que, siguiendo la terapéutica vazferreiriana del pensamiento, no deberíamos introducir una 
falsa oposición.  
Finalmente, el tercer sentido de transición, el que nos ha ocupado centralmente, de 
transición a la democracia, esto es, de un régimen de gobierno dictatorial a un régimen de 
gobierno democrático en la década de los ochenta, que en esos estrictos términos se presenta 
cumplida y aparentemente consolidada.  
Desde la postransición en la que hoy nos encontramos, proponemos como tesis para 
discutir y como hipótesis para profundizar la investigación sobre nuestras democracias, que 
transición a la democracia como idea y como conjunto de prácticas institucionalizadas en 
los regímenes de gobierno posdicatoriales y postransicionales vigentes, incluye en su sentido 
y en su significado las anteriores transiciones no cumplidas, por incompletad la primera y por 
fracaso o derrota la segunda.  
Justamente por ser de los tres casos, el único de transición cumplida, su cumplimiento 
parece implicar la legitimación en términos de democracia, de una modernización 
incompleta y de un capitalismo nihilista y salvaje sin alternativas.  
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CRISIS DE LA DEMOCRACIA NEOLIBERAL EN AMÉRICA LATINA 
 
 
 
Jaime Ornelas Delgado1 
 
 
Introducción: la democracia fallida 
Después de la euforia desatada en América Latina por el fin del ciclo de las dictaduras 
militares y el paso a los gobiernos neoliberales sustentados en la democracia representativa o 
de mercado, etapa que se teorizó como transición democrática,2 nuestra región ha entrado en 
un periodo de crecientes interrogantes y dudas crecientes sobre el sistema democrático que 
permitió la consolidación del modelo neoliberal en la mayor parte de los países de 
Latinoamérica. 
Aunado a lo anterior, la falta de resultados que ayuden a mejorar las condiciones 
de bienestar social de la población han provocado una creciente insatisfacción política que 
se expresa por el surgimiento de distintas expresiones del movimiento popular a todo lo 
largo de América Latina.  
El hecho es que, cuando el neoliberalismo mostró su incapacidad para resolver los 
problemas seculares de pobreza y desigualdad en nuestros pueblos, comenzó en América 
Latina un periodo de de emergencia del movimiento social que va desde la resistencia contra 
el modelo económico sustentado en la economía de mercado y su democracia de libre 
competencia limitada al proceso electoral y que reduce el ejercicio de la política a ciertos 
sectores de la sociedad excluyendo a la mayor parte de la población que desconoce lo 
complicado del quehacer político, hasta el ascenso del movimiento popular, la construcción 
de alternativas al neoliberalismo y la asunción al gobierno, por la vía electoral, de dirigentes 
                                                 
1 Centro de Investigaciones Interdisciplinarias sobre Desarrollo Regional (CIISDER), Universidad Autónoma de 
Tlaxcala, Tlaxcala, México. Correo electrónico: ornelasdelgadojaime@hotmail.com. 
2 La transición democrática sería el lapso que va de un régimen político autoritario a otro democrático. En 
consecuencia, las transiciones se delimitan, de un lado, por el inicio del proceso de disolución del régimen 
autoritario y, del otro, por el establecimiento de un sistema democrático. De esta manera, toda transición implica 
alternancia en el gobierno por la vía de las elecciones. 
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populares que alcanzaron el triunfo ofreciendo a los ciudadanos proyectos políticos y 
económicos diferentes al neoliberal. 
En una geometría por lo demás variable, los gobiernos progresistas del continente han 
sido en buena parte fruto de la movilización popular con consignas antineoliberales. El 
kirchnerismo es incomprensible sin las jornadas de 2001, el ciclo de rebeliones populares 
boliviano catapultó al primer presidente indígena, la presión popular evitó un golpe contra 
Hugo Chávez en 2002, la acumulación sindical-electoral del PT en Brasil fue la base de los 
triunfos de Lula, las sucesivas rebeliones urbano-rurales proyectaron a Rafael Correa a la 
Presidencia de Ecuador y el agotamiento ciudadano con el Partido Colorado 60 años en el 
poder movilizó al electorado paraguayo a favor de Fernando Lugo. En realidad, sólo Chile 
y Uruguay se mantuvieron fieles a una institucionalidad a prueba de fisuras a la hora de girar 
a la izquierda.  
Pero si bien actualmente transcurre un repunte político del movimiento popular en 
América Latina, en estos momentos después de una especie de pasmo de la derecha neoliberal 
que veía con azoro el derrumbe del sistema que había dado fin a la historia, presenciamos 
ahora una dura contraofensiva contra los gobiernos populares legalmente constituidos y en 
aquellos países donde el neoliberalismo mantiene su hegemonía se produce un poderoso 
embate contra el movimiento social recurriendo al sencillo expediente de criminalizarlo, 
equiparándolo en ocasiones con la delincuencia organizada, para reprimirlo utilizando el 
monopolio legal de la violencia.  
En la parte inicial la de resistencia, la aparición de los zapatistas en Chiapas o de los 
Sin tierra en Brasil, los piqueteros en Argentina o la lucha de los intelectuales contra el 
pensamiento único y los postulados del Consenso de Washington,3 los Foros Sociales 
mundiales que desde 2001 convocan a la construcción de otro mundo posible o las marchas 
                                                 
3 El discurso conservador que explicó la bancarrota fiscal del Estado de Bienestar de los años ochenta por los 
excesos del gasto gubernamental, se tradujo en un decálogo que recibió el nombre de Consenso de Washington 
por la coincidencia de recomendaciones económicas formuladas por los organismos propulsores de las reformas 
(principalmente el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), todos ellos domiciliados en la 
capital de Estados Unidos. La estrategia recomendada por el Consenso de Washington para superar el estatismo 
y alcanzar los equilibrios macroeconómicos con bajas tasas de inflación, se sustenta en los siguientes 10 puntos: 
1. Disciplina y equilibrio fiscal; 2. Priorizar el gasto público en áreas de alto retorno económico; 3. Reforma 
tributaria; 4. Tasas positivas de interés fijadas por el mercado; 5. Tipo de cambio competitivo y liberación 
financiera; 6. Apertura comercial; 7. Apertura total a la inversión extranjera a la que se dará trato de nacional; 8. 
Privatización de todos los activos públicos; 9. Desregulación de la economía; y 10. Protección a la propiedad 
privada (Borón y Gamina, 2004: 133-134; Vilas, 2000: 35). 
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de Seatle y Cancún contra la Organización Mundial de Comercio, fueron forjando un 
poderoso movimiento popular que pronto pasó de la resistencia a la construcción de 
propuestas alternativas que guiaron la ofensiva electoral que inició el resquebrajamiento de la 
hegemonía política y económica neoliberal, construida desde Pinochet, pasando por las 
diversas dictaduras militares y consolidada con los gobiernos democráticos de los Cardoso, 
los Menem, Fujimori, Carlos Andrés Pérez y los Salinas, por mencionar sólo a algunos de sus 
más conspicuos representantes.  
El primer hecho de la ofensiva electoral popular antineoliberal, fue el inobjetable 
triunfo de Hugo Chávez en 1998; más tarde, la victoria de Lula en 2002 dio nuevo impulso a 
la certeza de que el neoliberalismo era vulnerable; así mismo, la victoria en Argentina de 
Kirchner en 2003 mostró que era posible derrotar política e ideológicamente al neoliberalismo 
y a los resabios de los aparatos represivos heredados de una larga y sangrienta dictadura; 
Tabaré Vázquez en Uruguay, en 2004, fue una alentadora señal del ascenso popular y de que 
el neoliberalismo iba en retirada en Sudamérica; Daniel Ortega en 2006 en Nicaragua y, 
recientemente en Paraguay, Fernando Lugo muestran con sus triunfos irreprochables que el 
impulso popular frente al neoliberalismo no ha cesado y que todas estas victorias, conviene 
recordarlo, se produjeron con programas opuestos al neoliberalismo y derrotando a partidos y 
candidatos que ofrecían mantener la ortodoxia neoliberal. 
Particularmente los triunfos electorales de Evo Morales en 2005 y de Rafael Correa en 
2006 en Bolivia y Ecuador, respectivamente, países con abundante población indígena, así 
como el lanzamiento de la Alternativa Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América 
(ALBA) o la creación del Banco del Sur y la adhesión de Venezuela y Bolivia al Mercosur, 
dieron contornos más amplios y un sólido eje de lucha a los gobiernos populares que, además 
de alentar la participación popular en la toma de decisiones y en la conducción del gobierno y 
privilegiar la integración regional, comenzaron a construir modelos de ruptura sustentados en 
el rescate de los recursos naturales y el uso de la renta proveniente del sector energético para 
reforzar las transformaciones económicas, políticas y sociales orientadas a la construcción de 
una sociedad justa, igualitaria, incluyente y una nueva democracia participativa que el 
neoliberalismo ni siquiera se propone y que los pueblos demandan para forjar la sociedad 
postneoliberal latinoamericana. 
De ahí que, en este momento, la geografía política de América Latina muestre un 
complejo mosaico que incluye países que han emprendido intensos procesos de 
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transformación social; mientras que en otros persiste la democracia representativa de mercado 
reducida a periódicos y rutinarios procesos electorales donde los ciudadanos sólo pueden 
elegir de entre distintos candidatos, la mayor parte de ellos construidos mediáticamente, al 
que consideren el más capaz para que, en adelante, tome en su nombre las decisiones 
necesarias, excluyendo de este proceso a los ciudadanos;4 o bien , en el mejor de los casos, 
optar por alguno de los proyectos que se le presentan elaborados por expertos profesionales 
de la política que conciben al ciudadano-elector como un cliente al que es preciso ofrecerle 
un producto atractivo para obtener su voto. Esto alejó a los ciudadanos de los procesos 
electorales y se llegó a considerar que si el voto sirviera para algo ya lo habrían prohibido. 
 
 
La crisis de la democracia de mercado 
Ciertamente, la culminación de la transición democrática abrió entre los pueblos de América 
Latina la expectativa de pasar de la democracia representativa, esencialmente indirecta, 
electoral y de mercado a otra donde se profundizara la participación social y la política que 
implica la participación más cercana a la toma de las decisiones y que ésta se convirtiera en 
quehacer cotidiano de la población. Sin embargo, no ocurrió así y, por el contrario, se 
reforzaron las formas autoritarias heredadas del antiguo régimen y los actores políticos 
siguieron siendo los mismos de antes, sólo que ahora aliados a la nueva tecnoburocracia (la 
que tiene el saber pero no el capital) que asumía las tareas de gobierno para servir 
exclusivamente al proceso de reproducción capitalista bajo la consideración de que el 
crecimiento, tarde que temprano, traería como consecuencia necesaria la distribución de la 
riqueza y el ingreso, que bajo la modalidad neoliberal del capitalismo se concentraban 
escandalosamente.  
En todo caso, la democracia no se consolidó como era su única posibilidad: 
profundizando y ampliado la participación social en la toma de las decisiones y la conducción 
                                                 
4 Al respecto de la democracia representativa, dice Bobbio (1996: 35ss.): Que es la forma de gobierno en la que 
el pueblo no toma las decisiones que le atañen, sino que elige a sus representantes que deben decidir por él [...] 
La democracia representativa nació de la convicción de que los representantes elegidos por los ciudadanos son 
capaces de juzgar cuales son los intereses generales mejor que los ciudadanos, demasiado cerrados en la 
contemplación de sus intereses particulares, y por tanto la democracia indirecta es más apropiada para lograr los 
fines para los cuales había sido predispuesta la soberanía popular [...] El diputado una vez elegido no debe 
comportarse como hombre de confianza de los electores que lo llevaron al parlamento sino como representante 
de la nación. 
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del gobierno nacional. ¿Qué ocurrió? La consolidación de la democracia en el sentido 
mencionado, sólo podía ocurrir una vez que se legitimaran instituciones y reglas acordadas y 
creadas con la participación de todos los actores políticos y sociales. En cambio, la 
democracia bajo el neoliberalismo se convirtió en el juego electoral que todos los grupos de 
poder aceptan jugar bajo las reglas e instituciones que se han creado y funcionan al margen de 
la ciudadanía, que resulta ser la invitada de piedra en esa forma de democracia. En otros 
términos, la democracia tal como la concibe la derecha neoliberal, es un juego donde todos 
los actores se someten a las reglas que en buena medida sólo pueden cumplir sobre todo 
financieramente quienes detentan el poder económico, político o mediático.  
De esta manera, la democracia que se instituyó después de concluir el ciclo de las 
dictaduras militares, más que sustentarse en la movilización popular lo hizo con la 
competencia electoral exclusiva entre los agentes y representantes de los grupos 
económicamente hegemónicos que accedieron al poder. Por eso, una de las características de 
esa democracia es que, al final de los procesos electorales, todos los actores aceptan los 
resultados sin que nadie intente cuestionarlos, a no ser que se quiera correr el riesgo de ser 
acusado de subversivo o insensato al no apegarse a las decisiones asumidas por las las 
instituciones nacionales. Acatar los resultados, aunque impliquen una derrota con 
manifiestas irregularidades en el proceso electoral, resultará siempre preferible para las 
fuerzas que apoyan y lucran con esa democracia dominada por profesionales de la política 
al demencial intento de cuestionar el proceso o enfrentar los fallos de las instituciones que 
regulan los procesos electorales, en tanto eso resulta más o menos suicida enfrentar al poder. 
El caso es que este sistema democrático electoral, basado en la libre competencia, no 
logró consolidarse debido a que se sostiene bajo determinadas condiciones políticas limitadas 
al conjunto de instituciones y agentes que comparten el poder o tienen interés en sostenerlo, 
excluyendo a los sectores populares que aspiran, mediante el ejerció de la política, a impulsar 
cambios reales en la sociedad. 
Todo lo anterior fue provocando una creciente insatisfacción social en América Latina, 
debido a los saldos políticos de esta democracia indirecta y de mercado lo cual, además, ha 
acentuado la desconfianza respecto de los actores sociales que usufructúan el quehacer 
político, concebido como campo exclusivo de profesionales empeñados en conservar las 
instituciones y las reglas que les han permitido acceder al gobierno y sostenerse en él, incluso 
legitimarlo, cuando la rueda de la fortuna política los coloca en la oposición, todo esto 
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excluyendo de la política a grandes grupos de la sociedad, tal y como lo hace el mercado con 
quienes carecen de poder de compra. 
De otra parte, la competencia electoral se convirtió también en factor de exclusión 
política ya que los grupos populares para entrar a la lisa electoral carecen de los recursos de 
marketing político del que disponen en abundancia los dueños del poder. En esta democracia, 
cómo en el mercado, el mayor poder económico determina quienes están en mejores 
condiciones de controlarlo e influir sobre los consumidores, en este caso sobre los electores.  
A esto hay que agregar dos de las dimensiones que apresuran la crisis de la 
democracia representativa en América Latina y que terminaron por fortalecer al movimiento 
popular hasta el grado de permitirle triunfar en procesos electorales con todo en contra: una de 
esas dimensiones es la deuda social que el neoliberalismo contrajo con los pueblos y, la otra, 
es el evidente y generalizado debilitamiento del Estado de Derecho.  
 
 
La deuda social 
La deuda social de la democracia de mercado, se refiere no sólo a la ausencia de crecimiento 
económico sostenido capaz de resolver las aspiraciones populares de bienestar (empleo, 
educación, salud, vivienda, alimentación, etcétera), sino también a la cancelación del proceso 
permanente y progresivo de inclusión, integración y movilidad social.  
En efecto, el panorama social de América Latina bajo los gobiernos neoliberales se ha 
deteriorado lamentablemente y, ahora con la crisis general que vive el capitalismo, hay cada 
vez más personas viviendo en condiciones de pobreza e indigencia, con todo lo que eso 
significa en términos de marginación y exclusión social. 
Actualmente, América Latina es una de las regiones más desiguales del mundo. 
Respecto del ingreso nacional, es notoria su concentración en los hogares de ingresos medio 
altos y altos. En los 9 países seleccionados que se muestran en el cuadro 1, el 30 por ciento de 
los hogares con mayores ingresos, en todos los casos, concentran más del 50 por ciento del 
ingreso nacional; llegando al extremo en Brasil y Bolivia, donde esos sectores de la población 
concentran el 69.6 y el 69.3 por ciento del ingreso nacional, respectivamente, aunque no están 
lejos de ellos Chile (donde los hogares de ingreso medio alto y alto obtienen el 65.6 por ciento 
del ingreso) y Colombia (país en el cual ese tipo de hogares dispone del 66.4 por ciento de 
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ingreso nacional). A su vez, Brasil es la sociedad que muestra la mayor concentración del 
ingreso, aunque es Bolivia el país donde el 40 por ciento de los hogares más pobre recibe el 
menor ingreso, apenas 9.4 por ciento del total. (Cuadro 1) 
El hecho de que en ninguno de los países seleccionados, con excepción de Uruguay, 
los hogares pobres (el 40 por ciento del total) obtengan más allá del 16 por ciento del ingreso 
nacional, puede permitir suponer las enormes carencias de la población que no tiene acceso a 
los bienes y servicios públicos y privados indispensables para la sobre vivencia. 
 
CUADRO 1 
AMÉRICA LATINA: DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DEL INGRESO EN 9 PAÍSES SELECCIONADOS 
(PARTICIPACIÓN POR DECILES EN EL INGRESO NACIONAL 2005) 
País Hogares pobres 
(40% del total) 
Hogares con ingreso 
medio (30% del total) 
Hogares con ingreso medio 
alto (20% del total) 
Hogares más ricos 
(10% del total) 
Argentina 16.1 22.5 25.2 36.2 
Bolivia 9.4 21.3 28.3 41.0 
Brasil 11.9 18.5 25.0 44.6 
Chile 13.7 20.7 25.5 40.1 
Colombia 12.2 21.4 25.4 41.0 
Costa Rica 15.2 26.2 29.9 28.7 
México 13.3 22.4 27.8 36.5 
Uruguay 21.6 25.0 25.6 27.8 
Venezuela 14.8 26.1 28.3 30.8 
Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). 
 
En México, los hogares de ingresos altos y muy altos, que representan el 30 por ciento 
del total de hogares existentes en el país, obtiene el 64.3 por ciento del ingreso total y el 40 
por ciento de la población apenas logra el 13.3 por ciento. En cambio, el país donde mejor se 
distribuye el ingreso es Uruguay pues aunque su población más rica obtiene el 53.4 por ciento 
del ingreso nacional, los hogares pobres no lo son tanto, comparados con los demás países en 
términos de ingreso, ya que obtienen el 22 por ciento del ingreso nacional, lejos de Argentina, 
el país que le sigue donde ese tipo de hogares obtiene apenas el 16 por ciento. 
La desigual distribución del ingreso, entre otros factores, ha determinado que los 
niveles de pobreza e indigencia en América Latina hayan crecido a lo largo de toda la era 
neoliberal. En efecto, si bien en 1980 el total de pobres en la región ascendía a 136 millones 
de personas, en 2005 habían aumentado a 209 millones, es decir, hubo 73 millones más de 
pobres en apenas dos décadas y media, casi tres millones por año. 
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En el caso de los latinoamericanos que viven en condiciones de indigencia, en 2005 
sumaban ya 81 millones, mientras que 25 años antes eran 62 millones, lo que significó un 
aumento de 19 millones de indigentes en ese lapso (Cuadro 2). 
 
CUADRO 2 
AMÉRICA LATINA: POBLACIÓN POBRE E INDIGENTE 1980-2005a 
(MILLONES DE PERSONAS) 
POBRESB INDIGENTESC 
Año Población %* Población %* 
1980 135.9 40.5 62.4 18.6 
1990 200.2 48.3 93.4 22.5 
1997 203.8 43.5 88.8 19.0 
1999 211.4 43.8 89.4 18.5 
2002 221.4 44.0 97.4 19.4 
2004 217.4 42.0 87.6 16.9 
2005 209.0 39.8 81.1 15.4 
(a) Corresponde a 19 países de la región. (b) Personas con ingresos inferiores a la línea de 
pobreza. Incluye a los indigentes. (c) Personas con ingresos inferiores a la línea de 
indigencia.  
(*) El porcentaje es respecto al total de la población. 
Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de las 
de las encuestas de los hogares en 19 países seleccionados de América Latina y el Caribe. 
 
En términos relativos, la disminución de la pobreza y la indigencia es desalentadora 
pues si en 1980 a los comienzas de la era de la mayor parte de los gobiernos neoliberales en 
América Latina el 40.5 por ciento de los latinoamericanos vivía en esas condiciones para el 
2005 estaban en esa situación el 39.8 por ciento de la población total, una reducción de apenas 
siete décimas en 25 años, lo que muestra de manera indudable la impotencia estratégica del 
modelo neoliberal que, a lo largo de tres décadas, ha dado muestras de su evidente 
incapacidad para resolver los ancestrales problemas de desigualdad y pobreza que asolan a 
nuestra región. 
La limitada capacidad de respuestas satisfactorias de los gobiernos neoliberales a las 
urgentes demandas de la población, se ha traducido en una creciente insatisfacción social y, 
paulatinamente, ha ido restado legitimidad a las instituciones democráticas que trajo consigo 
el propio modelo neoliberal. Al mismo tiempo, esta situación provoca un creciente 
distanciamiento con los partidos políticos y aumenta la desconfianza en las instituciones 
democráticas y los actores políticos. En México, por ejemplo, las instituciones de las que más 
desconfían los ciudadanos son los partidos políticos y todas aquellas relacionadas con lo 
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electoral; de la misma manera, son los políticos profesionales los que mayor rechazo y 
desprecio reciben de la población. 
 
 
Debilitamiento del Estado de Derecho 
La otra dimensión que cuestiona a la democracia de mercado en que se sustenta la economía 
neoliberal, es el debilitamiento del Estado de Derecho,5 situación provocada por la aparición y 
la fuerza adquirida recientemente por los poderes privatizados (o fácticos), como los 
denomina ODonnell (2002: 320-321), en referencia a la ausencia del Estado legal, en el que:  
Las leyes formalmente vigentes son aplicadas (sólo ocasionalmente, y), cuando lo son, de modo 
intermitente y diferencial. Lo que es más importante, esta ley segmentada está sumergida en la ley 
informal decretada por los poderes privatizados (fácticos) que de hecho gobiernan esos sitios [...] Se 
trata de sistemas subnacionales de poder que [] tienen una base territorial y un sistema legal informal 
pero bastante efectivo convertidos en una especie de gobierno paralelo al legalmente constituido.  
El narcotráfico y el crimen organizado son representativos de este tipo de poderes 
privados, en tanto disponen de una considerable capacidad para disputar, en determinados 
espacios territorios, el ejercicio de la violencia al Estado, que formalmente tiene el monopolio 
legal aunque no siempre legítimo de su empleo. De esta manera, los grupos criminales 
organizados llegan a imponer su propia legalidad mediante la generación de mecanismos de 
coerción y corrupción, o la generalización del miedo. 
En México el gobierno de Felipe Calderón ha emprendido la guerra contra el 
narcotráfico que según dice va ganando, sin embargo en el mapa adjunto se observa el enorme 
territorio (que cubre 12 de las 32 entidades que integran la República), donde los grupos de 
narcotraficantes tienen influencia y disputan día a día con el gobierno su presencia en esos 
sitios.  
La guerra emprendida por el gobierno federal, que ahora será financiada con recursos 
estadunidense provenientes de la llamada Iniciativa Mérida que contempla una ayuda al 
                                                 
5 El liberalismo es una doctrina del Estado limitado tanto con respecto a sus poderes como a sus funciones. La 
noción común que sirve para representar al primero es el estado de derecho; la noción común para representar el 
segundo es el estado mínimo [...] Por estado de derecho se entiende en general un Estado en el que los poderes 
públicos son regulados por normas generales (las leyes fundamentales o constitucionales) y deben ser ejercidos 
en el ámbito de las leyes que los regulan [...] Entendido así, el estado de derecho refleja la doctrina de la 
superioridad del gobierno de las leyes sobre el gobierno de los hombres (Bobbio, 1996: 17 y 18). 
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gobierno mexicano por mil 200 millones de dólares en 3 años, ha ocasionado en 2008 cerca 
de 2 mil 500 muertos y 5 mil 620 ejecuciones en los dos primeros años del gobierno de Felipe 
Calderón. Violenta situación caracterizada por una larga secuela de enfrentamientos donde la 
correlación de fuerzas no siempre ha sido favorable al gobierno federal, pese a la retórica del 
autoengaño oficial que, un día sí y otro también, afirma que el Estado va ganando la guerra 
contra el crimen. 
 
 
 
Finalmente, el recuento de batallas a lo largo de casi año y medio de operativos 
policiaco-militares traza una singular geografía que involucra los cuatro puntos cardinales del 
territorio nacional: Baja California, Sinaloa, Sonora, Chihuahua, Tamaulipas, Aguascalientes, 
Nuevo León, Zacatecas, Michoacán y Guerrero, a los que se han sumado recientemente 
Jalisco, Veracruz, Chiapas (en la frontera sur del país) y Durango que hasta entonces se 
habían visto exentas de la presencia del narcotráfico (Tirado, 2008: 8). 
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En un estudio realizado por Eduardo Buscaglia (2008), investigador del Instituto 
Tecnológico Autónomo de México, experto en temas de seguridad nacional, afirma que: 
Lejos de acabar con uno de los negocios más redituables del mundo, que según la ONU genera 
ganancias cercanas a 300 mil millones de dólares anuales, el gobierno mexicano se enfrenta a la 
violencia cada vez más avasallante del narco un conjunto de agrupaciones mejor organizadas, pero 
también a otro flagelo: los feudos creados por éstas [...] Debido al vacío de poder y al abandono de las 
políticas sociales, entre otras razones, los grupos de narcotraficantes realizan una especie de 
feudalización en varias regiones del país donde la fuerza del Estado no puede revertir la falta de 
credibilidad que arrastra [...] El narco avanza en sus planes de expansión: financia campañas de 
presidentes municipales, diputados locales, legisladores, federales gobernadores y así seguirá hasta 
alcanzar el poder absoluto [...] Los estados que más aceleradamente se precipitan hacia la llamada 
feudalización del narco son Tamaulipas, Coahuila, Chiapas, Colima, Chihuahua, Baja California, 
Sonora, Sinaloa y Nuevo León, donde los cárteles ya se fundieron con las clases política y empresarial 
(Ravelo, 2008: 29-29). 
El poderío del narcotráfico es tal que ha logrado penetrar en los círculos del poder, 
incluso los cuerpos de seguridad nacionales e internacionales (como la Interpol), han sido 
controlados por los cárteles de la droga. En un reportaje de investigación titulado Capos los 
verdaderos jefes de la SIEDO (Subprocuraduría de Investigación Especializada en 
Delincuencia Organizada), con información proveniente de fuentes oficiales se concluye lo 
siguiente: 
La amplia red de protección del narco incluye a funcionarios de primer nivel de la Secretaría de 
Seguridad Pública, así como agentes y comandantes de la Policía Internacional (Interpol), de la Policía 
Federal Preventiva y efectivos del Ejército Mexicano que servían por igual a los intereses criminales de 
cinco cárteles mexicanos a cambio de fuertes pagos en dólares.  
Los cárteles de Sinaloa y del Golfo, los hermanos Beltrán Leyva, Los Zetas, y La Familia pagaban a 
funcionarios civiles y militares de varias dependencias, y no sólo de la SIEDO, para que informaran 
sobre operativos, cateos, órdenes de aprehensión y cualquier otra cosa que les requirieran. De hecho, los 
primeros fungían como los verdaderos jefes de esa dependencia. Así, eran los narcos quienes dirigían la 
lucha antinarco del gobierno de Felipe Calderón (Ravelo, 2009: 13). 
La penetración ha sido tan profunda, que hubo un momento en que de la Casa 
Presidencial salía diariamente información a las organizaciones de narcotraficantes sobre las 
actividades que realizaría ese día el presiente de la República.  
Otros poderes fácticos que se pueden mencionar, aunque tienen propósitos distintos a 
los del crimen organizado pero que actúan también en el sentido de vulnerar el Estado de 
Derecho, son los grupos empresariales organizados y los medios de comunicación cuando se 
constituyen como monopolios o las organizaciones paramilitares y secretas de la ultraderecha, 
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que se han constituido en actores que al tiempo de proclamar la democracia la desvirtúan para 
ponerla a al servicio de sus intereses facciosos. 
Con todo esto, la democracia de mercado ha perdido legitimidad entre grandes núcleos 
de la población latinoamericana y, aunque de manera desigual dadas las condiciones concretas 
de cada país, el movimiento popular ha ido dando respuestas que, de una u otra manera, 
tienden a superar la democracia neoliberal, lo que ha dado lugar a la formación de una 
interesante geografía política en América Latina. 
 
 
La nueva geografía política de América Latina 
La rebelión de los excluidos de siempre contra la democracia de mercado, rebelión que en 
algunos casos han logrado su ascenso al aparato gubernamental una de las partes del 
poder, ha modificado la geografía política de la región para formar otra inédita que ofrece 
mejores perspectivas para el ejerció de la soberanía nacional, la integración regional sin 
supeditaciones y la construcción de un sistema democrático participativo e incluyente que 
permita a los pueblos decidir sobre el rumbo y características de su actividad económica que 
debe estar sometida a la razón social. 
Lo significativo es que, aprovechando los resquicios que dejaba la democracia 
representativa, enfrentando a los poderes fácticos, a campañas sucias y de miedo difundidas 
por los medios de comunicación, el movimiento popular accedió al gobierno por la vía 
electoral ya que logró imponer, además del consenso de la necesidad del cambio social, la 
mayoría de votos en los procesos electorales, triunfo que difícilmente podían negar los 
gobiernos neoliberales con la excepción del de México donde las irregularidades del 
proceso en la elección presidencial de 2006 pusieron en duda los resultados oficiales, a no 
ser que decidieran desconocer del estado de derecho que les había permitido ellos mismos, 
durante la transición democrática, asumir el gobierno. Y, efectivamente, no negaron los 
resultados a pesar de las campañas de mentiras y calumnias contra los candidatos populares, 
aunque sí decidieron pasar a la ofensiva contra esos gobiernos legalmente electos, etapa que 
hoy se vive con mayor intensidad en Bolivia, Argentina y Ecuador. 
La nueva geografía política, a grandes trazos, puede expresarse de la siguiente manera: 
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1. Hay un grupo, cada vez más pequeño, de países que mantienen la democracia 
representativa de mercado y la modalidad neoliberal en la economía, como México, Perú y 
Colombia que, sin embargo, han ido experimentando un proceso de deterioro democrático y 
social, mostrando además su incapacidad para integrar a la población a la vida política; así 
mismo, en esos países los gobiernos neoliberales han aumentado su deuda social con grandes 
sectores de la población, particularmente los indígenas, como es el caso de Perú y México, 
donde el gobierno de Felipe Calderón sigue sin lograr la legitimidad que le negaron las urnas. 
De ahí la creciente inestabilidad interna y el surgimiento de movimientos populares que 
cuestionan a los gobiernos neoliberales y sus resultados.  
En el caso particular de México, el neoliberalismo ha significado el estancamiento 
económico y la falta de una estrategia de desarrollo que retome el crecimiento sostenido y 
permita renovar las políticas públicas, particularmente educativas, de salud, vivienda, 
científicas y tecnológicas, así como el crecimiento del empleo bien pagado. Además, el país, 
sobre todo en los últimos años, ha perdido liderazgo y presencia internacional por su 
acercamiento con Estados Unidos, lo que le ha restado autoridad política en Latinoamérica. 
Pero además, en México el estado de derecho se encuentra a la defensiva frente a un creciente 
avance el crimen organizado, las presiones de los monopolios de la radio y la televisión, así 
como de los grupos secretos de la ultraderecha como El Yunque, de notoria influencia en el 
actual gobierno de Felipe Calderón. 
Pero el peor fracaso de la democracia de mercado en México, se dio en el proceso 
electoral de 2006 que culminó con una serie de decisiones de las instituciones que sirvieron 
para violentar la voluntad popular, lo que generó una intensa movilización masiva de 
ciudadanos no conformes con los resultados y que decidieron reconocer al candidato 
despojado del triunfo como Presidente Legítimo de México. Ese conflicto mostró tensiones 
en el marco institucional y de la vinculación de éste con los actores políticos y sociales que 
desempeñaron un papel significativo en el proceso electoral, al grado que se ha estado en los 
límites de la ruptura del marco institucional y legal. 
2. Brasil y Argentina, dada su complejidad y las tendencias electorales recientes, 
parecen avanzar más lentamente en el mandato de construir una democracia alternativa y una 
economía sometida a la razón social. 
En el caso de Brasil, si bien el gobierno de Lula no termina por romper con la 
democracia de mercado el movimiento popular parece empujar por una vía distinta, de mayor 
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compromiso con las demandas de los trabajadores de la ciudad y de los sin tierra en el 
campo. Sin embargo, Brasil, a diferencia de México, está teniendo un mayor éxito en su 
estrategia tanto de desarrollo como de inserción en el contexto económico internacional; 
como lo muestra su activa política exterior tanto en su impulso al Mercosur como en la 
multiplicación de sus relaciones económicas internacionales y su creciente presencia 
diplomática a nivel mundial. Esta situación, le da una mayor presencia y fortaleza al capital 
financiero brasileño, que sería el principal opositor a la profundización de los cambios 
democráticos.  
De cualquier manera, la hegemonía del gobierno de Lula en el Cono Sur empieza a ser 
evidente y le favorece sostener un anti norteamericanismo en el discurso popular y fortalecer 
los nexos con los capitales extranjeros, que en 2007 hicieron de la economía brasileña la 
mayor receptora de inversión extranjera en América Latina. 
El caso de Argentina es especial ya que en cuanto más ha rechazado la democracia de 
mercado y se logran avances hacia una democracia participativa, la vieja oligarquía 
exportadora ofrece una férrea oposición que agudiza las contradicciones sociales. Sin 
embargo, el poder e influencia del movimiento popular los piqueteros, las madres de mayo 
y el renacimiento de una corriente de izquierda surgida del movimiento antineoliberal, 
permiten ver con cierto optimismo el futuro de la democracia participativa en este país. 
3. Venezuela, Bolivia y Ecuador por su parte, son naciones donde se han mantenido los 
mecanismos electorales que han permitido el ascenso de gobiernos ampliamente apoyados por 
las masas populares y han empezado a realizar acciones para profundizar la participación de la 
población en la vida política, permitiendo a los grupos que lograron hacer realidad el triunfo 
electoral una mayor incorporación a la toma de decisiones y la conducción política del país, lo 
que incluye la creación y uso de figuras como el referendo revocatorio y otros que alientan la 
participación de la población en las decisiones trascendentes para la marcha del país. 
Asimismo, se ha iniciado una política de bienestar social participativa en la que la 
población define la orientación del gasto, la duración de los programas, vigila el cumplimiento 
de las metas y objetivos y modifica en cualquier momento el proyecto si los resultados no son 
los esperados; esta política incluyente, que empieza a mejorar la distribución de la riqueza y el 
ingreso de ahí las confrontaciones con los sectores privilegiados del neoliberalismo que 
rechazan esas políticas y sus propósitos redisitributivos, desborda las reglas e instituciones de 
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la democracia de mercado y, en todo caso, aunque no las excluye, si vulnera los privilegios de 
las elites y los sectores de más altos ingresos.  
En este grupo de naciones se viven situaciones de alta tensión debido a las resistencias 
de los sectores de derecha desplazados del gobierno y la grosera intromisión de Estados 
Unidos, que tiene en Colombia el peón de brega para mantener la tensión con Ecuador y 
Venezuela, así como en toda la región pues el presidente de Álvaro Uribe sostiene que es 
legítima la intervención militar en cualquier país si está en riesgo la seguridad de Colombia. 
Significativamente, en Ecuador y Bolivia existe un alto porcentaje de población 
indígena y grandes desigualdades económicas, sociales y culturales tanto como regionales. La 
democracia de mercado enfrentada a los desafíos consistentes en la afirmación de identidades 
culturales y reivindicaciones nacionalistas, fue incapaz de ofrecer respuestas satisfactorias y la 
población decidió cambiar el rumbo. 
La contraofensiva de la derecha, en el caso de Bolivia, ha elevado la tensión al grado que 
el conflicto entre buena parte de la población y la oligarquía se encuentra en los límites de la 
desintegración territorial de lo que es hoy el Estado boliviano. En el caso de Ecuador aunque 
Guayaquil ha mostrado su tendencia separatista, el problema mayor se está viviendo frente a las 
agresiones y amenazas que ha iniciado Colombia; sin embargo, la movilización social y su triunfo 
popular en la aprobación de la nueva Constitución Política muestran la fortaleza del presidente 
Rafael Correa. 
4. En América Central hay diferentes grados de precariedad respecto de la democracia, 
incluso de la de mercado. 
El caso Costa Rica, es quizá una excepción donde los procesos electorales han 
afianzado al actual gobierno neoliberal. En Nicaragua, el triunfo de Daniel Ortega parece 
modificar el rumbo que habían trazado los gobiernos del neoliberalismo rampante que 
hundieron a la población en la mayor miseria, aunque ahora enfrenta la ofensiva política de 
los grupos de derecha y la crítica de importantes sectores del sandinismo original.  
En Guatemala, la presencia política del ejército y la violencia de los grupos 
paramilitares se han convertido en el sostén de la democracia de mercado, donde la mayoría 
de la población, que es indígena, continua marginada y oprimida. Sin embargo, el actual 
presidente ha sido una sorpresa pues parce inclinarse a mejorar su participación con los países 
que han iniciado el cambio en América Latina. Honduras es una democracia electoral incapaz 
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de permitir superar sus condiciones de pobreza, aunque recientemente también parece que hay 
una alentadora rectificación del rumbo ya que su gobierno decidió integrarse al ALBA. 
En cuanto a El Salvador, a pesar de los equilibrios entre los gobiernos de derecha y la 
oposición de izquierda, ha surgido un tipo de violencia generado por la marginación social: la 
de las bandas juveniles marasalvatrucha que a su vez han provocado violentas reacciones de 
grupos paramilitares y políticas de exterminio. Este fenómeno de los marasalvatrucha se ha 
extendido a toda América Central, ha penetrado en México y, recientemente, ha dado 
muestras de existencia en Estados Unidos. 
En Panamá está por concluir el quinquenio del presidente Martín Torrijos (2004-2009) 
quien a pesar de las expectativas que despertó se mantuvo comprometido con las políticas 
neoliberales impuestas por las instituciones financieras internacionales. Si bien su gobierno 
generó un cierto crecimiento económico, éste sólo favoreció a los especuladores y más 
pobreza entre los trabajadores y en las capas medias. Bajo su gestión se incrementaron las 
desigualdades sociales y económicas en el país.  
En síntesis, en América Central persisten muchas carencias endémicas. Superadas las 
guerras civiles perduran las graves desigualdades sociales al lado de las viejas formas de 
violencia, como de las bandas juveniles y los grupos paramilitares que los combaten y 
aquellas vinculadas con el incremento del narcotráfico, crimen organizado y tráfico de 
personas. En este contexto, estamos ante democracia débil y, por tanto, vulnerable. 
5. En el Caribe el caso más paradigmático por su gravedad es el de Haití, una 
democracia tutelada por la ONU donde la profundidad de la crisis social y económica la hacen 
aparecer como inviable, lo mismo que a cualquier gobierno que pueda asegurar su 
permanencia y sobre todo la seguridad, garantías civiles y la protección de los derechos 
humanos y un bienestar mínimo para la población. 
 
 
La contraofensiva de la derecha 
Después de la diversas derrotas electorales y superado el pasmo, la derecha inició una fuerte y 
concertada contraofensiva que asume formas distintas según el país donde se lleve a cabo 
pero que tienen como eje común la crítica a la presencia del Estado en la actividad económica 
y sus acciones de rescate de la soberanía nacional en la explotación de los recursos naturales; 
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haciendo énfasis en la corrupción, pero siempre centrada en el gobierno y nunca en el sector 
privado; otras veces se provoca el desabasto y se promueve la autonomía de los gobiernos 
regionales atentando contra la unidad nacional; y se defiende la libertad de expresión como 
privilegio de los monopolios mediáticos que, sin embargo, siguen sus campañas de mentiras y 
calumnias contra el movimiento popular y los gobiernos que emanan de ellos. 
Por supuesto, la ofensiva neoliberal se sustenta también en la oposición a cualquier 
intento de reforma agraria, a los cambios constitucionales que traten de abrir avenidas más 
anchas a la democracia y, claro, se oponen a las nacionalizaciones prefiriendo siempre a la 
inversión privada aunque sea nacional dirán resignados, que a cualquier forma de 
participación estatal. 
Ideológicamente, la derecha parte de hacer creer a la población que el capitalismo es 
por esencia desigual y no se puede cambiar; por lo tanto es una ilusión la distribución de la 
riqueza y concluyen en que es mejor dejar las cosas como están, tratando únicamente de evitar 
que la desigualdad llegue a extremos que ponga en riesgo la estabilidad necesaria a la 
acumulación de capital (Molina, 2008). 
Critican también el uso de la renta de los recursos energéticos para resolver los 
problemas inmediatos, pues dicen destruyen las formas alternativa de producción y se 
indignan llamando socialismo rentista a lo que ocurre en Venezuela (León-Briceño, 2008). 
Sin duda, las críticas convienen si se convierten en materia de reflexión, pero no son 
pertinentes cuando hablan de destrucción de formas alternativas que nunca han existido y se 
pretende que la renta petrolera no se use, o deje de usarse, como palanca del desarrollo y 
cambiar la estructura social construyendo una economía que ponga por delante las 
necesidades sociales. 
Finalmente, forjar junto con la población una economía que procure el bienestar social 
antes que la ganancia del capital, lo que le da un sentido distinto a la economía, bien puede 
garantizar una larga vida a la democracia que se construye actualmente en América Latina. 
 
 
Conclusión 
El neoliberalismo en América Latina ha fracasado no sólo en lo económico. El crecimiento 
que se propuso, la mejoría en la eficiencia del gasto público, el mercado como el mecanismo 
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más eficiente para asignar los recursos productivos o la constitución de monopolios privados 
a partir de la venta de las empresas estatales, son parte de sus pobres resultados.  
Pero también hay que atribuirle al neoliberalismo la enorme deuda social que ha 
contraído con los pueblos de la región. El desempleo, la pobreza y el saqueo de los recursos 
naturales forman parte de los saldos sociales de esa modalidad del capitalismo.  
En términos de la democracia que el neoliberalismo propuso para sustituir a las 
dictaduras militares, las cosas no han ido mejor. La política como ejercicio democrático, se ha 
circunscrito a sectores reducidos de la sociedad latinoamericana, excluyendo a la mayor parte 
de la población a la que sólo se le concede capacidad para elegir entre candidatos o programas 
pero no participar en la selección de candidatos o en el diseño de los programas de gobierno; 
los ciudadanos lo son sólo parcialmente: siempre electores jamás gobernantes. 
Para superar este déficit democrático, los pueblos de América Latina tuvieron que 
pasar de la resistencia a la ofensiva antineoliberal y luego a la elaboración de propuestas 
alternativas que guiaron la participación electoral masiva. Sólo así, con un programa 
alternativo y una consciencia clara de que otro mundo era posible, pudieron los movimientos 
sociales obtener victorias electorales legítimas e indiscutibles que les permitieron acceder al 
gobierno en un ambiente profundamente hostil y agresivo. 
Pero los sectores desplazados del gobierno por los triunfos populares, han iniciado una 
contraofensiva que tensa la situación actual en la disputa entre lo que no acaba de morir y lo 
que no termina por nacer. 
Sin duda, la construcción de una nueva democracia no ha sido nunca, ni lo será alguna 
vez, sencilla. Es, por el contrario, un proceso lleno de acechanzas y peligros. Como en toda 
transición de una época a otra, existen riegos de retroceso, de ahí que los gobiernos populares 
que construyen la época postneolieral latinoamericana han de sostener el movimiento social y 
apresurar los cambios que permitan profundizar en la democracia participativa de acuerdo a la 
idiosincrasia de cada pueblo y a su nivel de conciencia. 
Junto con ello, habrá de construirse una economía que parta de comprender, como 
políticamente ya se ha confirmado, que la crisis actual tiene su origen, por un lado, en el 
fundamentalismo que ha insistido desde hace más de 30 años en que el mercado debe y puede 
resolver de manera suficiente y satisfactoria los problemas que él mismo ha creado a la 
economía nacional y, por el otro, de la enorme dependencia de nuestras economías hacia la 
estadunidense. 
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En realidad, dada la evidencia empírica se sabe que con el libre funcionamiento del 
mercado los frutos del crecimiento no se filtran hacia abajo, ni siquiera por goteo, para 
beneficiar a toda la población. Nunca ha sido así, en ningún periodo y en ninguna parte. No 
tiene sentido, ni solidez el plantear que primero hay que crecer y después distribuir. Por el 
contrario, hay que crecer distribuyendo. En todo caso, el empleo bien pagado y el bienestar 
social deben ser detonantes del desarrollo no su resultado. 
Por su parte, la dependencia es circunstancia no destino. Hay que reconocer que la 
dependencia sólo disminuirá en la medida que se fortalezca y expanda el mercado interno 
regional. Con un merado interno regional sólido y en crecimiento, la actividad productiva de 
las economías latinoamericanas dependerá cada vez menos de lo que suceda en la economía 
estadunidense. Esto, por supuesto, exige apresurar el proceso de integración de América 
Latina que es hoy, más que nunca, objetivo prioritario de la nueva sociedad postneoliberal 
latinoamericana.  
De la misma manera, todos los instrumentos y las políticas de que disponen los 
estados nacionales deben sumarse y orientarse al único propósito de promover el desarrollo 
social y no sólo el crecimiento, que por sí mismo no garantiza mejorías en el bienestar de la 
población.  
No se trata entonces, como lo proponen los economistas y políticos defensores del 
capitalismo, de tan sólo hacer frente a la crisis, tal vez ese sea su mezquino propósito; por el 
contrario, el movimiento social debe aprovecharla para crecer, elevar sus niveles de organización 
y movilizarse para romper en definitiva con el neoliberalismo e implantar un nuevo modelo donde 
el desarrollo no se intente alcanzar mediante una política social de carácter residual y dependiente 
de los recursos fiscales, siempre escasos, sino que se convierta en el centro y objetivo insustituible 
de la política económica.  
La crisis actual ofrece la oportunidad de cambiar a fondo el modelo de desarrollo 
capitalista que ha ordenado la marcha de América Latina en las últimas tres décadas. Se trata, 
ahora, de empezar a construir un modelo posible, donde se alcance un adecuado equilibrio 
entre el Estado y el mercado que se traduzca en un nuevo ciclo de desarrollo apuntalado por 
una economía social en expansión.  
Esto nos ayudaría a comprende que la actual no es sólo época de cambios, sino 
también y, fundamentalmente, un cambio de época donde el neoliberalismo pasará a ser sólo 
un mal recuerdo irrepetible para nuestros pueblos. 
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RESISTENCIA Y DERECHOS DEMOCRÁTICOS,  
UNA REINTERPRETACIÓN DE LOS PROCESOS POLÍTICOS 
EN AMÉRICA LATINA EN EL SIGLO XX 
 
 
 
Martín López Avalos1 
 
 
Una de las características de los estudios en torno a la historia política de América Latina 
se refiere a la tensión generada entre dos grandes fuerzas que han luchado por mantener el 
orden establecido y su contrario, la búsqueda del cambio. En esta dinámica, debemos 
entender la aparición de la democracia en la región, dependiendo de la época y las 
circunstancias locales la democracia encontrará su historia, sin embargo, existen rasgos 
comunes que podemos caracterizar para aventurar tendencias generales que nos lleven a 
marcos interpretativos para el conjunto que denominamos América Latina. Esto, sin 
embargo, tiene sus riesgos pues las generalizaciones, por necesidad analítica, distorsiona 
las realidades nacionales y locales aunque siempre tengamos en reserva la diversidad de 
esa realidad múltiple, dada la conformación de cada una de las sociedades que dieron 
origen a cada uno de los países de la región. Este ensayo tiene como objetivo contribuir al 
debate en torno a la democracia latinoamericana desde una perspectiva histórica y 
contemporánea, por esa razón, consideramos al siglo XX como el marco donde podemos 
establecer ciertas generalizaciones en torno a la tradición democrática en nuestros países. 
Consideramos dentro de los mismos por lo menos dos grandes periodos, el primero iría 
desde principio de siglo a la Segunda Guerra Mundial, mientras que el segundo abarcaría 
el periodo de la posguerra, denominado Guerra Fría. Mas que intentar un análisis 
pormenorizado por países o áreas que dividen a la región, partimos de una consideración 
que abarca de alguna u otra manera a todas las experiencias nacionales, en concreto, nos 
referiremos a la insurrección como instrumento de lucha política por alcanzar sistemas 
políticos democráticos o que, por lo menos, abrieron espacios para un ejercicio cada vez 
                                                 
1 Centro de Estudios Históricos, El Colegio de Michoacán, Zamora, Michoacán, México. Correo electrónico: 
mlopez@colmich.edu.mx. 
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más democrático en los sistemas políticos. La perspectiva histórica nos permitirá abarcar 
de manera global la forma en que se inserta la insurrección en las luchas democráticas 
latinoamericanas en la medida que la revaloremos como el ejercicio de uno de los 
principales derechos democráticos: la resistencia contra la opresión. 
Entre las preguntas que se hicieron los teóricos y políticos latinoamericanos en 
torno a la democracia era si ésta era un atributo anterior al desarrollo económico o, por el 
contrario, era consecuencia de éste. El liberalismo decimonónico debatió consigo mismo 
esta cuestión y también contra las fuerzas conservadoras pues la organización política 
republicana se había convertido en la norma para constituir a las nuevas sociedades 
surgidas de las independencias del siglo XIX, de hecho, se le identificaba como el medio 
para alcanzar un objetivo mayor, esto es, el desarrollo económico y social que el 
liberalismo difundía como la modernidad.  
La pregunta resultaba muy pertinente si le damos un contexto político: podía la 
democracia instaurarse antes o después del desarrollo económico, pero ¿cuáles serían los 
mecanismos que nos permitirían ejecutarla? El sistema político democrático se convirtió 
en el paradigma de este debate, pues en torno a él se empezó a discutir sobre los requisitos 
que el gobierno debía cumplir para obtener la obediencia de sus ciudadanos, 
paralelamente se vinculaba su legitimidad al origen de aquel lazo. Este vínculo planteó 
problemas muy conflictivos de interpretación en sociedades muy polarizadas por la forma 
en que se habían estructurado después de los procesos de independencia en el siglo XIX  y 
que tocaban otros ámbitos estructurales como el de la propiedad y el orden social, aunque 
la mayoría de los países latinoamericanos tenían una estructura formal de republicas 
liberales, más o menos funcionales, distaban de ser sociedades modernas que estimularan 
los valores liberales, en concreto el del cambio como una necesidad de la propia 
modernidad liberal. 
Al iniciar el siglo XX, la mayoría de los regímenes políticos en América Latina tenían 
un déficit de legitimidad democrática, en mayor o menor medida, pues o bien eran producto 
de abiertas dictaduras personalistas o respondían a oligarquías que habían excluido a la 
mayorías de la población de los beneficios de la representación política. Las primeras décadas 
de ese siglo ilustran las formas de lucha por ampliar estos regímenes que si bien mantenían 
una formalidad electoral y división de poderes, carecían de un ejercicio abiertamente 
democrático en la medida que excluían a la mayoría de la población de la participación 
Martín López Avalos  ☼  Resistencia y derechos democráticos... 
 
 107
política. Incluso el viejo liberalismo decimonónico se había vuelto tan conservador que sólo 
aspiraba a mantener el statu quo vigente como prioridad política, olvidando la promoción del 
cambio como principio de una sociedad liberal y democrática. En los extremos de la América 
Latina se ensayarán las primeras tentativas de renovación democrática a partir de la 
articulación de la insurrección como respuesta a un sistema político y social completamente 
cerrado a cualquier intento de reforma, sin embargo, al mismo tiempo surgirán las posturas 
que postularán el rechazo a la vía insurreccional y apelarán al uso de otros mecanismos 
consensuales como el respeto al voto en elecciones libres.  
El sistema cerrado de las dictaduras y las oligarquías, empezó a cuestionarse en 
primer lugar por su falta de consenso político pues era evidente, como lo demostraba la 
mayoría de las experiencias electorales, que las elecciones periódicas controladas desde el 
poder no podían ser el mecanismo democrático que legitimara el ejercicio del poder. Las 
experiencias insurreccionales, entonces, son producto de este contexto estructural de las 
sociedades latinoamericanas, vistas históricamente, además de reflejar un orden social 
injusto que complementaba el uso de la fuerza como un mecanismo de resistencia 
democrática. Cabe destacar, también, que los procesos insurreccionales no son uniformes, 
por lo menos en su composición y propósito, pues cada caso nacional define su contenido 
así como su temporalidad histórica. La gama que cubre estas experiencias van desde los 
postulados liberales del derecho a la rebelión que reivindican derechos políticos a la 
transformación económica de buscar controlar los recursos naturales de la nación, como el 
primer ejercicio de independencia y soberanía nacional. Por ellas pasan también la 
implantación de los derechos sociales, laborales como condición para una sociedad más 
justa. Otro problema es que a la insurrección se le asoció a la revuelta y, con ello, se le dio 
un nuevo significado mucho más conflictivo en la medida que apelaba a la violencia como 
mecanismo político tanto para quienes aspiraban al poder como para quienes querían 
conservarlo. La suerte de las tesis insurreccionales dependió de esta percepción positiva o 
negativa de cada contexto. Dependió en un sentido más extenso de la capacidad de 
articulación entre diversas clases sociales emergentes, sobre todo urbanas, como las capas 
medias y los obreros, para transformar la insurrección en revolución que construyera el 
nuevo proyecto moderno donde convergen los derechos individuales junto con los derechos 
sociales y, sobre todo, la capacidad del Estado para fomentar el desarrollo económico de 
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acuerdo al canon liberal. Una nueva forma de revolución nacional apareció en el horizonte 
político dando pie al liberalismo característico de la mayor parte del siglo XX. 
En esta lucha política, la interpretación de la ley formaba parte de la discusión, 
pues era el centro de la misma. Sin duda, esta era la batalla más importante para todo 
proceso insurreccional o su contraparte, pues pasaba por la legitimidad de la violencia 
como derecho político de los ciudadanos o de quien ejerciera el poder. La tesis 
insurreccional es simple: si un gobierno ha perdido sus atributos democráticos, entonces 
se ha convertido en un poder opresor. Este hecho pone fuera de la ley a quien ejerce el 
poder no a quien lo padece, por lo tanto, el uso de la violencia es legítima, no así el de su 
contraparte, pues su ilegitimidad lo anula para apelar a la violencia del Estado. La 
evidencia histórica nos demuestra que en América Latina, la contraparte a la legitimidad 
insurreccional opone la estabilidad del sistema en sí por encima de cualquier otra 
consideración, ya sea jurídica o política, catalogando como bandidos a quienes apelan al 
ejercicio de un derecho democrático. A lo largo del siglo XX veremos este juego entre las 
revoluciones y las contrarrevoluciones y en algunos casos entre reformistas y 
revolucionarios. 
Vale la pena detenernos en este aspecto, dada la importancia que tiene para el 
problema que analizamos. Si el ciudadano tiene derecho a rebelarse contra un gobierno 
ilegítimo, la insurrección entonces tiene como principio básico la restitución de esos 
derechos usurpados. Habrá que acotar que es la teoría política liberal la que consagra esto 
como un derecho de cualquier ciudadano dentro de una sociedad democrática o que 
aspiraba a ella. El primer significado de insurrección es político, pues es un llamado a la 
desobediencia civil frente a un poder que se ha puesto por encima del ciudadano. 
Contrario a la opinión de los defensores del statu quo a ultranza, la insurrección en esta 
acepción meramente política, no busca la alteración del pacto social entre los gobernantes 
y los gobernados, busca la restauración del mismo una vez que una de las partes lo ha 
violentado al quebrar la división y equilibrio de poderes de una república. Apela, de ahí el 
temor, a la suspensión de la vigencia de la obediencia del ciudadano al gobierno. En la 
insurrección ésta queda suspendida porque el sistema democrático no valida la 
servidumbre como forma de relación política entre gobernantes y gobernados. 
Los movimientos insurreccionales en América Latina hasta finales de los años 
cincuenta, tienen esa matriz política, por tal razón no están contra la ley ni cuestionan la 
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vigencia de ésta; lo que cuestionan es la práctica, el mecanismo instrumental con el cual 
se ejerce el poder político en un momento dado. El déficit democrático de las dictaduras y 
los regímenes oligárquicos en la primera parte del siglo XX explicará las primeras 
experiencias insurreccionales que desembocarán en revoluciones que también apelarán a 
la construcción de una sociedad más justa, resaltando los casos de México en 1910 y Cuba 
en 1933, sin embargo, también habrá experiencias que si bien no llegan a ella, lo tienen 
como parte de sus formas de lucha, tal es el caso del radicalismo rioplatense, sobre todo el 
argentino, que amaga con llevarla a cabo en caso que los procesos electorales sean 
violentados. La insurrección se incorpora a los métodos y programas políticos 
latinoamericanos como parte de la justificación a resistir la opresión de un sistema 
excluyente y que deteriora los valores de una sociedad abierta al cambio. Al darles la 
perspectiva histórica necesaria, todas estas experiencias desembocaron, en algunos casos, 
con la instauración de sistemas democráticos o bien abrieron un amplio proceso de 
transición a la democracia con sus periodos de estabilidad, avance y contracción con la 
vuelta de regímenes autoritarios. Las transformaciones de los propios movimientos 
insurreccionales reflejan las etapas de este proceso de lucha que abarca estructuras 
organizativas, sujetos sociales e incluso los programas políticos mismos. Las sociedades 
que experimentaron con procesos insurreccionales en este periodo alcanzaron mayores 
grados de desarrollo, aunque también es necesario advertir que esto no significó mejores 
niveles de participación democrática, durante el lapso que va de la recuperación de la 
depresión económica de 1929 a la Segunda Guerra Mundial, América Latina experimentó 
un alto grado de crecimiento económico que no correspondió con un crecimiento 
democrático de procesos y mecanismos de participación ciudadana abiertos si bien amplió 
la participación para los sectores sociales emergentes de la modernidad como las capas 
medias y los obreros. 
El fin de la Segunda Guerra Mundial daría pié a la transición hacia otro periodo 
histórico para las insurrecciones liberales al margen de la primera oleada insurreccional. 
Se trata de sociedades que todavía experimentan con regímenes dictatoriales como 
Guatemala, Venezuela y Costa Rica. En esta nueva etapa, la teoría de la insurrección se 
vincula al contexto internacional, que a diferencia del periodo anterior, mostrará un 
interés contradictorio por el destino democrático de sus impulsores, sujetos a un nuevo 
imperativo de orden geopolítico, acorde con la nueva estructura de las relaciones 
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internacionales de la posguerra. Democracia e insurrección, en el nuevo contexto, 
empezaron a significar diversas cosas. La Guerra Fría como periodo histórico detonará 
esta diferenciación, que marcará la suerte de los movimientos insurreccionales de origen 
liberal en América Latina, cuyo énfasis estaba en la democracia y la libertad del 
individuo. Aquí habrá que inscribir a los grandes reformadores y revolucionarios como 
Juan José Arévalo en Guatemala, Rómulo Betarcourt en Venezuela, José Figueres en 
Costa Rica y en su primera etapa Fidel Castro en Cuba. Como vemos, la experiencia 
insurreccional está ligada a la democracia, aun para el caso cubano que avanza como una 
revolución liberal pero que el contexto internacional la desvía de su trayectoria. En el caso 
de Betancourt y Figueres olvidando discretamente su pasado insurreccional para defender 
la democracia como procedimiento consensual frente al segundo momento de Fidel 
Castro, como dirigente socialista, converso insurreccional que da por sentado el fin de las 
revoluciones liberales al acomodar su propia experiencia a su nuevo credo político. 
La Guerra Fría, más que un periodo contrarrevolucionario, anunciaba el fin de las 
experiencias insurreccionales nacionales, al subordinar cualquier caso local a la lógica 
bipolar. En este marco, las luchas nacionales por la democracia adquirieron otro matiz, 
pues para el caso latinoamericano, la protesta en contra del orden establecido se le 
despojaba de cualquier inspiración democrática. Aun en los casos donde imperaban 
dictaduras tan terribles como en Centroamérica y el Caribe hispano, las luchas por el 
reestablecimiento de los derechos democráticos se catalogaron como brotes comunistas en 
busca de nuevos espacios en contra del sistema liberal, por más extraño que pareciera 
luchar en contra de la familia Somoza en Nicaragua o los Duvalier en Haití. Es una 
historia de paradojas, pues los intentos democráticos en contra de la dictaduras eran los 
responsables que la democracia no apareciera en esos casos,  mientras que los dictadores 
asomaban con un nuevo ropaje que los vestía de demócratas, en el mejor de los casos, 
aunque muy pronto también se olvidarían de él cuando los brotes de la nueva insurrección 
aparecieron en repetidas ocasiones.  
Si bien la Guerra Fría nos permite explicar algunas cuestiones, también es cierto 
que aún no se han agotado las posibilidades de continuar con el problema de la 
democracia, mas todavía si se quiere seguir con el socialismo como consecuencia del 
liberalismo, en concreto, el carácter de la novedosa insurrección socialista a partir de la 
experiencia cubana, y cómo modifica el contenido del pacto social que planteaba, ni como 
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se transforman las demandas políticas del individuo por las demandas de desarrollo social 
de toda la comunidad. Después de la experiencia cubana, o más concretamente, de su 
conversión socialista, las insurrecciones que le siguieron abandonaron la tradición liberal 
para declararse socialistas o castristas y, con ello, olvidar la lucha democrática como el 
centro de sus demandas. 
Hasta ese momento, democracia significaba ampliar los espacios de participación 
de las élites dirigentes y, con ella, de las prácticas políticas que les permitían insertarse 
activamente en la lucha por conservar el poder. En ambos casos, es decir, tanto liberales 
como socialistas, utilizaron a la insurrección como un instrumento para romper con la 
dependencia del viejo sistema más que como un vehículo de participación popular 
efectiva. La necesidad de utilizar dicho mecanismo se justificaba en ambos casos, por su 
finalidad de acabar con el pasado, visto como lastre, para acceder al desarrollo y con él a 
la verdadera democracia. Con la conversión cubana hacia el socialismo, la insurrección 
transformó su contenido y objetivo, entrando en una polémica con los liberales en torno a 
cuál es la verdadera vía para alcanzar el desarrollo.  
Con la Guerra Fría el discurso que identificaba insurrección con democracia se vio 
cuestionado, al igual que las aspiraciones de desarrollo social y económico nacional, 
cerrando el espacio para que esta tradición siguiera vigente, por lo menos ya no como 
liberal. En la medida que los liberales radicalizados post revolución cubana se 
identificaban con ella, abandonaron el paradigma político liberal, al mismo tiempo que los 
liberales tuvieron que hacerse anticomunistas para conservar su identidad. Si la 
insurrección se definió a favor de los radicales, la democracia se quedó con los liberales 
pero despojado de su sentido de transformación social al cerrarla a los procesos 
electorales y la participación del ciudadano en ellos. El dilema no resultó menor pues a 
excepción de México, Venezuela, Costa Rica y Colombia, esta dinámica terminó por 
arrasar momentáneamente los espacios democráticos en la región. Los regímenes de la 
llamada seguridad nacional abandonaron cualquier prejuicio democrático para responder 
única y exclusivamente al imperativo geopolítico de la Guerra Fría en su lucha contra el 
comunismo. La década de los años setenta del siglo XX representó un retroceso en 
cuestión democrática pero con el fin de los bloques bipolares, cual teoría del dominó una a 
una de las fichas de los regímenes autoritarios y anticomunistas fueron cayendo para dar 
paso a democracias restauradas que no requirieron de insurrecciones para recomponer su 
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propia tradición liberal. En este contexto cabe destacar la experiencia de Nicaragua, El 
Salvador y Guatemala, la primera como insurrección exitosa que alcanzó el poder al 
finalizar los setenta y las otras con movimientos políticos tan fuertes que obligaron a 
pactar una transición hacia la democracia. Las insurrecciones centroamericanas marcan el 
fin de este tipo de experiencias en el siglo XX, al parecer fueron los últimos intentos de 
una tradición que arranca con la revolución mexicana y el radicalismo argentino, que se 
transforma con la revolución cubana pero a diferencia de ésta, acepta el reto democrático 
como forma de consenso político. 
Si la insurrección ha dado como resultado la generación de ciertos valores que 
generan conductas democráticas deberá de reconocerse su contribución, además de 
admitir que buena parte de las democracias más antiguas y consolidadas en el mundo han 
sido el resultado de batallas poco cívicas. 
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LA DEMOCRACIA EN LA COMISIÓN ECONÓMICA 
PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (CEPAL) 
 
 
 
Fernando Díaz Ortega1 
 
 
Este trabajo presenta un acercamiento al papel que juega la democracia dentro del 
pensamiento cepalino. Considero que el pensamiento cepalino puede dividirse en tres etapas 
desde su fundación en 1949 hasta la actualidad. La primera etapa, 1949-1970/75, 
correspondería con la propuesta de desarrollo Industrialización mediante sustitución de 
importaciones. La segunda etapa, 1970/75-1990 sería la de la propuesta estilos del desarrollo. 
Y la última etapa iniciaría en 1990 con la propuesta transformación productiva con equidad.  
Para desarrollar este trabajo fue necesario dividirlo en dos partes, la primera que 
muestra las características generales que distinguen al pensamiento cepalino y la segunda que 
corresponde con el papel de la democracia dentro de cada una de las tres propuestas de 
desarrollo mencionadas. En cuanto a la primera, Caracterización del pensamiento cepalino, 
se centra en poner de manifiesto diferencias y similitudes de éste en las tres etapas, y para ello 
se toman en cuenta cuatro variables: El sistema mundial, que muestra el punto del que parte 
cada uno de sus planteamientos; Objetivos, que muestran el tipo de desarrollo que se 
pretende en cada propuesta de desarrollo; Estrategias, que muestra las principales acciones 
que se deben realizar según las propuestas; y Agentes del desarrollo, que sería quienes 
realizarán las estrategias para alcanzar los objetivos planteados. La segunda parte de este 
trabajo contemplaría tres momentos en los que se vincule a la democracia con las tres 
propuestas, poniendo de manifiesto su evolución en cuanto a la función de la democracia en 
relación con los objetivos, las estrategias y los agentes que propone cada una de las 
propuestas de la CEPAL.  
Esta ponencia se basa en el análisis de una selección de textos que consideré 
fundamentales para estudiar el pensamiento cepalino. Los criterios de selección de los textos 
                                                 
1 Centro de Investigación en Ciencias Sociales y Humanidades (CICSyH), Universidad Autónoma del Estado de 
México (UAEM), Estado de México, México. Correo electrónico: ferrus77@yahoo.com.mx. 
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que se consideraron como básicos para el estudio de las diferentes propuestas estuvieron 
basados, principalmente, en la frecuencia con la que los autores, o los títulos de las obras 
mismas, fueron citados dentro de las lecturas de mayor amplitud o generalidad cepalina, así 
como en las antologías de la CEPAL.2 Es de destacar que la obras correspondientes a la 
caracterización y análisis de las primeras dos propuestas de desarrollo cepalinas 
(industrialización mediante sustitución de importaciones y estilos del desarrollo) pertenecen 
a autores representativos de la CEPAL,3 mientras que para el estudio de la última propuesta 
cepalina, transformación productiva con equidad, ya fueron obras de carácter institucional. 
Las obras fundamentales que se analizaron para cada uno de los tres capítulos teóricos 
quedaron de la siguiente manera. 
Para analizar la primera propuesta me basé, fundamentalmente, en tres textos: el de 
Raúl Prebisch (1983), economista fundador de la CEPAL y primer presidente, que en su obra 
da las bases del pensamiento cepalino a futuro; el de Tavares (1964), considerado un ejemplo 
del manejo y aplicación de la propuesta en un caso específico; y el de Medina Echavarría 
(1976), primer sociólogo que se incorpora a la institución y primer texto que plantea el 
vínculo de aspectos sociales en relación o como complemento de los económicos. 
Para la propuesta de estilos del desarrollo me basé en la obra de Anibal Pinto (1976), 
uno de los fundadores de la institución y que, en su texto, hace un planteamiento sobre la 
propuesta de manera concreta en materia económica; y los de Graciarena (1976) y Wolfe 
(1976) por ser los representes más importantes del área sociológica de la institución y que 
plantean textos considerados por la misma institución como la base de la propuesta estilos de 
desarrollo.  
Finalmente, para la transformación productiva con equidad, consideré dos textos 
fundamentales: Transformación productiva con equidad. La tarea prioritaria del desarrollo de 
América Latina y el Caribe en los años noventa (1990b) que expone las bases de la propuesta y 
sustenta los principios base de la estrategia para alcanzar el desarrollo y la equidad; y Equidad y 
transformación productiva: un enfoque integrado (1993), que expresa la propuesta en general 
                                                 
2 La selección de los autores y las obras en cada uno de los capítulos se basó en la cantidad de menciones y el 
contexto en el que se mencionaban por parte de otros autores: Bielschowsky (1999), Bernal (1980), Cardoso 
(1982), CEPAL (2000c), Furtado (1991), Gurrieri (1983), Gutiérrez (2003), Hodaro (1987), y Rodríguez (1989). 
3 La CEPAL como institución no ha tenido un pensamiento único a lo largo del tiempo, ni tampoco se ha 
constituido como algo monolítico, sin embargo si hay una serie de pensamientos comunes y también una serie de 
discrepancias al interior de la institución.  
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pero concentró su atención en ciertos aspectos insuficientemente desarrollados en aquel 
planteamiento (CEPAL, 1992: 13) por lo que se considera complemento del primero.  
 
 
Caracterización del pensamiento cepalino 
El pensamiento cepalino se puede abordar desde la caracterización de las tres etapas 
consideradas, industrialización mediante la sustitución de importaciones, estilos del 
desarrollo y transformación productiva con equidad, reconociendo que las tres comparten 
elementos que las distingue como parte de una sola teoría cepalina. Estos elementos 
comunes, entre las tres etapas del pensamiento cepalino, fueron: la división mundial en 
países centrales o desarrollados y periféricos o subdesarrollados; el reconocimiento de una 
dependencia, no necesariamente negativa, de los países subdesarrollados con respecto a los 
desarrollados; la importancia permanente en mejorar la productividad mediante el progreso 
técnico; la intervención, con mayor o menor fuerza, del Estado; y la necesidad de construir 
un camino propio para alcanzar el desarrollo de los países de América Latina. Los cambios 
que se percibieron en el pensamiento cepalino, causantes de la división de éste en etapas, 
respondieron a las necesidades del entorno Latinoamericano y mundial incorporando 
elementos vinculados con la evolución de la ideas de desarrollo y no siendo excluyentes en 
su interior; por ejemplo: en cuanto a la incorporación de más elementos a considerar se puso 
de manifiesto que, en la primera propuesta, todos los aspectos sociales llegaron como 
complemento de los económicos ya avanzada su práctica, mientras que en las segunda 
propuesta los aspectos sociales iniciaron junto con los económicos, pero aún separando sus 
actividades, y en la tercera ya se presentó la unión de ambos de manera sincronizada; y en 
cuanto a no ser excluyentes en su interior se detectó que la propuesta estilos de desarrollo 
no fue la sustitución total de la propuesta anterior, industrialización mediante sustitución de 
importaciones, mientras que la última propuesta, transformación productiva con equidad, si 
fue la propuesta preponderante a partir de 1990.  
Los elementos que distinguieron las etapas se pueden abordar partiendo de los cuatro 
elementos básicos o variables señalados anteriormente (concepción del sistema mundial, 
objetivos, y estrategias y protagonistas). 
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En cuanto al sistema mundial, se tiene el reconocimiento por parte de las tres etapas de 
países centrales (naciones proveedoras de productos manufacturados e industriales, con una 
distribución del ingreso más equitativa, con mayor capacidad de ahorro y una mayor 
homogeneidad estructural) y periféricos (naciones cuyo papel en el sistema mundial era la 
producción de materias primas y alimentos para los grandes centros industriales, con una mala 
distribución del ingreso, con una marcada heterogeneidad estructural y con una capacidad de 
ahorro limitada). La única diferencia se percibió en el planteamiento de estilos del desarrollo 
según el economista Anibal Pinto, que consideraba la existencia de dos centros y dos 
periferias porque aplicó esta distinción tanto al ámbito capitalista como al socialista (países 
centrales y periféricos capitalistas y países centrales y periféricos socialistas); mientras que, 
tanto en la primera propuesta como en la segunda, dentro del análisis planteado por los 
sociólogos, sólo se consideraba al ámbito capitalista. Ya en la última propuesta, sin la 
distinción de economista o sociológica, se plantea únicamente dentro del ámbito capitalista 
ante la caída del régimen comunista. En esta misma relación de países centro y periferia 
estaba la coincidencia de una relación de dependencia de la periferia con respecto a los países 
centrales. Sin embargo hubo cambios en la percepción de ésta pues, en la primera propuesta, 
esa relación iba en constante deterioro para América Latina, mientras que en las otras dos ya 
se planteaba un cierto grado de interdependencia. 
La consideración de etapas por las que debe pasar una nación para alcanzar el desarrollo 
fue un elemento que sí varió en las tres propuestas. La propuesta de industrialización mediante 
sustitución de importaciones distinguió dos etapas a partir del comportamiento del comercio 
internacional: una que iba de la segunda mitad del siglo XIX hasta la década de 1930, llamada de 
desarrollo hacia fuera, caracterizada porque los países buscaban incrementar sus ingresos 
mediante las exportaciones de materias primas a otras naciones; y la otra, que iniciaba en la 
década de los treinta, llamada de desarrollo hacia dentro, en la que los países buscaban el 
desarrollo mediante la reducción de importaciones que podían ser sustituidas por productos 
nacionales. Posteriormente, la propuesta estilos de desarrollo consideraba la existencia de 
varias etapas correspondientes al tipo de estrategia económica implementada en cada nación: 
desarrollo hacia fuera, desarrollo hacia adentro, industrialización mediante sustitución de 
importaciones, etcétera. Éstas no necesariamente eran sucesivas ni iguales para todos, ya que 
correspondían con los comportamientos socioeconómicos nacionales y no con un 
comportamiento regional. Por lo tanto, la subdivisión en etapas de cada país tenía que ver con 
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las estrategias, los sistemas, las estructuras o los regímenes que se estuvieran desarrollando en 
un momento dado, y cada comportamiento de esos sería un estilo de desarrollo diferente 
característico de alguna etapa general. Finalmente la propuesta transformación productiva con 
equidad no considera la presencia de etapas por las que necesariamente deban pasar las 
naciones para alcanzar el desarrollo. 
El objetivo general planteado por las tres propuestas era alcanzar el desarrollo de los 
países de América Latina. Sin embargo no había una coincidencia plena en ello puesto el tipo de 
desarrollo pretendido fue distinto. En la industrialización mediante sustitución de importaciones 
se planteaba alcanzar el desarrollo que ya tenían los países desarrollados dentro del sistema 
capitalista. En la propuesta estilos de desarrollo, los objetivos variaban según la óptica económica 
o social: Anibal Pinto, economista, pretendía alcanzar el desarrollo socioeconómico que 
ostentaban los países centrales, considerando, en caso necesario y atendiendo a las características 
de cada sociedad, un cambio de sistema (de capitalista a socialista, o viceversa); los sociólogos 
planteaban alcanzar, tanto para los países desarrollados como para los subdesarrollados y 
únicamente dentro del sistema capitalista, el desarrollo socioeconómico sin los problemas 
ambientales, ni de calidad de vida, que habían caracterizado a los países centrales. Finalmente, la 
propuesta transformación productiva con equidad pretende alcanzar el desarrollo en un marco de 
equidad social que permita tener una competitividad internacional y planteando, a diferencia de 
los dos anteriores, la necesidad de un régimen democrático que permita no sólo el crecimiento 
económico con base en la industrialización, el ahorro, la inversión y la inserción internacional, 
sino también el apoyo del ámbito social mediante una participación activa y con fuertes cimientos 
en materia educativa. 
En cuanto a las estrategias propuestas se perciben mas diferencias que similitudes. La 
primera propuesta propone una estrategia rígida que señalaba acciones únicas para alcanzar el 
desarrollo. La segunda propuesta planteaba la existencia de varios caminos para alcanzar el 
desarrollo sostenido y autónomo regido por normas y valores, partiendo de las características 
específicas de cada nación. Y en la tercera, sólo se señalan las características sobre las cuales 
se debe sustentar el desarrollo con equidad.  
El protagonista principal para conducir el proceso de desarrollo siempre fue el Estado, 
sin importar la percepción económica o social, debido a que se le consideraba, principalmente 
en las dos primeras propuestas, como el ente con mayor poder capaz de: estimular la 
inversión, administrar los recursos, hacer cambios estructurales de fondo, promover valores, 
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etcétera. Sin embargo no era el único protagonista encargado de conducir el desarrollo, las 
variantes en cada propuesta quedaron como sigue. La industrialización mediante sustitución 
de importaciones mencionó la importancia de los industriales, los empresarios, y la sociedad 
en general. Los estilos de desarrollo aludieron a protagonistas vinculados con las relaciones 
de producción, los formadores de la opinión pública, los de las fuerzas armadas, los jefes de 
Estado y los intelectuales. La propuesta de transformación productiva con equidad planteó 
que el papel relevante del estado vinculado con el sector privado, pues la combinación de 
ambos sectores permitirá que los recursos se canalizasen eficazmente; los dos sectores dejan 
de ser entes antagónicos y se convierten en complementarios mediante acuerdos que 
involucren a todos los sectores de la población, con el afán de alcanzar la equidad. 
 
 
El papel de la democracia 
La evolución del papel de la democracia en la CEPAL es muy positiva. Con respecto a las dos 
propuestas anteriores fue muy notoria, puesto que pasó de ser muy secundaria y vista como 
uno de los beneficios de la educación en la industrialización mediante sustitución de 
importaciones, a considerarse casi innecesaria dentro de los estilos del desarrollo, siempre y 
cuando el régimen, sea cual fuere, propiciara un entorno menos conflictivo y capaz de ofrecer 
buenos niveles de bienestar para la mayor parte de la población. Ésta segunda percepción de 
la democracia pudo responder al entorno de la década de los setenta y la apropiación del 
poder por una sola clase y de las dictaduras existentes en esa época, en la cual se llegó a 
cuestionar la compatibilidad del desarrollo con la viabilidad de las instituciones y de los 
procesos democráticos.  
En las dos primeras propuestas se notó un paternalismo muy arraigado que también 
justificaba la falta de democracia, al esperar que el estado fuese el encargado de proveer de 
todos los bienes y servicios y fuese el responsable de la elaboración y aplicación de las 
políticas de desarrollo asumiendo los logros y los fracasos. Se notó que lo importante era el 
objetivo político que tuviera orden en cuanto a cómo, que cosas, y para quienes, se iban a 
enfocar todas las acciones estatales para alcanzar el desarrollo. 
Por otro lado, en la última propuesta ya se consideró a la democracia como un 
elemento fundamental para el desarrollo al permitir la interacción entre los agentes públicos y 
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privados, la mejor canalización de los recursos con la participación de todos los sectores y la 
creación de mejores y más efectivas estrategias para alcanzar el desarrollo. de manera más 
específica tenemos lo siguiente. 
 
 
La industrialización mediante sustitución de importaciones se centraba plenamente en los 
aspectos económicos, de hecho, en un inicio no se concebían aspectos sociales como un 
medio para alcanzar el desarrollo (ni social ni económico), al no relacionarlos con el 
incremento de la productividad ni con la organización; es decir, no había una caracterización 
de los países desarrollados en torno a los temas sociales y por lo tanto no había ni objetivos ni 
estrategias en ese sentido. 
En la década de los setenta José Medina Echavarría, con una formación sociológica, se 
convierte en el primer teórico que propicia un acercamiento del área sociológica en los 
modelos que acompañan el proceso de desarrollo económico dentro de la CEPAL. Echavarría 
analizó algunos de los factores que obstaculizaron el desarrollo económico en nuestra región, 
pero desde el punto de vista sociológico. 
Los factores sociológicos tomados por Medina no se oponían a los planteamientos 
realizados por los economistas como Prebisch, por lo que hace un aporte interesante al ver 
que a la visión económica de esos problemas se agrega una visión sociológica. Inició 
detectando y comparando algunas de las características que presentaban los países 
desarrollados y los subdesarrollados en torno a temas concretamente sociales, destacando la 
democracia, pero en vinculación con la educación; distinguiendo la relación de países 
desarrollados con altos niveles educativos y práctica democrática, y de países 
subdesarrollados con bajos niveles educativos y rezagos en materia democrática.  
La democracia se planteaba en interrelación con el aspecto educativo ya que la 
educación formaba las grandes masas dentro de las fórmulas más adecuadas para el 
desarrollo. Destacaba que la formula occidental capitalista era la adecuada para alcanzar 
el desarrollo y una de sus características era la democracia. El argumento para ese 
planteamiento era: una mayor armonía en la racionalidad política, permitiría llegar a una 
mayor armonía en la racionalidad económica; es decir, se buscaba una voluntad de 
planeación gradual, durable, continua y estable para desarrollar los aspectos económicos. 
Para sostener lo anterior se partía de los intentos constantes de las sociedades 
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latinoamericanas por ser occidentales y existía destacado aprecio a la libertad (personal, 
política, económica, de participación, etcétera).  
En las naciones más ricas había mayores posibilidades de una democracia al ser 
menores las tensiones internas y al tener mayor igualdad educativa. Pero también había que 
reconocer que los sistemas democráticos dependían de la creencia en la legitimidad y no sólo 
en los factores mencionados. Pese a que se reconocía que la democracia era sólo una creencia 
en la legitimidad, planteaban la necesidad de una estabilidad política para el crecimiento 
económico en un marco de programación y orden. 
La vinculación de la democracia y el desarrollo en la propuesta Industrialización 
mediante sustitución de importaciones si existía, aunque no representaba el eje principal. Se 
manifestó un fuerte lazo entre ambos respaldado por el sistema educativo; pero, ni la educación, 
ni la democracia, tuvieron un papel fundamental dentro de la propuesta de desarrollo cepalina por 
dos razones: la primera era que los planteamientos sociales (donde fueron abordados la educación 
y la democracia) fueron implementados hasta la mitad de la década de los setenta, únicamente 
como complemento de la propuesta y no formaron parte sustancial de ella desde el inicio; y la 
segunda es que había una separación entre los estudios de los economistas y los sociólogos, en la 
cual los primeros no incorporan nada de los aportes de los segundos.  
La democracia, en concreto, proporcionaba al estado la estabilidad política necesaria 
que permitía la elaboración de una planeación económica que diese paso al crecimiento y al 
desarrollo. Era un medio de estabilidad, continuidad, legitimidad y seguridad y se vinculaba 
con la educación por darle a las masas el sentido de pertenencia al sistema, otorgar cierta 
igualdad, propiciar mayor participación política y ayudar a la consolidación del régimen. 
 
 
El pensamiento cepalino en torno a los estilos de desarrollo, desarrollados a partir de la 
década de los setenta, no fue trabajado de manera uniforme, sino que tuvo diversas 
expresiones.4 No obstante, los tres autores estudiados en esta ponencia coincidían en un 
                                                 
4 En este apartado se analizan con mayor detenimiento los trabajos realizados por Anibal Pinto, Jorge Graciarena 
y Marshall Wolfe. Se consideró que estos autores son exponentes notables de la propuesta cepalina de estilos de 
desarrollo, por lo que es importante abordar las visiones que se tienen al respecto del tema, teniendo en cuenta 
su formación académica. Pinto fue director de la división de desarrollo económico de la CEPAL y tenía una 
formación económica, en tanto que Graciarena y Wolfe, director y director adjunto de la división de desarrollo 
social de la CEPAL, respectivamente, tenían formación sociológica. 
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aspecto fundamental: el tránsito al desarrollo podía transcurrir a través de caminos diversos, a 
través de distintos estilos de desarrollo. Jorge Graciarena definió estilo como la modalidad 
concreta y dinámica adoptada por un sistema en un ámbito definido y en un momento 
histórico determinado (Graciarena, 1976: 186). Para Anibal Pinto, estilo de desarrollo se 
definía como modo en que dentro de un determinado sistema se organizan y asignan los 
recursos humanos y materiales con el objeto de resolver los interrogantes sobre qué, para 
quiénes y cómo producir los bienes y servicios (Pinto, 1976: 97). Wolfe, por su parte, 
consideraba que el desarrollo debía significar cosas distintas para cada sociedad y que el logro 
de un estilo nacional de desarrollo viable y aceptable dependía de la voluntad política y de las 
condiciones económicas y culturales previas: El desarrollo se convierte en un camino que 
cada sociedad nacional debe elegir basándose en sus valores y no en un molde que se le 
impone (Wolfe, 1976: 131-132).  
Si bien dentro del pensamiento cepalino había una diversidad de concepciones y 
objetivos en torno a la propuesta de estilos de desarrollo producto de la diferente formación 
académica de sus teóricos, en todos había un reconocimiento general de que el desarrollo ya 
no debía ser entendido como un sinónimo de crecimiento económico, sino como la 
interacción de éste con aspectos sociales. 
El desarrollo va a depender, para cada uno de los casos de la voluntad política y de las 
condiciones económicas y culturales previas. Se pretendía buscar estilos de desarrollo 
orientados a una finalidad específica. Su estrategia de desarrollo no debía ser algo utópico, 
sino procurar que cada estilo fuese viable y deseable, identificando los agentes potenciales 
con que se contara y proponiendo estrategias claras. Vemos que lo que proponían era que los 
estilos fuesen orientados tanto por lo económico como por los valores, buscando una 
participación general y una apropiación del término desarrollo como algo benéfico para todos 
y no sólo para las clases altas. La CEPAL planteaba la necesidad de ver el desarrollo de una 
manera integral sin separar lo social de lo económico Es necesario mejorar el concepto de 
desarrollo superando la consideración fragmentaria de crecimiento económico y desarrollo 
humano es necesario integrar las determinantes sociales, económicas y políticas (Wolfe, 
1976: 142). 
En esta nueva concepción de desarrollo se exigía ampliar la acción del Estado de una 
manera compatible con las fuerzas sociales internas. Se debía propiciar la participación plena 
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de todos los estratos para complementar esfuerzos en todos los sentidos. Y en esta propuesta 
ya se veía al desarrollo como un proceso sujeto a leyes y requisitos propios de la región. 
Los elementos centrales que se debían considerar por parte de los gobiernos, sin un 
orden jerárquico o prioritario, eran diez: acumulación de capital, industrialización, 
modernización agrícola, estandarización de la demanda de consumidores, capacidad 
empresarial, difusión tecnológica y científica, educación universal, provisión de servicios 
sociales y de seguridad social, participación cada vez mayor en el comercio mundial y, 
aumento de las corrientes financieras netas desde los países desarrollados (ricos) a los 
países en desarrollo (pobres).  
En esos requisitos planteados, ninguno hace una alusión directa a la necesidad de la 
democracia. Se proponía la necesidad de la apropiación del poder por una clase capaz de 
imponer determinados medios de acumulación y producción, y hasta la transformación de 
prácticas familiares de crianza de los hijos. Proponía un medio más homogéneo, menos 
conflictivo y capaz de ofrecer buenos niveles de bienestar para la mayor parte de la población. 
Esto pareciera estar en contra de la práctica democrática, ya que la apropiación del poder por 
una sola clase parece justificar las dictaduras existentes en esa época. La propuesta de los 
estilos del desarrollo se justificaba en ese momento porque permitía diversificar las formas de 
control, asesoramiento y cooperación de los gobiernos y los grupos de interés con las grandes 
masas, además de que seguía presente la disparidad entre los países centrales y los periféricos 
y no se tenía confianza en modelos anteriores que no habían presentado grandes resultados. 
Un aspecto importante en ese momento era que se estaba poniendo en entredicho la 
compatibilidad del desarrollo con la viabilidad de las instituciones y de los procesos 
democráticos (Rodríguez, 1989: 180-181).  
Existía una aceptación generalizada y conciente de la función del Estado como el 
encargado de resolver los problemas y de satisfacer las necesidades sociales, el Estado era el 
gran benefactor o en el blanco de acusación en caso de no resolución de los problemas. Por un 
lado se denotaba un paternalismo que también pudo justificar la falta de democracia, pero por 
el otro tenemos la existencia de dictaduras que conllevaban a la necesidad de posturas más 
moderadas y de respeto a los regímenes imperantes en varias naciones de Latinoamérica. 
Ricardo Bielschowsky menciona la polarización ideológica y política que se dio en los años 
setenta en algunos países, en algunos casos se dieron enfrentamientos entre dictaduras de 
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derecha y organizaciones de izquierda revolucionaria; por lo tanto la CEPAL mantendría un 
diálogo con las posiciones políticas (Bielschowsky, 1999: 31). 
Para abordar de manera adecuada los estilos del desarrollo, Wolfe planteó que se debía 
pensar a futuro para que se pudiesen fijar las normas, límites y medios que se iban a requerir 
para alcanzar ese objetivo. Se debían definir quienes serían los agentes que participarían en el 
desarrollo y cuál sería su papel en ese proceso. Los agentes del desarrollo que se mencionaban 
eran: A) las clases y grupos sociales fundamentales por ser la base de la producción como los 
empresarios, inversionistas, innovadores tecnológicos, técnicos y las clases medias 
trabajadoras. B) los individuos o pequeños grupos que actúan de intermediarios y forman la 
opinión pública como políticos, líderes sindicales, periodistas, religiosos o grupos de interés 
organizados. C) los individuos o grupos pequeños que tienen poder derivado de fuerzas 
armadas, control de capital o de su representación de algún país central. D) el jefe de Estado o 
poder ejecutivo nacional como el encargado de tomar las decisiones públicas, nombrar 
funcionarios, decidir las líneas de asignación de recursos y establecer las pautas del 
desarrollo. E) las personas o grupos intelectuales encargados de explicar el funcionamiento 
social, de crear imágenes coherentes de las sociedades futuras, de formular estrategias 
pertinentes y de obtener apoyo de alguna de las categorías ya mencionadas. 
Wolfe concluye mencionando que había una gran variedad de combinaciones de 
oportunidades y limitaciones, si se seguía insistiendo en tratar de encontrar un solo enfoque o 
fórmula para el desarrollo no se iba a llegar a nada. Aclara que él no pretendía desacreditar las 
recetas antiguas del desarrollo ni proponía una nueva. Lo que se realizó fue una propuesta en 
la que se tratara de seleccionar y combinar los elementos que ya eran conocidos en el diálogo 
internacional. Planteaba que todas las sociedades tenían diversos grados de pobreza y 
prosperidad con diferentes gamas de oportunidades accesibles y con ventajas y desventajas 
que se combinaban de distintas formas. 
A manera de conclusiones relacionadas con la propuesta Estilos del desarrollo fue 
posible ver que la democracia ya no formaba parte del discurso en torno a los elementos 
necesarios para el desarrollo. La democracia pasó a ser sustituida por el cumplimiento de los 
objetivos políticos enfocados a alcanzar el desarrollo, donde el interés radicaba en la 
organización y la estabilidad. El Estado continuó siendo el generador de políticas económicas 
y sociales, debiendo imponer un estilo propio con estrategias adecuadas en medios y objetivos 
(para dar la estabilidad requerida). 
Democracia: ideas y prácticas 
 
 124
Si bien no se planteaba una democracia como un régimen político, si se manifestaba 
entre líneas, ante la necesidad de interacción de varios grupos y clases sociales como parte de 
los actores encargados de la realización de los estilos del desarrollo. La CEPAL no puso en 
riesgo su existencia al plantear el aspecto democrático, únicamente mencionó los requisitos de 
estabilidad y paz necesarios para el crecimiento y desarrollo, aclaró que esos conflictos o 
inestabilidad se derivaban de aspiraciones incompatibles de los grupos de poder que quedan 
fuera de la política y la administración; es decir buscaba que se tratara de incluir a todos los 
grupos o sectores sociales sin mencionar la necesidad de la democracia. 
 
 
Finalmente, para distinguir cual es el papel de la democracia dentro de esta nueva propuesta 
de desarrollo partimos de que la transformación productiva con equidad se enfoca, por un 
lado, a reajustar y estabilizar la economía, y, por el otro, a fortalecer la democracia. El 
fortalecimiento económico se refiere a la modernización de los sectores público y privado, a 
la incorporación de las economías en las dinámicas tecnológicas mundiales, a implantar 
patrones más austeros de consumo y a cuidar los desequilibrios macroeconómicos junto con 
el fortalecimiento del empleo, e incremento del ahorro y el de la inversión. El fortalecimiento 
a la democracia parte de que las economías, sociedades y estados debilitados difícilmente 
podrían seguir exitosamente las exigencias planteadas en la realidad y atender a las 
sugerencias de las propuestas sin el apoyo consensual en torno a los alcances, limitaciones y 
sacrificios que conlleve la senda del desarrollo.  
El contexto democrático (pluralista y participativo), influye directamente en dos cosas: 
primero en la formulación y aplicación de las estrategias y políticas económicas, y, 
posteriormente, en la interacción positiva entre los agentes del desarrollo, tanto públicos como 
privados.5 Si comparamos los cinco agentes que distingue esta propuesta, con los cinco que 
                                                 
5 Los agentes sociales o sociopolíticos con papeles bien definidos para el fortalecimiento de la transformación 
productiva que estarían en vinculación el Estado eran cinco: elites económicas, estratos medios, obreros urbanos, 
la población urbana (pobres, sub-proletariado, sector informal y marginal) y los campesinos y trabajadores 
rurales. El primero, las elites económicas, constituye el grupo con mayor capacidad de afrontar las crisis, el que 
invierte, el que puede aumentar su consumo y el que pone las pautas de estilos de vida para el resto de la 
población: ellos son los agentes que, en forma directa, buscan nuevas oportunidades y las transforman en 
actividades productivas concretas; desarrollan nuevos bienes, e incorporan innovaciones a los procesos 
productivos (CEPAL, 1990b: 126). Sin embargo, son un número reducido, lo cual afecta su compatibilidad con 
un Estado democrático.  
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distinguió la propuesta anterior, estilos del desarrollo, es posible percibir el sentido de unidad 
que da la democracia. En ambas propuestas se identifican diversos grupos al interior de las 
sociedades cumpliendo funciones muy concretas para el desarrollo. La diferencia estaba en 
que los cinco grupos que identificaban los estilos del desarrollo (los poderosos económicos, 
los lideres de las masas, los militares, los intelectuales y el jefe de estado o ejecutivo) tenían 
funciones concretas y muy especificas, donde se nota una separación entre ellos y donde el 
único encargado de la elaboración y aplicación de las políticas del desarrollo era el ejecutivo. 
Este último era el encargado de tomar las decisiones públicas, nombrar funcionarios, decidir 
las líneas de asignación de recursos y establecer las pautas del desarrollo. Por otra parte, los 
agentes que distingue la transformación productiva con equidad, (elites económicas, estratos 
medios, obreros, sector informal y campesinos), están fuertemente interrelacionados para que 
entre todos se construya la estrategia y la política del desarrollo y se aplique, no distingue 
algún grupo político gobernante o a representantes del estado. No se le dio la responsabilidad 
de conducir el desarrollo a una sola persona o grupo y se busca la equidad por medio de la 
participación de todos los sectores sociales. 
La concertación entre los diversos grupos, que caracteriza las sociedades 
democráticas, permite acuerdos de largo, corto y mediano alcance. Éstos no son solo entre el 
estado y los grupos económicamente fuertes sino con los cinco diversos agentes para que 
                                                                                                                                                        
 El segundo, integrado por los estratos medios, se caracteriza por su heterogeneidad. Si bien algunos si 
podrían enfrentar las crisis de la misma manera que las elites, la mayoría estaría en un grado de inseguridad y 
con la imposibilidad de consumir de acuerdo con sus expectativas ante la caída de los ingresos. Este sector 
contempla burócratas del sector público, técnicos y profesionistas. El papel es más de autodefensa grupal cuando 
los regímenes políticos los ven como una carga ante la imposibilidad de absorber a los nuevos egresados de la 
educación superior. Esto último es un buen reto para la transformación productiva y para el aspecto democrático. 
En cuanto al tercero, los obreros urbanos, son un sector que ha perdido ingresos y, por lo tanto, capacidad de 
consumo. La línea entre obreros y sector informal se hace cada vez más delgada ante su necesidad de buscar 
nuevas fuentes de ingresos con trabajos por cuenta propia y con la participación de las mujeres y los niños. Su 
papel, mediante sindicatos y partidos políticos, debe ser mas activo en la presión de las políticas de austeridad y 
la negación de los derechos democráticos.  
 La población urbana del sector informal, que integra el cuarto agente, se ha ido empobreciendo de 
manera paulatina y ha aumentado en número ocasiona hacinamiento, menos oportunidades de empleo asalariado 
y una baja en los servicios y subsidios estatales. Este sector tiene gran fuerza política en cuanto al apoyo 
electoral y su participación en contra de los regímenes autoritarios. Socialmente sería solidario con una 
capacidad de tolerancia y adaptación importante a las políticas propuestas por los gobiernos democráticos. 
 El quinto y último de los agentes sociales sería el de los campesinos y los trabajadores rurales. Muestra 
gran heterogeneidad al contraponer, por un lado, los que mejoraron gracias a los apoyos estatales, con los que, 
por otro lado, no tenían tierra, competían por el empleo y que veían la migración hacia las ciudades como una 
opción menos viable. Con esta panorámica se planteó que las sociedades rurales recobrasen fuerza y 
aprovechasen la apertura democrática para hacer alianzas políticas y negocien con el Estado los problemas de 
antaño y los actuales (reforma agraria, monopolización de la tierra, comercialización de productos, etcétera). 
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todos sean actores políticos y sociales, favoreciendo la transformación productiva dentro de 
un marco de equidad.  
El contexto democrático pretende legitimar los mecanismos y acciones que satisfagan 
propósitos comunes en la sociedad y que se inhiban los intereses grupales que podrían 
comprometer los intereses colectivos.  
El desarrollo con equidad también implica una mejor distribución del ingreso y de la 
riqueza junto con un sistema de protección social más completo que cobije a los sectores más 
vulnerables de las inestabilidades macroeconómicas. Esta nueva propuesta de desarrollo 
busca que la guía de las estrategias sean la universalidad, la solidaridad, la eficiencia y la 
integridad; para ello se necesita una mayor interacción entre los sectores público y privado. 
El desarrollo planteado por la propuesta ya no se basaba, como en las dos propuestas 
anteriores, primordialmente en la realidad económica, sino que incluía, como vimos, una 
dosis importante de política social. Por tanto, las instituciones estatales económicas y sociales 
tenían que ir más allá de la racionalidad económica de antaño (porque así se concebía el 
desarrollo mismo) y debían funcionar en todos los sentidos, partiendo explícitamente de los 
ciudadanos a través de la democracia. La elección democrática de los integrantes de las 
instituciones económicas y sociales es muy importante, pues da a la sociedad el sentido de 
pertenencia, tanto a ellas como a las políticas de desarrollo que aplican. El autoritarismo y el 
populismo perdieron vigencia porque los objetivos sociales se contraponían a la idea de seguir 
a un solo líder que diseñase toda la política económica y social.  
La democracia no perjudica al sector privado o de las elites económicas, puesto que el 
compromiso de los trabajadores dentro de las empresas para las que trabajan provoca una 
mejora en la productividad mediante las buenas relaciones entre trabajadores, propietarios y 
administradores. La cooperación entre esos tres sectores empresariales permite una 
flexibilidad positiva que se refleja en la adaptabilidad de todos a las cambiantes circunstancias 
del entorno. 
El fortalecimiento democrático, por tanto, no solo sirve y se queda en la creación 
adecuada de las estrategias y políticas, sino que de ahí parte mayor armonía política y 
económica, una planeación gradual, durable, continua y estable, y el aprecio a la libertad 
(personal, política, económica, de participación, etcétera). Los sistemas democráticos 
dependen de la creencia en la legitimidad y eso da estabilidad política para que el crecimiento 
económico se presente en un marco de programación y orden con la participación de todos. 
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Esta idea más clara, del papel de la democracia dentro del desarrollo, no sustituyó del 
todo a la percepción anterior, vinculada con el aspecto educativo, sino que la complementó. Si 
bien en las propuestas anteriores, concretamente dentro de la industrialización mediante 
sustitución de importaciones, se planteó erróneamente que la democracia solo se podía 
presentar en los países desarrollados por sus condiciones homogeneidad estructural; por lo 
que buscaban, a partir de la educación, mayor igualdad a los sectores sociales y económicos 
para llegar a la democracia. En esta propuesta se pone de manifiesto la necesidad de buscar 
esa igualdad o equidad pero no sólo a partir de la educación, sino en todos los ámbitos en que 
se desenvuelve la sociedad (económico, político, cultural, social, etcétera). La democracia 
parte de la participación de todos los sectores sociales y económicos para la conformación de 
las estrategias y las políticas para que éstas respondan adecuadamente a las necesidades de 
cada uno de esos grupos, por lo que la democracia no solo se da en sociedades más 
homogéneas.  
En esta propuesta continúa una relación directa entre la democracia y la educación, 
pues la vinculación entre democracia y desarrollo es respaldad por el sistema educativo. La 
educación, formal e informal, otorga a las masas el sentido de pertenencia al sistema, cierta 
igualdad de oportunidades, propicia la mayor participación política y ayuda a la consolidación 
del régimen. Todo en conjunto va a garantizar el buen curso de la planeación del desarrollo 
que lleva a la seguridad de la inversión de los capitales con el respaldo popular ante las 
acciones estatales y la reducción de las fricciones sociales internas. 
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CLIENTELISMO EN MÉXICO: 
LOS USOS POLÍTICOS DE LA POBREZA 
 
 
 
Edgar Hernández Muñoz1 
 
 
Si algo une al pensamiento de autores tan diversos como Marx, Jefferson, Tocqueville o 
Rousseau es la coincidencia de que la vida republicana exige una conducta moralmente 
autónoma y que ésta requiere, a su vez, una razonable independencia económica, es decir, 
que todos posean algo y que nadie tenga demasiado o, en palabras del autor ginebrino, “que 
ningún ciudadano sea lo suficientemente rico como para comprar a otro y ninguno tan pobre 
como para verse obligado a venderse a sí mismo”. 
Durante años se había insistido que en América Latina teníamos que transitar a 
regímenes democráticos. En buena medida así ha sido. Sin embargo, la democracia no es 
sinónimo de universalidad. Ni siquiera es per se justa. No ha podido resolver todos los 
problemas que en el supuesto tendría que corregir. Más aun: un número creciente de 
individuos ha tenido que enfocar sus ilusiones, ya no en un gobierno que emane de su 
voluntad, sino en una forma personalizada de quehacer político que les provea de los 
medios y los recursos para su supervivencia. Siendo el avance democrático el mayor 
reclamo y el logro más significativo de la actual generación, hoy ésta debe reconocer que lo 
alcanzado hasta ahora en el plano electoral o en el terreno de los derechos civiles no 
constituye una garantía de que estemos avanzando hacia una sociedad que combata de 
manera eficaz la pobreza y que haya empezado a resolver verdaderamente los rezagos 
acumulados en el tiempo. 
De esta forma, la democracia tendría que ayudar a los que más se pueda y, con 
mayor razón, proteger a quienes de otro modo no tendrían siquiera la esperanza de acceder a 
una vida digna. Hablo de una posición realista y valorativa que permite entender y practicar 
la política como una forma de gestar o incidir en la gestación de las condiciones para que la 
                                                 
1 El Colegio Mexiquense, Zinacantepec, Estado de México, México. Correo electrónico: 
eahernandez@cmq.edu.mx. 
Democracia: ideas y prácticas 
 
 132
gente viva dentro de un sistema donde la desigualdad, sea entre grupos o entre personas, no 
es absoluta al incluir mecanismos de nivelación social y compensación económica al 
alcance de los desprotegidos, dándole razón de ser, y más aún, utilidad específica a la 
participación de estos en la lucha por la posesión y control de los espacios en donde se 
toman las decisiones que les afectan. Les da un cierto grado de poder y les enseña cómo y a 
cambio de qué pueden usarlo. 
Cuando en otras latitudes el intercambio electoral consistía ya en una comunicación 
abierta, basada en ideas y valores modernos, en México y otros países de Latinoamérica, el 
clientelismo político ha seguido basándose en la adscripción de los electores en nichos 
particulares según su estilo de vida, determinando su encasillamiento o tipificación en grupos 
de interés dispuestos a canjear su sufragio por algún bien apreciado o una gestión esperada. 
Por supuesto, para quienes carecen de lo elemental ni han sido incorporados al desarrollo 
social, avenirse a un patrón o mecenas representa la posibilidad de sentirse menos inseguros o 
más integrados. El patrocinio que en todos los niveles requieren los individuos para el 
cumplimiento de sus fines, los obliga a aceptar, de una u otra forma, la discrecionalidad de los 
patrocinadores, en particular si a éstos y aquéllos los vincula a algún tipo de jefatura o de 
jerarquía. Por lo mismo, las motivaciones para que una o más personas se vean como clientes, 
pueden ser de diversa naturaleza, si bien en todos los casos tienen que ver con la búsqueda de 
seguridad o de integración frente a un entorno incierto o excluyente. 
Para el caso mexicano, donde las relaciones contractuales supuestamente 
reemplazaron la asignación adscriptiva y, por ende, autoritaria de las acciones sociales y los 
comportamientos políticos, el papel de las clientelas electorales se distingue y singulariza 
por su ingrediente emotivo, lo que remite a un contexto en el que lo particular termina por 
imponerse a lo general y la fidelidad triunfa sobre la elección racional. Dicho de otro modo: 
mientras el elector típicamente democrático actúa en un sistema de afiliaciones libres y 
autónomas, consecuentes con su pertenencia a las esferas de actuación política que deciden 
su preferencia, las clientelas se comprometen con una sola opción, le brindan un apoyo 
motivado por razonamientos prepolíticos y, en ciertos casos, se identifican con ella al grado 
de la subordinación. 
Es importante subrayarlo: votar es una forma de redistribuir el poder, pero también 
de generar expectativas y acoplarlas al sistema de dominación imperante. Por efecto de 
sucesivas reformas, en México se transitó de un régimen de partido dominante a uno 
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competido y creíble, en el que no sólo se respeta el voto sino que hay órganos de autoridad 
ciudadana y una legislación moderna que da transparencia y equidad. Pero una vez 
cumplida esta meta, el significado del voto cambia; si antes el voto había sido el medio para 
arribar a la plena democracia, con la carga de aspiraciones y suposiciones que ello 
comporta, hoy se sabe que votar es también un medio para participar en el mercado 
electoral y, en dicha medida, para acceder a satisfactores concretos y mensurables. 
Mientras que en otras circunstancias el apoyo electoral es el resultado del 
convencimiento, aquí deriva de una expectativa nutrida por emociones y creencias que no 
necesariamente reflejan el interés real del elector, sino la persuasión o aun la intimidación 
que el partido o su aparato propagandístico ejercen sobre él. En tal caso, el papel de las 
clientelas electorales en el sistema de partidos es ambiguo y sobre todo anacrónico, ya que 
la persistencia de la lógica demanda-apoyo deja ver una relación viciada, cuando no 
manipuladora, donde prima la costumbre y se mantienen ciertas prácticas inerciales. 
No deja de llamar la atención esta dinámica de subordinación que hace de la 
clientela política un actor complementario y, eventualmente, tributario de aquel que lo 
enajenó para su causa, al entablarse entre ambos una relación de recíproca conveniencia en 
la que, mientras uno compromete su apoyo sin que en ello medie un juicio de valor, el otro 
se obliga a velar por los intereses inmediatos del primero, al grado de asumir sobre éste un 
paternalismo constante y no acotado al simple proselitismo. Como puede advertirse, se trata 
de un tipo de arreglo que, al tender un lazo sólido, exige acreditada lealtad y 
correspondencia efectiva, no sólo en el plano de las decisiones políticas, sino también en el 
del conocimiento recíproco y el entendimiento mutuo. 
Así, el clientelismo político es un proceso que exige más allá de ciertas acciones 
informales, cierta extensión e intensidad en la relación entre patrones y clientes, dentro de 
una lógica utilitaria aunque no de plena exclusividad. Es, además, un conjunto de relaciones 
que conforman, en términos de Coser, una institución voraz en tanto que abarca la 
interrelación entre patrón y cliente en ámbitos de la vida económica, doméstica y simbólica, 
que incluyen ante todo prestaciones fuera del mercado, protección, parentesco espiritual e 
identidad comunitaria. Es, finalmente, un evento que forma parte de la resolución rutinaria 
de problemas de las clases populares, un elemento dentro de una red de relaciones 
cotidianas. 
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Dado que se alimenta de la violencia estructural marcada por la explosión del 
desempleo, la pobreza, la marginación y la desigualdad, no puede negarse que el 
clientelismo constituye una forma de control político. Pero al mismo tiempo es uno de los 
principales mecanismos a través de los cuales diferentes nichos de la población resuelven 
sus problemas de sobrevivencia diaria. 
A partir de ello, es fácil observar cómo los votantes pobres colocan al intercambio de 
derechos políticos por bienes materiales más allá de la esfera de la racionalidad humana. En 
palabras de Andreas Schedler, “se piensa que las limitaciones materiales son tan 
abrumadoras que las consideraciones morales constituyen un lujo inasequible”. De hecho, 
para sobrevivir en medio de una escasez generalizada y para asegurarse contra riesgos 
existenciales, los pobres buscan el apoyo y la protección de patrones ricos e influyentes. 
Para mitigar la carga de la miseria, se ven forzados a ceder su libertad a cambio de relativa 
seguridad; a aceptar la subordinación personal y el intercambio asimétrico que se ocultan 
tras una endeble retórica de amistad y generosidad. Los votantes que mantienen ciertos 
niveles de pobreza conciben la relación entre gobernantes y gobernados de una manera que 
parece ser congruente con la expectativa común de que la pobreza engendra el paternalismo. 
Tienden a describirse como gente necesitada que depende de que las elites políticas les 
echen una mano. Éste es el escaso margen que su situación les regala. 
México posee un camino que, aunque en el pasado se consideraba virtuoso y digno 
naciente de una revolución social, hoy se confunde entre modelos y formas eficaces de 
desarrollo. La pobreza aumenta en sus índices y la lucha de facciones y partidos no 
vislumbra una solución que considere el mejoramiento económico de la sociedad. 
Asimismo, la distribución del ingreso se polariza. Los ricos se vuelven más ricos y los 
pobres buscan nuevas formas de subsistencia. Sin embargo, la coyuntura tendría que ser 
más halagüeña: el poder ha dejado de ser patrimonio exclusivo de un partido, existen 
elecciones más concurridas, el poder se redistribuye y se asignan nuevas formas de hacer 
política. Todo esto conlleva irremediablemente a la lucha de los grupos por espacios que 
antes se ganaban autoritariamente y que hoy sólo se explican bajo el favor de la mayoría. 
En el contexto histórico, en México el clientelismo político se sustentó en los lazos 
tejidos por un régimen autoritario cuya legitimidad descansó en su capacidad de concentrar 
los recursos y las respuestas, por encima de la formalidad democrática que otorgan la 
celebración de elecciones periódicas y la consecuente renovación de cuadros gobernantes. 
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La creación de clientelas políticas descansaba en sindicatos, corporaciones y diversas 
instituciones que apoyaban a bajo costo al gobierno en turno. Es necesario observar que el 
fenómeno no es resultado de la generación espontánea, sino de un proceso vivido en el 
Estado mexicano desde su nacimiento: es la historia de las formas políticas de dominación 
del gobierno caracterizadas de manera general por la concesión y reconocimiento de 
derechos y el acceso restringido a la participación política de la ciudadanía a cambio de 
votos y consenso. 
La carrera hacia el poder establecida mediante técnicas democráticas, ha permitido, 
por lo menos en México, que se realicen contiendas electorales más asistidas y competidas 
a las que se conocían en un pasado. Al mismo tiempo se establece la invitación para una 
reflexión más estricta: existe un cambio de forma más no de fondo, es decir, la cultura y el 
juego político no son diametralmente distintos respecto de lo que había anteriormente: es 
un sistema fincado en la conversión de demandas y apoyos. No sin paradoja, este 
escenario resulta en el tránsito de un régimen cuya legitimidad descansó en su capacidad 
de concentrar los recursos y las respuestas y de convertir las masas en fuente de apoyo, 
por encima de la formalidad que parte de la celebración de las elecciones periódicas y la 
consecuente renovación de los cuadros gobernantes, a una incipiente democracia electoral 
en la que los contendientes siguen recurriendo a su efectiva o supuesta capacidad  para 
constituirse como agentes benefactores y emular el Estado asistencial y paternalista que, a 
falta de real validación ciudadana lograda a través de comicios, recurrió al clientelismo y 
al tutelaje. 
A partir de finales de la década de los 80 y frente a una situación insostenible por 
parte del régimen implantado durante más de 70 años, se consolidaron cambios 
democráticos que permitieron la llegada al poder a  grupos políticos diferentes. Diversos 
cargos de elección popular empezaron a ser ganados por fuerzas políticas diferentes al PRI. 
El desarrollo del clientelismo político parecía estar en riesgo y su extinción era una 
hipótesis viable para quienes desarrollaron el tema. 
Por otra parte, si bien es cierta la existencia del fenómeno del clientelismo político 
en México, éste se ha convertido en un concepto que se aplica casi universalmente, a una 
serie de relaciones de poder diferentes, hasta el punto en que es utilizado para explicar 
algunos tipos de relación y prácticas que no siempre responden a la lógica clientelar pues, si 
bien es cierto que el intercambio de favores, bienes o servicios por favores, apoyo político y 
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lealtad, es una parte fundamental de tal tipo de relación, el lazo que se crea entre cliente y 
patrón va más allá del simple y estereotipado trueque. 
De hecho, el clientelismo político no ha puesto siquiera un límite a los excesos 
proselitistas o a la retórica enaltecedora del paternalismo oficial, sino que incluso se ha 
singularizado por una innegable preferencia por las acciones que resulten ser socialmente 
rentables —como repartir dádivas o distribuir propaganda utilitaria, ofrecer obras o inscribir 
a los potenciales votantes en padrones de beneficiarios de ciertas acciones públicas siempre 
que la concreción de tales ayudas se vea asociada con el personaje político que así se 
promueve y, desde luego, que la estrategia de mercadotecnia creada para el efecto acredite 
ser eficaz al momento de recabar simpatías y adhesiones. 
Es así como la rentabilidad política de los políticos se construye a partir de su 
capacidad por allegarse a la gente, aunque su imagen dependa de subsidios, intercambios 
ilegales y mecenazgos, no de proyectos que pretendan el desarrollo de su comunidad. La 
premisa principal se construye a partir de que los comicios se ganan por medio de medidas 
realistas que dejan en segundo plano el raciocinio de los votantes y que apelan a sus 
motivaciones más básicas como satisfacer sus necesidades primarias o evitar incertidumbres 
personales. Las presiones y abusos de influencia de toda naturaleza complementan los 
medios de acción. Abusos fundados, por ejemplo, sobre rumores que anuncian la 
desaparición de programas sociales y apoyos en caso de que no gane algún candidato o, en 
caso contrario, el peligro de perder los bienes ganados por los ciudadanos en gobiernos 
anteriores en caso de que algún personaje obtenga el poder. 
El clientelismo permea la democracia porque en ésta la creación de consensos 
descansa en arreglos y transacciones que suponen la asunción de costos y compromisos. En 
ese sentido hay una correlación consustancial entra la política y el fenómeno clientelar, lo 
que amerita un abordaje cuidadoso para evitar generalizaciones y pensar que toda iniciativa 
política mantiene un fin clientelista. 
Es verdad que la actividad política —y en especial la partidista— tiende a alentar la 
formación de redes que apoyan o presionan conforme sus expectativas particulares se 
cumplen o al menos adquieren visos de cumplirse. Ello obliga a líderes y seguidores a tejer 
vínculos de lealtad y correspondencia en donde prospera la dádiva, la gestión por pedido o 
el franco favoritismo. Así se han tramado pactos y alianzas, sin que ello se dé de forma 
exclusiva en algún grupo o partido. Las acciones clientelares son recurrentes para las 
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fuerzas políticas independientemente de su ubicación en el espectro ideológico; si ha de 
hablarse de visiones anacrónicas, éstas son observables en los distintos actores y dan cuenta, 
en todo caso, de una pobre cultura colectiva y de una crisis de representación política 
generalizada. Pese al indiscutible avance implícito en la alternancia las tradicionales 
configuraciones políticas siguen siendo los referentes que permiten a quienes buscan el 
poder asumir una identidad propia y un comportamiento consecuente, no sólo con su 
función mediadora entre la ciudadanía y el Estado, sino con sus propios mecanismos de 
reproducción interna. 
Finalmente, es probable que, en el curso de la transición democrática, lleguemos en 
México al agotamiento de los todavía vigentes estilos de patronazgo y clientelismo 
articulados en torno al sistema que hizo de la vocación social del régimen la fuente de 
legitimidad política y movilidad social que no le brindaron los comicios durante la época 
del partido hegemónico. Pero ello no traerá consigo de forma automática que decaigan el 
poder o la influencia que facilitaron, sobre todo en las corporaciones y el ámbito local de 
gobierno, la perpetuación de grupos y personajes asimilados a los viejos usos autoritarios, 
como tampoco abrirá la puerta necesariamente a inéditas formas de participar y comunicarse 
en política. Tal es la conclusión: no sólo replantear la política social —y encaminarla 
verdaderamente a combatir la pobreza y la marginación— combatiendo el mecenazgo y los 
flujos de reciprocidad. Esa no es la función del Estado. En ello se requiere el trabajo arduo, 
pero sobre todo la voluntad política para concretar cambios estructurales que desemboquen 
en arreglos institucionales, ahora sí, por el bien de todos. Por supuesto que no son 
problemas fáciles ni de corto plazo, de ahí la importancia de crear verdaderas estrategias 
sólidas y globales, apoyos sistemáticos y una visión que excluya demagogias y 
paternalismos.  
Ahí tiene que establecerse la propuesta: desarrollo social y, a la vez, crecimiento 
económico; calidad de vida para el mayor número posible y un acceso generalizado a los 
bienes materiales; libertad para el individuo y primacía de los derechos colectivos; 
participación de todos y acceso a la justicia para cada uno. Sólo de tal forma se puede vivir, 
más que la ilusión, la realidad democrática en la que lo importante no es recibir subsidios o 
participar en la asistencia pública, sino asumir y ejercer a plenitud la ciudadanía. Donde la 
democracia no es solamente escuela, es cuna y casa. 
Democracia: ideas y prácticas 
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A ello se debe sumar la profunda reflexión que se debe hacer acerca del papel del 
clientelismo y, más aún, de la política social en la forma de gobernar. Reencauzar la lucha 
contra la pobreza —principal constreñimiento de la libertad del individuo— haciendo 
cambios estructurales que modifiquen a fondo la distribución social de los beneficios del 
progreso. La pretensión: tratar de encauzar la política a su nivel ético, seguros de que la 
práctica de la ética política resulta en la justicia social. 
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INSTITUCIONES, DEMOCRATIZACIÓN Y PARTICIPACIÓN SOCIAL 
EN LOS PROCESOS DE DESARROLLO RURAL EN MÉXICO 
 
 
 
Norma Baca Tavira1 
Francisco Herrera Tapia2 
 
 
Introducción 
Con motivo de los cambios políticos, económicos y territoriales que experimenta la 
sociedad rural mexicana, en contextos donde la pobreza, la migración, la inseguridad 
alimentaria y el deterioro ecológico son parte del panorama actual del medio rural, es 
importante retomar el papel de las instituciones y la participación social, como agentes de 
transformación en la visión que se tiene de desarrollo y bienestar de la gente, que vive del 
y en el campo. 
Este trabajo tiene como propósito principal, situar en un orden relevante el papel de las 
instituciones gubernamentales y la participación democrática de los ciudadanos en los 
procesos de desarrollo rural, con la idea de no generar expectativas en torno a un marco 
conceptual o teórico-metodológico, de las formas en que se puede abordar el desarrollo rural. 
El punto de partida, es considerar que el medio rural, no está exento de los 
beneficios y perjuicios que trae consigo el mundo global, que la sociedad rural ha vivido 
procesos, en los cuales su participación y opinión sobre cómo moldear su propio 
desarrollo, han sido condicionadas por las estructuras político-administrativas, y por una 
cultura de no reconocimiento como sujetos, además de la invisibilización de su libertad 
para ejercer derechos y participar en la toma de decisiones sobre aquello que le es común. 
La estructura de este documento, está organizada en tres partes: la primera 
comparte un panorama histórico general de los antecedentes que motivaron este estudio, 
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